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ANDEBU 


(Asiste una delegación de COFE) 
SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 22) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Joselo López, Uruguay Cabrera, Luis Bazzano y 
Bismark Larrosa. 


SEÑOR LÓPEZ.- En primer lugar, agradecemos a la Comisión por habernos recibido. 


Queremos hacer algunos planteos que tienen que ver con cuestiones generales, pero básicamente trataremos 
de puntualizar tres aspectos que para nosotros son primordiales en esta Rendición de Cuentas, porque 


involucran directamente a la masa de trabajadores de la Administración Central. 


Durante todo el segundo semestre del año pasado -gran parte estuvo ocupado por el trámite de la Rendición 
de Cuentas anterior-, mantuvimos un conflicto importante con el Poder Ejecutivo, porque, a nuestro entender, 
no se cumplía con los ámbitos previstos en la ley de negociación colectiva. Como dije, teníamos dificultades 
para relacionarnos con el Poder Ejecutivo y, si bien nuestro conflicto tenía que ver con aspectos vinculados 
con la Rendición de Cuentas del año pasado, básicamente tenía como objetivo central recomponer los 
ámbitos de negociación. 


Gracias a las movilizaciones, a fines del año pasado logramos recomponer esos ámbitos de negociación, una 
reunión en el Consejo Superior de Negociación Colectiva, y a partir de ese punto se definieron algunos 
equipos de trabajo -desprendidos de dicho Consejo- para establecer mecanismos que nos permitieran avanzar 
en temas que involucraban a los trabajadores estatales en el relacionamiento con el Poder Ejecutivo. 


Uno de los temas centrales fue la propuesta de confección de un estatuto del funcionario público, que tiene 
más de noventa artículos; algunos no innovan demasiado, otros hasta nos parecen novedosos y sería 
importante avanzar en ese sentido y otros nos preocupaban mucho porque entendíamos que eran bastante 
nocivos para los intereses de los trabajadores. 


Esto ha llevado prácticamente seis meses de negociación, reuniéndonos una y más veces por semana en 
alguna oportunidad, y acordamos con el Poder Ejecutivo que en vez de discutir artículo por artículo la 
propuesta de estatuto del funcionario público que estaba haciendo el Poder Ejecutivo, se definieran cuatro 
ejes para la negociación. El primero era el concepto de funcionario público, a quién abarca el proyecto de 
estatuto; el segundo tiene que ver con las libertades sindicales; el tercero, con las condiciones de trabajo; y el 
cuarto con la carrera administrativa y la escala salarial. Para nosotros era fundamental, y así lo planteamos al 
Poder Ejecutivo, tener como premisa, antes de avanzar en los diferentes ejes, conocer su visión en cuanto al 
concepto de funcionario público, es decir, a quiénes comprendería el estatuto. A ese respecto tuvimos 
diferencias con el Poder Ejecutivo; como se sabe, la propuesta del Poder Ejecutivo es bastante restrictiva, ya 
que plantea que funcionario público es solo aquel que está presupuestado en la Administración Central; 
nuestra visión es amplia, fundamentada por varios administrativistas importantes de este país y, además, 
porque estamos convencidos de que todo aquel trabajador que tiene una relación de dependencia permanente 
con el Estado es funcionario público; por supuesto que entre ellos hay diferencias: los presupuestados tienen 
derecho a la carrera administrativa y los contratados no, aunque tienen otro tipo de prerrogativas. 


Mientras tratábamos de que el Gobierno definiera una posición en este sentido, flexibilizamos nuestra postura 
dando una nueva señal de apertura al diálogo que tenemos como trabajadores organizados; decidimos dejar 
este tema "stand by" para que el Poder Ejecutivo lo siguiera discutiendo en su interna -según se nos expresó 
había diferencias conceptuales en cuanto a la definición de funcionario público- y comenzamos a avanzar en 
otras cuestiones, fundamentalmente, en las relativas a las libertades sindicales, a las condiciones de trabajo y 
a la carrera administrativa, punto en el que nuevamente nos trancamos. De todas maneras, seguimos 
reuniéndonos prácticamente todas las semanas, y llegamos, cuarenta y ocho horas antes de que se presentara 
el Mensaje de Rendición de Cuentas, con una postura del Poder Ejecutivo que salió de su propio seno -no fue 
un reclamo que hiciéramos los trabajadores-, con la cual estuvimos de acuerdo, que consistía en que todos los 
aspectos vinculados al Estatuto del Funcionario Público no iban a estar reflejados en la Rendición de 
Cuentas, sino en una ley aparte que se iba a presentar, luego de procurar los consensos en los respectivos 
ámbitos de negociación. Sin embargo, cuarenta y ocho horas antes de enviar el Mensaje de Rendición de 
Cuentas al Parlamento se nos convocó, de una manera que no fue la más formal, para plantearnos que había 
varios artículos que se iban a incluir en el Mensaje, planteando como fundamento que se necesitaba una 
especie de aval de la ley presupuestal para que después no hubiera complicaciones. En una primera instancia 
esto nos tomó por sorpresa, porque había un acuerdo, que había sido conversado con algunos legisladores 
oficialistas, con otros actores del Poder Ejecutivo, y también con legisladores de la oposición, en el sentido 
de que se iba a enviar una ley aparte, como ya era de público conocimiento. Sin embargo, cuando 
comenzamos a estudiar este tema nos dimos cuenta de que no se trataba -como se dijo en una primera 
instancia- de artículos inocuos, menos aún el 6”, el 7* y el 8” de este Mensaje de Rendición de Cuentas, con 
respecto a los cuales tenemos diferencias sustanciales. Eso ameritó que rápidamente se convocara por parte 
del PIT-CNT a una reunión con el Poder Ejecutivo. Hablamos con el Ministro de Trabajo y Seguridad Social 
que estaba en el exterior, quien nos derivó al Director Nacional de Trabajo. Hubo una reunión en el marco de 
la DINATRA a la que fuimos acompañados por uno de los coordinadores del PIT-CNT y por una delegación 


reforzada de la Comisión que estaba trabajando en este tema. En ella planteamos al Poder Ejecutivo que no 
estábamos de acuerdo con esto, que nos parecía que se ponía nuevamente en cuestión la negociación 
colectiva, ya que no se estaba cumpliendo con un acuerdo que, entre otras cosas, partió del propio Poder 
Ejecutivo. En ese sentido, planteamos claramente a la delegación del Poder Ejecutivo que entendíamos que 
había que cumplir con el acuerdo que teníamos, consistente en que todos los artículos vinculados con el 
Estatuto del Funcionario Público se siguieran discutiendo y negociando en los ámbitos previstos por la Ley 
de Negociación Colectiva, y que se hiciera hincapié en los otros artículos que, de alguna manera, están 
directamente relacionados con la ley presupuestal. Allí tuvimos algunas diferencias. Fue una reunión bastante 
dura; quedamos en reunirnos nuevamente en el día de ayer. 


Nosotros hemos tenido algunos contactos con las diferentes bancadas a fin de plantear nuestra postura con 
relación a lo que pretendemos, básicamente, referido a los tres ejes. 


Concretamente hoy venimos a esta Comisión a plantear tres cosas fundamentales. La primera tiene ver con 
los artículos 6%, 7” y 8%. Nosotros pretendemos que se cumpla con el acuerdo que teníamos con el Poder 
Ejecutivo, que estos artículos se retiren de dicha ley y se sigan discutiendo en los ámbitos de negociación y 
que, posteriormente, con o sin acuerdo, se incluyan en oportunidad de tratar la ley del Estatuto del 
Funcionario Público. 


La segunda está relacionada con introducir alguna modificación a la redacción del artículo 4” de esta 
Rendición de Cuentas. 


Además, tenemos dos planteos muy concretos que luego desarrollarán mis compañeros. En primer lugar, 
queremos introducir un artículo que nos permita buscar una solución a varios vínculos contractuales de 
carácter precario que tienen ya larga data en la Administración Central. Creemos necesario buscar una 
solución para que estos vínculos puedan ser presupuestados y ver mejorada su relación contractual. 


En segundo lugar, en la Ley de Presupuesto existe una partida de $ 200:000.000 destinada a los planes pilotos 
que se aplicarían en la reestructura de tres Ministerios durante el primer año de Gobierno; sin embargo, por 
diferentes razones no se han concretado. Ya estamos promediando el período de Gobierno y nos parece que 
ese dinero debería destinarse a incrementar, sobre todo, los salarios más bajos de la Administración Central, 
para lo cual también podemos ensayar alguna propuesta. 


Por lo tanto, básicamente, planteamos estos cuatro aspectos: el retiro de los artículos 6%, 7* y 8* de esta 
Rendición de Cuentas, la modificación del artículo 4”, la introducción de un artículo que permita mejorar la 
situación contractual, actualmente precaria, de algunos compañeros, y la forma de distribuir las partidas 
presupuestadas que hasta la fecha no han sido ejecutadas. 


SEÑOR BAZZANO.- No voy a agregar nada más a la introducción que hizo el compañero López. 
Simplemente quisiera hacer un par de precisiones. 


Nosotros estamos informados de que cuando compareció ante esta Comisión la delegación del Poder 
Ejecutivo -inclusive la Oficina Nacional del Servicio Civil vino provista de las actas que recogen la 
negociación que se llevó a cabo en el marco de la DINATRA-, se señaló que había habido importantes 
avances y que se había llegado a acuerdo prácticamente en todo, salvo en lo que tiene que ver con los niveles 
previstos para el nuevo sistema escalafonario. 


Ayer, en la reunión que se llevó a cabo en virtud de la negociación colectiva, manifestamos que íbamos a 
hacer este planteo en el día de hoy, que eso no es así y que no responde a la realidad. En realidad, en el marco 
de dicha negociación, tenemos varias diferencias marcadas, no solamente sobre los niveles escalafonarios, 
sino también sobre algunos otros aspectos. 


Además, las actas tampoco recogen todo lo que se discutió. Digo esto porque el 11 de julio se llevó a cabo 
una reunión muy importante en la DINATRA, y las actas no están; no sabemos si fueron redactadas o no; 
nosotros nunca las firmamos. Precisamente, en esa reunión nosotros señalamos las principales diferencias 
que teníamos con lo que después fue el artículo 7” del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, 
particularmente, en lo que tiene que ver con los componentes del salario, con el hecho de que las ocupaciones 
tengan una retribución diferencial y con respecto al criterio de la criticidad o de la definición estratégica de lo 


que pueden ser los valores en materia retributiva. Planteamos esto porque nos parece que es una de las 
razones por las que queremos que esos artículos sean retirados de la discusión, a fin de conversar sobre estos 
aspectos con más tiempo, sin la perentoriedad de los plazos que establece el análisis de una Rendición de 
Cuentas. 


Por otro lado, ya marcamos la diferencia que mantenemos con respecto a lo que establece el artículo 28 del 
proyecto borrador que nos fue entregado sobre el Estatuto del Funcionario Público. Ese artículo, que refiere a 
los componentes del salario, dice expresamente "retribución por ocupación que le fuera asignada al 
funcionario". Además, se nos dijo que la asignación iba a ser potestad del jerarca; por lo tanto, este tendrá la 
posibilidad de determinar qué hará y qué cobrará cada uno de los funcionarios. Y esa discrecionalidad es una 
de las razones de peso por las cuales nosotros nos oponemos a la redacción actual del artículo 7". 


Por otra parte, con respecto al artículo 4” de este proyecto de ley queremos decir que nos parece que el plazo 
del provisoriato -también lo planteamos en la negociación- es sumamente extenso; consideramos que 
dieciocho meses de prueba para realizar la evaluación del funcionario es un plazo demasiado largo, por lo 
que le planteamos al Poder Ejecutivo que fuera de seis meses. Por supuesto, estamos dispuestos a discutir un 
punto intermedio, pero no creemos conveniente que el plazo sea de un año y medio. 


Y lo más grave que tiene el artículo 4* es quién resuelve sobre el rendimiento satisfactorio del funcionario 
contratado en forma provisoria. En la redacción original eso era resuelto por el jerarca, por sí y ante sí, pero 
fue modificado. De todos modos, nosotros elaboramos una redacción sustitutiva del artículo 4*, en la que 
planteamos que la evaluación de los funcionarios contratados en forma provisoria debe estar sujeta al 
dictamen elaborado por un tribunal, que deberá contar con representación de los trabajadores organizados y 
de la Administración. Por supuesto, vamos a dejar a los integrantes de la Comisión copia del texto que 
elaboramos. 


En cuanto a la regularización de los contratos precarios -nosotros vinimos a esta Comisión en representación 
de COFE, con los compañeros que están presentes y acompañando a algunos otros que son titulares de 
contratos temporales-, estamos concretando una propuesta a fin de buscar una solución a varios cientos de 
situaciones que tienen que ver, fundamentalmente, con los contratos temporales de los trabajadores que 
ingresaron por el artículo 55 de la Ley de Presupuesto, aunque estos funcionarios no son los únicos a los que 
estamos haciendo referencia. Tal como planteamos anteriormente en esta Comisión, algunas situaciones 
fueron atendidas a través de determinados artículos de la pasada Rendición de Cuentas, pero no las de 
algunos trabajadores que hace años se están desempeñando en la Administración Pública y que, a nuestro 
entender, también deberían ser contemplados a través de la presupuestación. Por esa razón, redactamos un 
artículo -que no vamos a leer todo- que dice lo siguiente: "Facúltase a los Incisos 02 al 15 a presupuestar a 
aquellas personas que se encuentren desempeñando tareas propias de un funcionario público a la fecha de 
vigencia de la presente ley y cuyo proceso de selección se haya efectuado de acuerdo con lo dispuesto por los 
artículos 55 de la Ley_N* 18.719 de 27 de diciembre de 2010, 6* y 105 de la Ley_N* 18.834 de 4 de 
noviembre de 2011 y aquellas personas que a la fecha de entrada en vigencia de la Ley N* 18.719" -Ley de 
Presupuesto- "mantenían un vínculo contractual con la administración y que al momento de promulgación de 
la presente ley aún siguen desempeñando funciones en la Administración". Este es el artículo que queremos 
proponer y, por supuesto, vamos a dejar copia en la Comisión. 


SEÑOR ABDALA.- Más allá de esta propuesta de aditivo que nos ha llegado y que por supuesto vamos 
a estudiar con la seriedad que corresponde, quisiera hacer algunos comentarios generales y algunas 
preguntas a la delegación de COFE, a la que damos la bienvenida. ¡Vaya si será importante esta 
instancia que se cumple de recibir a la representación de los trabajadores públicos en ocasión del 
tratamiento de la Rendición de Cuentas! No lo digo solo porque con su presencia enriquece el análisis 
del articulado, y en particular de la Sección HH, al brindarnos su perspectiva sindical sino que, además, 
nos permite conocer la otra visión. Nosotros generalmente escuchamos a los jerarcas de la 
Administración, a los representantes del Poder Ejecutivo, como corresponde, y es muy importante, por 
lo tanto, escuchar la impresión de quienes conocen tanto como ellos -por lo menos, tanto como ellos- a 
la Administración y en ese sentido, sin duda, nos aportan insumos que nos resultan importantes a la 
hora de legislar. 


Por ejemplo, con relación a los artículos 6, 7 y 8, que mucho nos preocuparon por razones similares a las que 
aquí se invocaron -en cuanto a que se trata de tres disposiciones de una enorme vaguedad y, a nuestro juicio, 


peligrosas tal como están concebidas por la forma de redefinir la definición de las remuneraciones de los 
funcionarios públicos y a todo lo que concierne a estas tres normas-, la circunstancia de saber que sobre esto 
no hay acuerdo con los trabajadores, para nosotros, por lo menos, no es un dato menor. Nosotros no 
estábamos de acuerdo, objetivamente, con legislar de esta forma, es decir, a partir de una suerte de 
desprendimiento de una norma específica que sería o será la futura Ley de Estatuto del Funcionario Público, 
pero además, esta suerte de desglose de estas tres disposiciones, de esta magnitud y, al mismo tiempo, de esta 
vaguedad y generalidad, insertadas en esta Rendición de Cuentas, nos sigue pareciendo un camino peligroso. 


Por supuesto, nos hubiera pesado la circunstancia -que, evidentemente, no se ha dado- de que esto hubiera 
sido fruto de un acuerdo entre trabajadores y el Estado. En ese caso, obviamente, la regla de consenso, que 
todos sabemos que en materia laboral es particularmente importante -la regla del consenso social-, nos 
obligaría a todos a tener una mirada un poco más detenida. Ahora, creo que si algún elemento faltaba para 
llegar a la conclusión de que no es prudente avanzar en el camino de las tres disposiciones, es que ni siquiera 
estas tienen el grado de entendimiento o acuerdo básico con los trabajadores organizados. 


Quisiera preguntar dos cosas con respecto a lo que se ha dicho y, en todo caso, me ahorro consideraciones 
para después sobre el artículo 4” porque no he tenido oportunidad de leerlo detenidamente. 


Mi primera pregunta es la siguiente. En cuanto a las partidas asignadas para las reestructuras y a todo lo que 
concierne a lo que en su momento se llamó "los procesos de reestructura organizativa del Estado" -que la 
misma empezaría por tres Ministerios en forma piloto, el de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, el de Salud Pública y el de Industria, Energía y Minería, a los que eventualmente se agregaría un 
cuarto, el Ministerio de Desarrollo Social-, me gustaría saber cuál es la visión que COFE tiene sobre lo que 
ha acontecido. Lo pregunto porque aquí estamos realizando ajustes presupuestales que van a regir a partir del 
19 de enero de 2013, pero estamos revisando lo actuado en 2011 y, en particular, lo actuado en el primer año 
de la vigencia de la Ley Presupuestal aprobada en 2010. En ese año 2010, precisamente, fue cuando se 
dispusieron estas partidas y se determinó esa hoja de ruta pero, hasta ahora, lo que hemos recogido de eso es 
poco o nada. Es decir, cuando comparecieron aquí la Oficina Nacional del Servicio Civil, la Presidencia de la 
República, el Poder Ejecutivo, no supieron trasmitirnos o de hecho no nos trasmitieron ninguna versión 
concreta de qué se había hecho en estos Ministerios y en esos ámbitos. Entonces, me interesaría mucho 
conocer la visión de los trabajadores sobre eso. 


Con respecto a la segunda pregunta, sobre la regularización de situaciones precarias a las que aquí se ha 
hecho referencia, quisiera saber si COFE las tiene cuantificadas. Sé que hay situaciones de distinta 
naturaleza. Precisamente, una es la de los contratos que se realizaron al amparo de ese proceso de 
reestructura que, aparentemente, ha sido poco exitoso o, por lo menos, ha dado pocos frutos hasta este 
momento. Lo concreto es que se arrastran situaciones desde antes que sabemos que son de enorme 
importancia, pero también sabemos que han proliferado los contratos laborales. Entonces, quisiera saber si en 
ese sentido COFE nos puede trasmitir algún dato más concreto para cuantificar estas situaciones de 
precariedad laboral que, a su juicio, existen en la Administración Central. 


Ese es el comentario general que queríamos expresar y las dos preguntas que dejamos formuladas. 


SEÑOR IBARRA.- Estamos leyendo los dos artículos presentados por la delegación sobre contratos a 
fin de presupuestar a los funcionarios. Está bien la pregunta planteada sobre la cuantificación de los 
funcionarios públicos que están en esa situación. 


Por otra parte, seguiremos analizando el artículo 4”. Es interesante la decisión definitiva de un tribunal 
evaluador del provisoriato. Habría que buscar algún acuerdo con el Poder Ejecutivo en ese sentido. 


En cuanto a los artículos 6, 7 y 8 -como vieron en la versión taquigráfica, cuando estuvo aquí la Presidencia 
de la República y la Oficina Nacional del Servicio Civil-, el tema está radicado en que se nos expresa que es 
necesario avanzar en esas normas para la oportunidad en que se considere el Estatuto del Funcionario porque, 
de lo contrario, no habría elementos suficientes para seguir adelante en ese sentido. De cualquier manera, 
todo esto está en análisis. 


Ustedes nos dicen que tuvieron alguna reunión en el día de ayer con la Secretaría de Presidencia, la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. A nosotros se nos hizo alguna 


consulta y se nos brindó alguna información en el día de ayer, pero nos gustaría que en la próxima 
oportunidad en que venga la Presidencia... ¿eso fue fijado ya? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se fijó para el próximo martes 31 a la hora 11. 


SEÑOR IBARRA.- Entonces, tenemos tiempo para ir analizando cada una de las propuestas a fin de 
ver si llegamos a algún acuerdo, aunque la posición de la delegación es clara en el sentido de excluir de 
esta Rendición de Cuentas 2011 los artículos 6, 7 y 8. 


Lo que puedo decir es que estamos dispuestos a analizar el tema y ver si podemos llegar a algún acuerdo 
sobre el texto de los artículos 6, 7 y 8. Por supuesto que vamos a ser muy cuidadosos para evitar una lesión a 
los funcionarios, más allá de que tenga que ver con la aprobación del próximo Estatuto del Funcionario, 
sobre lo que no hemos tenido una información muy concreta; fundamentalmente, los hemos escuchado a 
ustedes y, sin duda, ese es otro tema de profunda negociación que se hará con la Comisión respectiva. 


SEÑOR CABRERA.- Me voy a referir concretamente a la pregunta del señor Diputado Abdala sobre 
las reestructuras y la consulta referida a la cuantificación de contratos precarios la contestará el 
compañero Bazzano. 


En cuanto a la reestructura, nuestra Confederación hizo un seguimiento durante el año 2011, intentando 
coordinar a los sindicatos que pertenecían a los tres Ministerios involucrados originalmente en esta 
experiencia piloto. Luego esto se puso en marcha en el MIDES, pero ya en un lapso bastante posterior al de 
las otras tres Carteras que mencionó el Diputado. Lo que percibimos a través de estas coordinaciones que 
realizamos con los sindicatos de los tres Ministerios es que al comienzo se hizo un trabajo regular; luego, 
estas reestructuras se discontinuaron en ese proceso y por momentos estaban detenidas. Según nos 
comunican algunos sindicatos, especialmente la Federación de Salud Pública, en lo que tiene que ver con el 
casco central, que es donde se procesa una de las reestructuras, habría habido en los últimos tiempos 
pequeños avances, pero no tenemos noticias oficiales del Poder Ejecutivo de que estén en un nivel de 
maduración como para que se concreten. Esa es la información que podemos dar, y con respecto al avance de 
las reestructuras, sería pertinente preguntar al organismo correspondiente, que es la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. 


SEÑOR BAZZANO.- Quisiera contestar, pero no tengo la cifra exacta discriminada por vínculos 
contractuales. Eso fue solicitado a la Oficina Nacional del Servicio Civil hace aproximadamente quince 
días, pero todavía no hemos obtenido respuesta. 


Manejamos aproximadamente una cifra de dos mil contratos temporales de derecho público, que se rigen por 
el artículo 53. Es un número importante, si tenemos en cuenta que el número de presupuestados de la 
Administración Central no excede los dieciséis mil funcionarios. 


Con respecto a este artículo, queremos plantear que no estamos solicitando la presupuestación de todos los 
contratos, solamente la de aquellas personas que ya llevan un tiempo trabajando para la Administración, que 
inclusive han dado dos o tres concursos, y que han sido contemplados en leyes presupuestales anteriores, 
como la Ley N* 18.719, o en la última Rendición de Cuentas. Decimos esto para que no se crea que estamos 
intentando resolver la situación de todos los contratos. Todos los días ingresa una cantidad de funcionarios 
por el artículo 53. Nosotros planteamos que para esos trabajadores hay que buscar una solución de fondo que 
pase efectivamente por procesar las reestructuras de las que hemos hablado, para que se creen los puestos de 
trabajo definitivos y puedan ocupar un cargo presupuestado, como corresponde y como exigimos desde 
siempre: para tareas permanentes, un funcionario presupuestado de la Administración Pública. 


Por último, voy a referirme al artículo 7”, que mencionó el señor Diputado Ibarra, que establece que esta 
disposición entrará en vigencia cuando se apruebe la ley de carrera administrativa. Hemos seguido 
atentamente las intervenciones de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto cuando concurrieron a esta Comisión, y el argumento que se da -y también se nos da en la 
negociación- es que se necesita una ley presupuestal porque todo lo que tiene que ver con escalafones y 
sueldos debe ser materia de una ley presupuestal y, por lo tanto, debe estar incluido acá aunque entre en 
vigencia cuando se apruebe la ley de carrera administrativa. El problema es que si está aprobado acá, una ley 


de carrera administrativa no lo va a poder modificar, por el mismo argumento de que eso es tema 
presupuestal, no de carrera administrativa. Esto es un círculo vicioso. Nosotros tenemos diferencias 
importantísimas respecto al criterio de criticidad y, particularmente, al componente salarial vinculado a la 
ocupación, sobre todo si la asignación de tareas es potestad discrecional del jerarca, que va a poder 
determinar cuánto cobra cada funcionario de manera hasta arbitraria. 


SEÑOR GANDINI.- Entendemos que estos artículos tienen que ir en la ley del Estatuto del 
Funcionario Público; descolgados de ella es muy difícil entenderlos y aprobarlos. Además, son un 
cheque en blanco, porque aunque después no se apruebe el Estatuto del Funcionario Público, hay 
algunos que corren. 


El artículo 6”, a mi juicio, es mucho más peligroso y difícil de comprender que el 7”. 


El artículo 6” establece modificaciones en los regímenes escalafonarios y parece que dejara abierta la 
posibilidad de que las estructuras en curso se hicieran con otros parámetros. Hasta ahora se supone que se 
vienen haciendo estructuras de cargos en los tres y luego, cuatro organismos pilotos. Este artículo establece 
una potestad, porque dice: "El Poder Ejecutivo podrá disponer" -con todas las autorizaciones previas- "las 
modificaciones necesarias para adecuar las estructuras de cargos, categorizar y simplificar los conceptos 
retributivos y su denominación [...]". Más adelante dice: "La adecuación" -que parece ser anterior- "deberá 
realizarse considerando separadamente cargos, ocupaciones y funciones de conducción, [...]". 


Quiero reiterar lo que ya dije aquí cuando estuvo la Oficina Nacional del Servicio Civil. El concepto 
"ocupaciones" no existe en nuestra legislación. ¿Qué son las ocupaciones? Existen los cargos. ¿Qué son las 
funciones de conducción? Existía el escalafón de conducción, pero fue derogado por la Ley N* 18.719. Esto 
parece ser un nuevo SIRO, con una formulación genérica sin precisión, que el Parlamento autoriza a hacer en 
una delegación ilegal de atribuciones. El Parlamento no puede delegar al Poder Ejecutivo lo que la 
Constitución establece que es su potestad, y la potestad del Parlamento es clarísima: fijar escalafones. 
Modificar escalafones no puede hacerse sin ley. Si el Parlamento por esta ley delega en el Poder Ejecutivo la 
potestad de que haga como le parezca y le establece unos parámetros que no existen definidos legalmente, 
como las ocupaciones y las funciones de conducción, dejamos abierta la discrecionalidad del jerarca. 
Además, esto se hace en función de los objetivos estratégicos de la Administración, y estos los fija cada 
Administración, y pueden cambiar. 


Por lo tanto, el artículo 6” debe ser analizado, igual que los artículos 7* y 8* -sin ellos no tiene sentido porque 
es la creación de una Comisión para regular esto-, a la luz del Estatuto del Funcionario, y si el Gobierno no 
llegó a presentarlo, no llegó. Ahora bien, si el Gobierno dice que puede hacer estas cosas por ley sin 
necesidad de que la ley sea presupuestal, entonces, puede hacerlas todas; sirve un argumento para lo otro. 


En consecuencia, no entendemos por qué se quiere aprobar ahora. Reitero: este artículo 6” entra en vigencia 
aunque el Estatuto del Funcionario Público no se apruebe. Y este artículo 6” aprobado sin el Estatuto -que 
puede no aprobarse jamás- es realmente una carta en blanco que damos a los jerarcas de turno, que me parece 
van a modificar las estructuras, van a hacer un nuevo agrupamiento escalafonario sin que el Parlamento tenga 
noticias y, como se decía, sin estar negociado. 


Con respecto a este tema, nuestra posición es discutirlo en otra oportunidad. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quiero hacer dos consultas puntuales en torno a la propuesta que nos ha 
acercado la delegación de COFE. 


En el artículo que propone la regularización de algunos contratados se dice: "[...] aquellas personas que a la 
fecha de entrada en vigencia de la Ley N* 18.719" -que contiene el artículo 55-, mantenían un vínculo 
contractual con la administración y que al momento de la promulgación de la presente ley, aún siguen 
desempeñando funciones en la Administración". De este texto se desprende que al entrar en vigencia la Ley 
N? 18.719 pueden tener un vínculo de pasante o becario y que al momento de su promulgación estén en un 
contrato temporal de función pública. Lo primero que quisiera saber es si se interpreta que el vínculo 
contractual con la Administración puede ser bajo cualquier tipo. 


La otra pregunta tiene que ver con el literal c), que refiere a la elección del tercer miembro de esta Comisión, 
el cual nos parece bastante complejo, porque establece que la única forma de definirlo es por acuerdo de los 
dos anteriores. Quisiera saber si han pensando en alguna otra alternativa en caso de que ese acuerdo no 
ocurriera. 


SEÑOR CABRERA.- Básicamente, lo que se pretende con la redacción de esa propuesta de COFE es 
atender a dos colectivos. Hubo una serie de becarios que entraron en el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas -fueron la última generación de dos que hubo- en 2006, que pasaron a contrato a 
término y después a contrato temporal. La segunda generación de becarios -que son cien 
aproximadamente- no pasaron a contrato a término, sino que su situación se extendió hasta que, 
finalmente, se los contrató de forma temporal, previa prueba. Se agrega esa forma de redacción, 
porque no ingresan como contratos temporales según el artículo 55 de la Ley N” 18.719, sino que el 
artículo que los ampara es el 53. 


El otro colectivo al que hacía referencia es el de los ex "cachet" del Ministerio de Educación y Cultura, a los 
cuales por no tener un perfil artístico se les hizo un contrato temporal de Derecho Público. Como los señores 
Legisladores recordarán, para ese Ministerio se legislaron dos soluciones. Una fue el contrato artístico - 
también para ex "cachet"- y la otra para los que no cumplían funciones artísticas, que pasaron a contrato 
temporal de Derecho Público. 


SEÑOR BAZZANO.- Este grupo de cien becarios del Ministerio de Transporte y Obras Públicas nos 
preocupa mucho, porque tuvieron una situación tremendamente regular, de la cual, en buena medida, 
es responsable la Administración. Ustedes saben que la beca no puede extenderse más de dos años y 
estos becarios estuvieron tres. Se les prorrogó la beca durante doce meses, a pesar de haber sido 
observado por el Tribunal de Cuentas de la República, precisamente contemplando un compromiso 
que existía por parte de la Administración de buscar una solución definitiva que pasaba por el 
concurso para el contrato a término, lo que después posibilitaría su conversión en un contrato 
temporal de Derecho Público, a través del artículo 55. Lamentablemente, eso no se pudo instrumentar 
y esta gente quedó en el medio. Fueron los primeros en entrar por el artículo 53, con un concurso con 
reglas que contempló su experiencia y antecedentes. Pero esta gente está trabajando para la 
Administración desde el año 2008. Esta es una de las situaciones que mencionó el señor Cabrera. 
Luego están los del artículo 52, que son los ex "cachet', convertidos también en contrato temporal. 


Nuestra redacción, tanto la del artículo para la regularización de estos vínculos contractuales, como la de 
sustitución del artículo 4”, es una sugerencia; quizás se encuentre una forma más adecuada. Nosotros vimos 
la composición del tribunal. Esencialmente, se trata de otorgar garantías al provisorio, en cuanto a que su 
evaluación va a ser técnica y lo más equitativa y objetiva posible, y que no va a quedar librada a la opinión de 
un jerarca, con todo el subjetivismo que puede haber detrás de su juicio. Si la redacción contempla que los 
intereses de los trabajadores van a estar salvaguardados y tendrán garantía, nosotros vamos a apoyarla. 


SEÑOR GROBA.- Quiero hacer un par de preguntas, porque la posición de los trabajadores y la de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil están registradas en la versión taquigráfica y, naturalmente, son 
insumos para después tomar una decisión. En realidad, no estamos tomando decisiones. Hay algunos 
que pueden adelantarla, pero nosotros preferimos conjugar todas las opiniones e, inclusive, ir viendo si 
se pueden modificar algunas cosas, y después recién tomar posición enérgicamente sobre cada uno de 
los temas. 


Entiendo que las modificaciones que puedan incluirse en la Sección ll "Funcionarios" de esta Rendición de 
Cuentas no deben causar lesión de los derechos de los trabajadores y que, además, las regularizaciones que se 
incluyan deben respetar las reglas de ascenso cuando correspondiere en un concepto que nosotros 
entendemos que es válido. 


Desde el inicio de la discusión, desde la Rendición de Cuentas anterior, esta bancada ha manifestado su 
preocupación por ir aceitando, promoviendo y profundizando la negociación colectiva que ahora sí existe, y 
teníamos algunas objeciones. Una de ellas era que se estaban realizando conversaciones como forma de 
negociación, pero que no existía una formalidad, porque no quedaban registradas, como se establece. Esto no 


significa que siempre debe haber acuerdos, pero sí que tiene existir el instituto de negociación. Nosotros 
hemos notado que desde noviembre del año pasado hasta ahora las reuniones son formales y hay actas 


Por un lado, queremos saber si ha habido algún avance en este último tiempo con respecto a lo que hemos 
venido discutiendo de la negociación colectiva formal con los trabajadores de COFE, que tanto promovimos. 


La segunda pregunta tiene que ver con la inclusión de los artículos que están en cuestión. Si cuando se 
aprueben el Estatuto y las carreras respectivas -que seguramente estén aprobados antes de octubre-, estos 
artículos no estuvieran en la Rendición de Cuentas, ¿cómo se llevaría a cabo la promoción de esas carreras? 


SEÑOR LÓPEZ.- Con respecto al proceso de negociación colectiva, creemos que el avance es el propio 
proceso de negociación colectiva que se instauró a partir de 2005 con el convenio marco. Siempre 
hemos defendido que la negociación colectiva se reafirmó a partir de la promulgación de la Ley_N” 
18.505. Sin embargo, el proceso tuvo idas y vueltas. En algunos momentos avanzamos firmemente y, en 
otros, tuvimos serias dificultades, lo que llevó a que el propio PIFCNT lo denunciara ante la 
Organización Internacional del Trabajo. Si bien la denuncia no tuvo trámite, hubo alguna observación 
por parte de la Organización Internacional del Trabajo para que todos los avances de las leyes 
presupuestales fueran discutidos y analizados con los trabajadores. 


Como instituto, la negociación colectiva es para nosotros absolutamente primordial, y así la hemos 
preservado. De hecho, en nuestra primera intervención dijimos que durante el último semestre del año pasado 
tuvimos un conflicto para tratar de recomponer esos ámbitos de negociación. En noviembre o diciembre del 
año pasado empezó este proceso, al que hacía mención el señor Diputado Groba, a través del cual se retomó 
la negociación, con registro de actas. Prácticamente en todas las reuniones, algunas veces con acuerdo y otras 
con disenso, se ha registrado la discusión. El proceso llegó hasta cuarenta y ocho horas antes de que se 
enviara el Mensaje de Rendición de Cuentas. 


Por supuesto que nosotros vamos a cuidar y a tener entre algodones la negociación colectiva, pero otra vez 
queda cuestionada. El acuerdo con el Poder Ejecutivo era que esos artículos no iban a estar en la Rendición 
de Cuentas. Sin embargo, cuarenta y ocho horas antes de enviar el Mensaje de Rendición de Cuentas, se nos 
comunicó que figuraban en el proyecto. Entendemos que estos tres artículos deben ser retirados de la 
Rendición de Cuentas para seguir discutiéndolos en el ámbito de la negociación colectiva a fin de que, 
cuando venga el proyecto de ley relativo al estatuto del funcionario público, llegue con más consenso que 
ahora. 


Nosotros defendemos la negociación colectiva porque durante mucho tiempo peleamos para tenerla. Por eso 
a partir de 2005 salió el convenio marco y después la ley de negociación colectiva del sector público. Hubo 
marchas y contramarchas, pero para nosotros es absolutamente fundamental seguir en los ámbitos de 
negociación. De hecho -más allá de que para nosotros la negociación queda cuestionada a partir de la 
inclusión de estos artículos en la Rendición de Cuentas-, hemos seguido negociando. Ayer tuvimos una nueva 
negociación con el Poder Ejecutivo y ya está agendada otra reunión para el próximo martes, en la que 
intentaremos avanzar en algunas otras cuestiones. 


Por ultimo -me parece importante decirlo en este ámbito-, nosotros preservamos la negociación colectiva 
como una reliquia, pero estamos absolutamente abiertos a la negociación que se pueda generar en otros 
ámbitos como, por ejemplo, en este. Creemos que la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda 
de la Cámara de Diputados puede incidir en la negociación de asuntos que son fundamentales. Queremos 
dejar claramente expresado que -tanto con las disposiciones que queremos incluir ahora, como con los 
artículos 6, 7” y 8”-, estamos abiertos a cualquier tipo de discusión, inclusive en el Parlamento, para 
establecer alguna cuestión que nos permita generar consenso. Así como están las cosas, vamos de cabeza 
hacia un conflicto. 


SEÑOR CABRERA.- Quisiera hacer una precisión con respecto a las actas que se han firmado entre la 
delegación del PI-CNT, que integra COFE, y el Poder Ejecutivo. 


Como ya explicó el compañero Bazzano, el 11 de junio hubo una reunión, de la que no firmamos el acta. No 
sabemos si ya fue redactado el texto; en todo caso, en la próxima reunión con el Poder Ejecutivo la 


reclamaremos. De esa acta surgen muchas de las cosas que se discutieron en los días previos a la presentación 
de la Rendición de Cuentas. Mientras no la tengamos, falta una parte. 


De cualquier manera, de las ocho actas que existen -incluyendo la del 23 de noviembre de 2011, que fue la 
del Consejo Superior Público, donde se acordaron esos dos equipos de trabajo-, surgen bastante claras las 
posiciones del PIT-CNT en cuanto a sus discrepancias con el tema del Estatuto. 


En cuanto a la segunda pregunta del señor Diputado Groba, respecto a qué es lo que sucedería si estos 
artículos fueran retirados, y los recursos y otro tipo de herramientas normativas no pudieran ser aplicados, 
queremos expresar que ya en junio de 2011, cuando los compañeros de la delegación de COFE hicieron una 
primera presentación de la carrera administrativa en la Oficina Nacional del Servicio Civil -fueron recibidos 
en las oficinas de la Torre Ejecutiva-, preguntaron al Poder Ejecutivo si era necesario que la carrera 
administrativa fuera aprobada a través de la Ley de Presupuesto o de las rendiciones de cuentas. Eso es lo que 
sucedió, por ejemplo, con el Sistema Integrado de Retribuciones y Ocupaciones -SIRO-, que fue aprobado 
escalafón por escalafón, y subescalafón por subescalafón, a través de una Ley de Rendición de Cuentas. 
Cuando se hizo la pregunta -no tenemos el acta de esa reunión-, la respuesta fue que el tema se estaba 
estudiando, que había algunas posiciones en el sentido de que no era necesario que las disposiciones 
vinculadas a la carrera estuvieran en un Mensaje de Rendición de Cuentas. 


Nosotros entendemos la preocupación del Poder Ejecutivo, y también la de los señores legisladores, en 
cuanto a que la aplicación del Estatuto del Funcionario Público requerirá de medidas normativas adicionales 
para ser puesto en marcha, pero creemos que hubo tiempo más que suficiente para pensar en ello e, inclusive, 
para adelantar a la delegación del PIT-CNT estas inquietudes. Desde el 23 de noviembre de 2011 estamos 
negociando, y recién cuarenta y ocho horas antes de enviar la Rendición de Cuentas se presenta una 
propuesta a una delegación -que ni siquiera era la del PIT-CNTE, porque se tiene la incertidumbre de que para 
que el Estatuto del Funcionario Público pueda ser puesto en funcionamiento tiene que haber medidas 
adicionales en la Rendición de Cuentas. Nosotros entendemos que en todo ese período se pudo haber 
discutido el tema. Inclusive, se podría haber despejado la duda que existe acerca de por dónde tienen que 
ingresar las disposiciones vinculadas a la carrera administrativa. Ahora no vamos a comentar la duda que 
existe en cuanto a si esto es o no constitucional. 


Esa es la aclaración que queríamos hacer al señor Diputado Groba, ya que nuestra organización, en su 
momento, fue diligente en hacer las preguntas del caso para ver si se podían resolver los problemas que, 
lamentablemente, tenemos ahora. 


SEÑOR GANDINL.- Quiero dejar una constancia. 


Pude ver lo que la Oficina Nacional del Servicio Civil entregó en su momento a la delegación del PIT-CNT o 
de COFE, y pregunté al respecto cuando esta institución concurrió. Lo que se entregó a COFE no es igual a 
lo que llegó. Lo que llegó tiene artículos que no se entregaron a COFE y algunos de los que se le entregaron 
no vienen en la Rendición de Cuentas. Es decir, ni siquiera vino todo lo que se le entregó. La Oficina 
Nacional del Servicio Civil respondió que luego de que se lo entregaron, el articulado tuvo otras instancias en 
el Poder Ejecutivo, en las que se incorporaron algunos artículos y se retiraron otros. Si bien la sustancia es 
similar, no es exactamente lo que conoció la delegación del PIT-CNT dos días antes de que el proyecto fuera 
remitido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También dejamos la constancia de que la versión taquigráfica de esta sesión 
será enviada a la Oficina Nacional del Servicio Civil para que todo esto ayude a conocer posiciones. 
Más allá de que seguramente ustedes las expresan en las reuniones de negociación colectiva, es bueno 
que también se sepa lo que se vertió en la Comisión. 


Muchas gracias por su concurrencia. 
(Se retira la delegación de representantes de COFE) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida al Presidente de la 
Comisión Interna del Centro Nacional de Rehabilitación Psíquica del Patronato del Psicópata, señor Richard 
Yorda, y a la señora Rossina Machiñena. 


SEÑOR YORDA.- Pertenecemos a la Federación de Funcionarios de Salud Pública. 


Venimos a plantear un problema puntual que tiene que ver con la presupuestación de los funcionarios 
vinculados con el Patronato del Psicópata y con la Ley N* 17.930, promulgada por el doctor Tabaré Vázquez. 
En ASSE no existe una estructura escalafonaria que incluya a quienes estamos implicados en la rehabilitación 
en salud mental. Más allá de que existe voluntad política de presupuestar a todas las personas que trabajen 
para ASSE, no hay un escalafón donde se nos pueda ubicar. 


Nosotros entendemos que el escalafón que nos corresponde es el D). El problema es que para ser incluidos en 
este escalafón se exige un título y, hoy por hoy, no existe formación para el trabajo que hacemos: 
rehabilitación en salud mental. 


SEÑORA MACHIÑENA.- El planteo tiene que ver con las exigencias del escalafón D), que es un 
escalafón especializado y requiere -si no me equivoco, de acuerdo con la Ley N” 15.903- la presentación 
de documentación que acredite que se cuenta con una formación media o el ingreso a la Universidad de 
la República. La cuestión es que en Uruguay no existe formación en lo que llamamos rehabilitación 
psicosocial. Este tipo de rehabilitación se ha desarrollado en los últimos diez años y, en este sentido, la 
estructura del Estado no está acompañando el desarrollo teórico y práctico -de trabajo- que 
realizamos. 


Hoy en día tenemos, aproximadamente, doscientos trabajadores a lo largo y ancho del país, porque el Centro 
Nacional de Rehabilitación Psíquica está en los diecinueve departamentos de la República. Estas personas 
trabajan en asistencia directa con el usuario -es decir, codo a codo y todos los días-, con los pacientes que 
tienen diagnóstico de esquizofrenia, de trastorno bipolar, de trastorno de personalidad, y se han formado, 
básicamente, a través del desarrollo de su tarea durante muchísimo tiempo. Hay gente que tiene entre veinte y 
treinta años de trabajo codo a codo con estos usuarios, y cuando sea presupuestada, hasta por una práctica 
histórica, terminará en el escalafón R) de ASSE, que es un escalafón residual, o entre el E) y el F), lo que va 
en detrimento de la rehabilitación porque los centros perderían horas técnicas y quienes los han sostenido 
hasta ahora fueron estas personas. Estos trabajadores -docentes, talleristas, supervisores, preparadores 
laborales, monitores- están inmersos en una estructura absolutamente privada, es decir, no se ha previsto 
como una estructura del Estado. 


Entonces, lo que venimos a pedir es una excepción para que durante esta primera presupuestación se incluya 
en el escalafón D) a estas personas que desempeñan el trabajo de asistencia directa al usuario. Dejaremos una 
carpeta con el material correspondiente, donde incluimos la historia legislativa de la presupuestación y, 
además, dos artículos -con una redacción muy primaria que está más que abierta a que ustedes la analicen- 
relativos a cómo entendemos nosotros se debe evaluar esa excepción. 


También se deben tener en cuenta otros aspectos que no son tan puntuales pero ayudan a entender la 
situación, como por ejemplo que la presupuestación es muy fácil para quienes pertenecen directamente a 
centros de salud, como el Hospital Vilardebó o las Colonias, ya que trabajan en una Unidad Ejecutora del 
Estado y prestan funciones en una estructura estatal. Entonces, quien trabaja como auxiliar de enfermería 
tiene ese cargo y un psicólogo también. Pero nosotros estamos adentro de una estructura privada que tiene 
treinta y ocho años de desarrollo y se ha ido armando en función de las necesidades del centro y si nos van a 
presupuestar es muy difícil transferir eso a la estructura estatal. Ese es el problema que tenemos. 


Valoramos muchísimo el tema de la presupuestación. Este es un proceso que viene desde la primera 
Rendición de Cuentas del Gobierno del Presidente Vázquez. De ahí en más, en las sucesivas rendiciones de 
cuentas se ha ido ajustando y, por suerte, vamos a entrar muchas más personas de las que se había previsto, 
porque se ampliaron los plazos y los empleados recibiremos beneficios. Pero reitero que debemos tener en 
cuenta que ajustar una estructura privada o paraestatal como la que tenemos, a una estatal, resulta muy difícil. 
Por eso tal vez esta excepción podría ayudar a engranar estos elementos. 


SEÑOR YORDA.- También debe quedar claro que esto implica costo cero para el Estado; no hay 
problema de dinero, ya que toda esta estructura está financiada por este. 


Por otra parte, quiero aclarar que el Patronato tiene alcance nacional en cuanto a la rehabilitación. Más allá de 
nuestro centro, el Patronato tiene más de dos mil empleados que atienden todo lo que tiene que ver con salud 
mental, e implicadas en esta problemática puntual por el tema de la presupuestación hay más de un centenar 
y medio de personas que trabajan directamente con el tema de la rehabilitación en salud mental. 


El concepto de rehabilitación en salud mental es relativamente nuevo en la historia de la medicina, ya que 
cuando uno habla de rehabilitación por lo general se entiende más que nada la física o motriz, pero no la 
relativa a salud mental. Por lo tanto, era previsible que pudieran surgir estas trabas, ya que ASSE no tenía 
contemplado este tema en su estructura de tantos años. Se sabía que estos temas iban a empezar a surgir en 
algún momento, en la medida en que se fuera profundizando la presupuestación. La solución que nosotros 
encontramos es la que mencionaba Rossina Machiñena. 


También quiero destacar que más allá de nuestra situación individual y de que nos interesaría que nos 
presupuestaran donde corresponde, en el caso de que lo hicieran en el Escalafón R), Residual, o en el 
Escalafón correspondiente a los auxiliares de servicio, se correría riesgo de que todas estas horas técnicas se 
perdieran. De esa manera, todo el trabajo que hoy se está haciendo a nivel de rehabilitación en salud mental, 
no sabemos cómo se contemplaría en un futuro. Esa es la otra gran consecuencia que vemos que podría darse 
en el caso de que se nos presupueste en un escalafón que no corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos la oportunidad de enviar esta versión taquigráfica a tiempo para 
que ASSE la pueda leer antes de que concurrir a la Comisión la próxima semana para referirse a sus 
artículos. De manera que en esa instancia también podremos dialogar sobre este tema con las 
autoridades de ASSE. 


SEÑOR IBARRA.- Sin duda, la información que han entregado quedará a disposición de todos los 
miembros de la Comisión. 


Me parece muy ajustada la exposición que acaban de hacer los integrantes de la delegación y, efectivamente, 
en la visita de ASSE del próximo martes 24, podremos dialogar y buscar una salida a este tema. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera saber cuántas personas que integran la Comisión Honoraria o están 
vinculadas a ella se encuentran afectadas por esta situación. 


Sin perjuicio de que ASSE concurrirá el próximo martes y de que le haremos llegar esta versión taquigráfica 
con anterioridad, también me interesa saber qué nivel de conocimiento tiene de este tema o en qué medida ha 
habido tratativas por parte de ustedes, es decir, cuál es el estado de situación del tema en el ámbito del 
organismo. 


SEÑOR YORDA.- En esta situación puntual hay aproximadamente doscientas personas implicadas a 
nivel nacional. Están afectados todos los técnicos que brindan atención directa al paciente en todas sus 
formas, desde lo que es un preparador laboral -que apunta a la rehabilitación laboral-, un tallerista de 
música, un idóneo en expresión corporal, o cualquiera que desarrolle herramientas para ayudar al 
paciente a una buena rehabilitación a fin de que pueda integrarse nuevamente a la sociedad, recuperar 
todos sus vínculos familiares, etcétera. En la plantilla de trabajo puede haber docentes en 
rehabilitación, talleristas, etcétera; la nomenclatura de los cargos es variada. 


En cuanto a si ASSE está enterada de la situación debemos decir que sí. Como decía, nosotros como gremio 
pertenecemos a la Federación de Funcionarios de Salud Pública, pero como este tema es muy puntual -más 
allá de que la Federación planteará todo lo que tiene que ver con ASSE y de que la Comisión de Presupuesto 
de la Federación se reúne con ASSE-, coordinamos con ellos para plantear este asunto nosotros. 


La forma en que trabaja la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata hace que sea la gran 
administradora en lo que tiene que ver con salud mental en todo el país. Podemos encontrar un empleado de 
nuestro Patronato en las Colonias, en el Hospital Vilardebó, en cualquier policlínica en que se brinde atención 


en salud mental, o en los distintos centros que existen en el país; en los diecinueve departamentos hay 
presencia de funcionarios que son empleados del Patronato y siempre tienen que ver con salud mental. 


Otro inconveniente que tenemos es que dada la estructura, la forma que se fue dando durante años y el tipo 
de trabajo, hay personas cuya carga horaria es menor a las veinticuatro horas, que es lo que a veces pide el 
Estado para poder presupuestar. Hay muchas personas, cuyo trabajo es puntual, como el de los talleristas de 
música, etcétera, que pueden tener diez, doce o quince horas semanales en su contrato de trabajo. Eso 
también nos está originando un problema a la hora de la presupuestación, porque hay muchas personas que 
hace años están trabajando en ese sistema. Esto también pasa con los psicólogos, los asistentes sociales y 
quedarían exceptuados de poder presupuestarse. 


Todo esto se origina hace muchos años. La institución está cumpliendo casi cuarenta años y la ley de 
creación de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata es muy vieja, del año 1948. 


Luego, se crea el Centro Nacional de Rehabilitación, que tiene que ser el modelo y faro guía a seguir por las 
demás instituciones. La Comisión Honoraria está conformada por nueve miembros y participan autoridades 
de ASSE como, por ejemplo, el Director de Salud Mental, la Directora del Hospital Vilardebó, el Director de 
las Colonias, representantes de la comunidad, que son familiares los pacientes, abogados por derechos 
humanos. Desde allí se manejan las actividades a nivel nacional. Por lo tanto, el Patronato tiene una 
implicancia muy importante. 


Como les decía somos cerca de un centenar y medio los empleados que estamos implicados en esta situación. 
Hay otros compañeros que no enfrentan este problema, ya que sus lugares de trabajo están previstos en 
ASSE, por ejemplo, los administrativos y auxiliares de servicio. El problema se da puntualmente con estos 
cargos, y por eso nosotros estamos manejando la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les enviaremos copia de la versión taquigráfica de hoy y también de la sesión 
en que comparezca ASSE, si se trata este tema. 


Les agradecemos la visita. 
(Se retiran de Sala la delegación de funcionarios de la Comisión Honoraria del Patronato de Psicópata) 
(Ingresan a Sala representantes de la Asociación de Funcionarios Judiciales, AFJU) 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ibarra) 


La Comisión de la bienvenida a los señores Raúl Vázquez, Gustavo Signorelli, Esteban Romasanta y 
Jorge Maldonado, integrantes de la Asociación de Funcionarios Judiciales. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Lo primero que queremos decir es que nuestro sindicato ha tenido, y tiene, 
una visión crítica de la gestión del Poder Judicial en el Uruguay. Hace mucho tiempo que venimos 
diciendo que en nuestro país han cambiado muchas cosas, pero el Poder Judicial no se ha modificado, 
fundamentalmente, en sus políticas de centralización y administración que van, prácticamente, en 
contra de lo que el sindicato ha decidido proponer. 


Por lo tanto, nos parecía bueno hacer algunos planteos que, por ser viejos, no dejan de ser válidos, por 
ejemplo, circunscribirlo al plan de seguridad o, por lo menos, aggiornar a este Poder Judicial, teniendo en 
cuenta que se trata de un país que tiene características, códigos y contenidos distintos, sobre todo, en lo que 
refiere a la seguridad. 


Entre otras cosas, planteamos la descentralización de los Juzgados de Paz, volviéndolos a los barrios, al igual 
que los centros de mediación. Asimismo, proponemos que se trasladen las Defensorías hacia barrios 
carenciados y que no estén concentradas en la Ciudad Vieja. En ese mismo sentido, planteamos una política, 
que ha sido la de la Suprema Corte de Justicia vinculada con el achicamiento de las regiones o secciones en 
el interior del país. 


Creemos que parte de todas estas cosas tienen que ver con una sociedad participativa y también con la 
posibilidad de que exista un Poder Judicial que, de alguna forma, empiece a demostrar una apertura hacia los 
sectores más débiles y carenciados que, en este momento, se encuentran en una situación más desfavorable 
para acceder a la Justicia. 


Hay una serie de planteos en el Mensaje presupuestal de la Suprema Corte de Justicia con los que no estamos 
de acuerdo porque creemos que se favorece a algunos sectores de trabajadores en particular. No se favorece a 
la totalidad de los trabajadores y, además, tampoco se busca mejorar la gestión en el Poder Judicial. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Agradecemos la posibilidad que han dado a nuestro sindicato de venir a realizar 
algunos planteos puntuales y también otros muy generales que hacen a la vida de este país. 


Queremos dejar absolutamente clara nuestra posición con relación a la forma de distribución de las 
remuneraciones salariales dentro del Poder Judicial. Esto no es nuevo. Como decía el compañero Signoreli, 
algunas cosas son viejas, pero no dejan de tener vigencia. Hace años que venimos manejando una propuesta 
salarial que apunta concretamente a reformular la estructura salarial del Poder Judicial. El Parlamento ha 
acompañado algunas cosas, fundamentalmente en el último Presupuesto; queremos seguir en esa dirección. 


Dentro del Poder Judicial, tenemos grandes inequidades en la política salarial. Los escalafones profesionales 
y los sectores cercanos al poder tienen una serie de partidas porcentuales que generan una brecha muy grande 
entre su salario y el del resto de los 5.000 trabajadores judiciales. Por ejemplo, el 50% de la masa salarial se 
concentra en el 28% correspondiente a los cargos profesionales y el 46% restante comprende el salario de 
3.500 trabajadores. 


Las formas corporativas de la Corte -que en general han sido acompañadas por los distintos Parlamentos y 
Poderes Ejecutivos del pasado- le han dado la posibilidad de privilegiar a esos sectores. De allí que se han ido 
conformando diferentes asociaciones dentro del Poder Judicial -no sindicatos, asociaciones- que la Corte ve 
como problemáticas, pero en realidad, han sido los promotores de esta situación, porque la idea de la Corte es 
sencilla -lo ven en esta nueva Rendición de Cuentas-: pedir para 500 es mejor que pedir para 5.000. 


Parte de esa política contra los trabajadores y sus conquistas es la situación que vivimos hoy con el juicio que 
está planteado contra la Suprema Corte de Justicia por el cobro de dinero, que tiene sentencia favorable en 
primera instancia y ahora se encuentra en el Tribunal de Apelaciones. En la Ley de Presupuestos N* 17.930 
de 2005-2009 en el artículo 389 el Parlamento consagró un enganche porcentual al salario del Subdirector de 
Servicios Administrativos, que según la caprichosa interpretación de la Suprema Corte de Justicia, finalizó en 
2009, cuando se terminó la consideración del Presupuesto. En primera instancia, tenemos ganado el juicio, 
aunque apeló la Suprema Corte de Justicia y seguramente pasará a casación y nuevamente ellos mismos serán 
juez y parte. 


Este artículo de enganche -que es una reivindicación histórica de la Asociación de Funcionarios Judiciales- 
fue un acuerdo entre los gremios y la propia corporación. Si el actual Ministro de la Suprema Corte de 
Justicia, doctor Chediak, viene a esta Comisión, sería bueno que le preguntaran al respecto. Él fue uno de los 
negociadores por la Asociación de Magistrados del Uruguay en aquel momento, porque era directivo de esa 
asociación. Reitero que ahora son juez y parte y que no solo desconocen el acuerdo, sino también la decisión 
del Parlamento. 


En este proyecto de ley de Presupuesto la Suprema Corte de Justicia plantea más de lo mismo. Cuando 
analizamos los artículos que incluyen las propuestas salariales vemos, por ejemplo, que el artículo 3* del 
proyecto se incorporan cargos de Subdirectores de División, Directores, Subdirectores de Departamento, 
Médico Asesor General, Secretario de Abogado del I.T.F, sin ninguna justificación funcional, pues 
actualmente ya tienen permanencia a la orden, o sea, perciben un 30% más sobre sus sueldos, y ahora se pide 
dedicación total, es decir, cobrar un 60% más. Se trata de cincuenta y dos cargos. Es menos del 1% del 
padrón de todo el Poder Judicial; poca plata. Esa es la política salarial del Poder Judicial. 


El artículo 4” es más de lo mismo. Se trata de quince cargos de Médicos Psiquiatras y se está solicitando 
permanencia a la orden, o sea, percibir un 30% más de sus sueldos. 


En el artículo 6? se solicita una partida adicional anual de $ 12:600.000 para gastos de alimentación de 
funcionarios cuando por razones de servicio el trabajador supere las ocho horas de trabajo. No nos 
opondríamos a este artículo, si la Suprema Corte de Justicia actuara correctamente y en forma austera en el 
otorgamiento de esos viáticos. Conocemos innumerables ejemplos de oficinas administrativas cercanas al 
poder que tienen esas prebendas de modo permanente, todos los meses, más allá de que no cumplan más de 
ocho horas de labor. 


El artículo 8” modifica el artículo 453 de la Ley N” 17.296 en cuanto agrega la prima por rendimiento al 
escalafón R Informáticos -alrededor de cuarenta- que desde su creación ya tienen asignada la permanencia a 
la orden, porque el Parlamento les otorgó una partida para cubrir la necesidad imperiosa de las contrataciones 
durante el quinquenio, que creo eran $ 33:000.000. Y hoy solicita prima por rendimiento para esos cuarenta 
trabajadores, cuando ya había pedido esa partida para las contrataciones. Esto es absolutamente insólito, 
desprolijo y siempre se está tratando de dividir para gobernar. 


Luego, el artículo 9” sigue en el mismo sentido, es decir, se intenta aumentar de $ 956 a $ 2.500 -$ 1.544 
más- para perfeccionamiento académico. Simplemente se trata de un aumento salarial soslayado. Todos 
sabemos que muchos de estos acuerdos del pasado, como la vivienda, el perfeccionamiento académico, las 
permanencias a la orden, las incompatibilidades absolutas, los viáticos, las horas extras en el Poder Judicial 
son aumentos salariales encubiertos para diversos sectores, no para todos. Esto le correspondería a 
setecientos ochenta y seis cargos del Escalafón II Profesionales, es decir, al 15% del padrón del Poder 
Judicial. 


Esta es la política salarial del Poder Judicial. Es cierto que muchas veces también ha sido acompañada por 
leyes aprobadas aquí en este recinto, y cuando no podían aprobarse aumentos, se les ponía un nombre más 
distinguido y allí caminaba la cosa. 


No hemos mencionado el artículo 2” porque como dice la Suprema Corte de Justicia, es una aspiración de 
todos los trabajadores y asociaciones. ¡Vaya casualidad! Hemos sido nosotros los impulsores, llamamos a 
todos los gremios y nos acompañaron, porque esa es la política salarial que impulsa este sindicato, es decir, 
para todos sin exclusiones, además de equidad. Desde hace años, nuestro sindicato viene proponiendo 
reformas administrativas -algunas con aprobación parlamentaria y otras no-, y a modo de ejemplo podemos 
citar: ingreso por concurso o sorteo, ascensos nacionales para los escalafones V y VI, Departamento de Salud 
Laboral, Protocolo de Actuación ante casos de violencia, discriminación y acoso y cursos de 
perfeccionamiento en la Oficina Nacional de Servicio Civil. Todo ello ha sido propuesto por nuestro 
sindicato, más allá de los aumentos salariales concretos. 


En lo relativo al artículo 1”, este sindicato no puede negarse a la posibilidad de un aumento porcentual 
general para los cinco mil funcionarios del Poder Judicial. De todas formas, creemos que solo debería ser 
aplicado sobre las retribuciones básicas, como fue solicitado a la corporación, que no lo acompañó, y no 
como propone la Corte, que se aplique sobre las retribuciones complementarias. Esto agudizaría las 
inequidades salariales y nosotros apuntamos al crecimiento del salario básico, lo que es bastante más 
económico para el Estado. Podríamos seguir mencionando lo que ocurre en otros rubros como, por ejemplo, 
el de Gastos, con la compra del papel de copia. Compramos treinta y dos mil resmas de mala calidad al año y 
las pagamos a $ 237 con IVA incluido, cuando en cualquier kiosco de la capital seguramente se encuentre a $ 
160. Es plata de todos, es plata del país. 


Asimismo, podemos hablar del artículo 21, que propone la creación de ocho cargos de Actuarios para los 
Juzgados Penales, justificado por la nueva conformación de las Sedes penales de Montevideo. Como se sabe, 
en el Parlamento está a estudio un proyecto de ley de Código del Proceso Penal. Lo que ahora se propone es 
cambiar la oficina, quitar un turno. Si en este momento acá hay algún abogado penalista, sabrá para qué son 
necesarios los Actuarios en los Juzgados Penales; es insólito. Piden mucho más porque, total, el asunto es 
pedir. 


Como bien expresa la Suprema Corte de Justicia en su exposición de motivos, los artículos 19, 20, 23, 24 y 
25 son propuestas realizadas por nuestro sindicato. El primero fue planteado porque creemos que es de 
justicia que el obrero -además ello no tiene costo alguno- tenga la posibilidad de hacer una carrera funcional 
en un escalafón afín y no en el de Auxiliares porque allí no puede concursar porque no tiene perfil y está 
estancado. Entonces, queremos que pase al escalafón IV porque desde ahí puede concursar para el cargo de 


Oficial o Medio Oficial. Reitero que esta propuesta no ocasiona costos, porque se trata simplemente de 
trasladarlo. 


Este es un acuerdo que se hizo hace dos años pero nunca fue efectivizado por la Suprema Corte de Justicia en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Por otra parte, el artículo 20 es una necesidad que apunta a la protección y cuidado de los trabajadores y su 
entorno; por ende, redunda en el mejoramiento general del servicio de justicia. Estamos solicitando la 
creación del departamento -la Suprema Corte de Justicia también lo expresa así- de Salud Laboral, que debe 
cumplir con lo estipulado en el convenio N* 161 de la OIT y ratificado por la Ley N* 15.965 del año 1988. 
Esa responsabilidad le compete al organismo; es nuestra propuesta. De lo contrario, se pondría de manifiesto 
la pobre preocupación de la corporación por sus recursos humanos. 


En cuanto al artículo 22, cabe señalar que nuestro sindicato no comparte transformar cargos ocupados pues, a 
nuestro criterio, ello configura un ascenso encubierto y digitado. 


Acompañamos los artículos 23 y 24, relativos a los mediadores, por la importancia del cargo y la excelente 
función que cumplen en los barrios, lugar donde debe estar la Justicia y de donde nunca debió salir, y no 
centralizarse en el centro de Montevideo. 


Suscribimos el artículo 25 en lo que tiene que ver con el aumento de la partida de servicio odontológico para 
todos los trabajadores de la Justicia del interior: Jueces, actuarios, defensores, procuradores, funcionarios 
administrativos y auxiliares; Montevideo ya tiene su servicio odontológico particular. 


Queda claro hacia dónde apuntan nuestras propuestas: sin dudas, hacia el mejoramiento general de todos los 
funcionarios de la Justicia y no de sectores corporativos o cercanos al poder; aumento del salario básico para 
todos, salario vacacional para todos, departamento de salud laboral para todos, aumento de partida del 
servicio odontológico para la gente del interior, mejoramiento del sistema de Justicia, como el caso de los 
mediadores, apuntando a la mejora colectiva, no corporativa. 


Seguimos proponiendo una discusión, no solo en el Poder Judicial, sino también en todos los ámbitos, sobre 
qué Justicia queremos para nuestro país. A su vez, hemos propuesto al organismo y a todos los gremios 
discutir sobre soluciones salariales para todos, pero sin éxito. 


Hace unos días, nuestro sindicato cumplió sesenta y nueve años. Es fundador de nuestra central única de 
trabajadores. Tiene más de 3.000 afiliados, una guardería sindical de cien niños, un hogar estudiantil para 
hijos de compañeros del interior, una colonia de vacaciones en Palmar, departamento de Soriano. Desde hace 
diez años cuenta con un Centro de Investigaciones y Estudios Judiciales, prestigio de nuestro sindicato, 
dedicado a la formación, difusión y organización de eventos, talleres y foros 


Además, nuestro sindicato publica una prestigiosa revista "Espacio Abierto", lugar de exposición de ideas 
sobre justicia e intereses generales de la sociedad. 


También desde la central de trabajadores, el PI-CNT, este sindicato está trabajando y proponiendo cambios 
para mejorar la seguridad ciudadana. Es imprescindible entender que la seguridad también pasa por dotar al 
Poder Judicial de las herramientas necesarias y mejorar la calidad de la Justicia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ABDALA.- Aprovecho la ocasión para pedir a los funcionarios judiciales un comentario sobre 
la propuesta presupuestal del Poder Ejecutivo. 


Recibimos una crítica muy completa del mensaje del Poder Judicial, del cual hemos tomado debida nota. La 
propuesta del Poder Ejecutivo es muy escueta; se trata de dos artículos: uno está vinculado a la financiación 
de los cargos del nuevo Tribunal de Apelaciones del Trabajo, y otro, a un cargo de asistente técnico, por lo 
visto, con el mismo destino. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


———Descuento, por supuesto, que estos dos artículos no satisfacen las aspiraciones del gremio, por lo que 
fue dicho hace instantes. En ese sentido, quiero saber con qué antecedentes llegamos a esta instancia 
presupuestal en materia de negociación, de intercambio, tanto con las autoridades del Poder Judicial, como 
del Poder Ejecutivo, a efectos de saber con qué margen podremos manejarnos cuando comparezca el Poder 
Judicial y cuando discutamos en esta Comisión, para mejorar en algo el perfil de lo que envía el Poder 
Ejecutivo que, obviamente, es escueto, por recurrir a un calificativo que no resulte ofensivo. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Lo primero que debemos decir es que somos el único sindicato del Estado que 
propició una reforma del Estado, naturalmente, en el Poder Judicial; así lo planteamos al Poder 
Ejecutivo y reiteradas veces en Cámara de Representantes y de Senadores y a las bancadas de todos los 
partidos. Fuimos parte de quienes propiciaron la creación del Ministerio de Justicia; hasta ahí hemos 
llegado -sin desconocer, por supuesto, las limitaciones constitucionales-, porque sabemos cómo 
funciona el Poder Judicial y todo lo que tiene detrás. 


Al principio dije que seguimos siendo absolutamente críticos de la gestión, de la forma y hasta de la 
estructura institucional del Poder Judicial. Por supuesto, cuando nombré algunos puntos que tienen que ver, 
fundamentalmente, con la creación de cargos de actuarios para los Juzgados Penales, también hablamos de la 
necesidad de que el Parlamento apruebe el Código del Proceso Penal y el Código Penal, porque a partir de 
ese momento habrá un "aggiornamiento" y una actuación mucho más garantista del Poder Judicial. Sin 
embargo, eso no preocupa a las autoridades del Poder Judicial, y lo ha demostrado históricamente. Lo que 
realmente les preocupa es que la vivienda de los magistrados o de los propios Ministros de la Corte no esté 
gravada con IRPF, que el perfeccionamiento académico sea abultado y para algunos sectores, que nunca 
compraron un libro. Esa es la realidad. 


Hemos venido trabajando con el Poder Ejecutivo. Nuestra propuesta es económicamente muy mesurada. En 
realidad, venimos a la Comisión a decir que sería un exceso votar el mensaje presupuestal de la Suprema 
Corte de Justicia. 


Se preguntarán qué reclamamos salarialmente. Tenemos claro que tenemos un juicio en proceso en segunda 
instancia, que seguramente vaya a una tercera instancia, y sería un escándalo político que la Suprema Corte 
de Justicia, en casación, resuelva lo que perdió en primera y segunda instancia, porque es seguro que perderá 
en segunda instancia. Lo que se discute acá es si existe el enganche porcentual, previsto por ley, que fue 
reconocido por los juristas y por un Juez en primera instancia. 


Esto significa que la Suprema Corte de Justicia dice que no existe el enganche porcentual para propiciar 
aumentos salariales discrecionales para sus cinco Ministros y los cuatrocientos cincuenta Jueces o actuarios 
que puedan acomodarse a ese sistema de estar cerca del poder. Como se sabe, la Asociación de Magistrados 
ha presentado un recurso de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia por el famoso artículo 468 
del último Presupuesto, que tuvo que ver con la liquidación de los salarios de los Ministros, que tendrá que 
resolver la propia Corte. No quiero ni pensar qué podrá resolver. No habrá que ser muy inteligente para darse 
cuenta de que la propia Corte mandó a liquidar los salarios de los Ministros conforme el artículo 468. 


Entonces, si hay un recurso de inconstitucionalidad presentado por la Asociación de Magistrados y quien 
resuelva será la Suprema Corte de Justicia, me imagino qué podrá resolver. Estamos enfrentados a un 
problema serio de gestión, de una Corte que se quedó mucho en el tiempo. Si bien hacemos algunos planteos 
generales de carácter salarial, nuestras reivindicaciones tienen que ver, fundamentalmente, con la gestión y 
con las condiciones de trabajo en el Poder Judicial. 


Es cierto que reclamamos el salario vacacional. Y lo hacemos porque creemos que es de justicia que los 
trabajadores públicos -todos, y no solo los que están más cerca de la bolsa o los que tienen cuotificación 
política; estoy haciendo referencia a las autonomías de las Intendencias Departamentales- tengan salario 
vacacional. Pero en realidad, seguimos siendo muy críticos en cuanto a pedir al Poder Legislativo -que tiene 
posibilidades, más allá de las independencias constitucionales que plantea la Constitución de la República- 
que ejerza fuertemente una intromisión, un cambio, en lo que es la estructura y la administración del Poder 
Judicial. Nadie puede entender por qué las Defensorías en este país están centralizadas en la Ciudad Vieja, a 
donde se supone que recurren los sectores más débiles y desprotegidos; nadie puede entender por qué todavía 
existe la prohibición legal de que los propietarios accedan a la defensoría pública, así tengan un ranchito con 
cuatro latas, o el tope salarial que se plantea, que es muy mínimo y que habría que elevar; nadie puede 


entender que los centros de mediación no se hayan extendido al resto del país, teniendo en cuenta que hace 
veinte años se empezó una experiencia piloto con cinco centros de mediación, obteniendo la mayor 
resolución de conflictos entre los vecinos, sin que pasaran a la Justicia o a otras instancias; nadie puede 
entender por qué los Juzgados de Paz no vuelve a los barrios. Quizás le quedó mejor a los abogados, que 
recorren del piso uno al cuatro en 18 de Julio y Roxlo, pero en realidad, hay denegaciones propias de justicia. 
Nadie puede entender por qué no hay Tribunales de Apelaciones en el interior del país. ¿Será que los señores 
Jueces, cuando llegan a Ministro de Tribunal, entienden que tienen que estar en la "high" de la movida 
montevideana y no en Tacuarembó o en Cerro Largo? Se pierden cincuenta días sólo para ir y venir en un 
determinado juicio. ¡Nadie lo entiende! El nuestro es un sindicato clasista, pero más clasista que la Suprema 
Corte de Justicia no existe en este país, y digo esto sólo por ponerle un mote. No quiero agregar lo que todos 
ya conocen en cuanto a dependencia. 


SEÑOR IBARRA.- Ha sido preocupación de esta Comisión de Presupuesto integrada con la de 
Hacienda el tema del Poder Judicial. Tenemos dificultades, porque no somos nosotros los que fijamos 
los recursos, más allá de que es cierto que algún artículo de la Constitución habilitaría a votar la 
totalidad o parte del Mensaje del Poder Judicial, Inciso 16. Pero son decisiones que hasta el momento 
no se han adoptado, porque hay vínculos de algunos partidos políticos con el Poder Ejecutivo. 


Realmente, lo que han expresado en cuanto al cuestionamiento de algunos artículos presentados por el Poder 
Judicial y otros acuerdos serán tenidos en cuenta por esta Comisión, fundamentalmente lo manifestado sobre 
aquellos artículos que no implicarían costo. Tenemos que ser absolutamente sinceros con hasta dónde 
podemos llegar. Inclusive, el artículo 220 que presenta el Poder Ejecutivo, tiene que ver con una propuesta 
que emanó de esta Comisión, es decir, con la creación de un nuevo Tribunal de Apelaciones de Trabajo. Lo 
que se haría ahora sería crear los cargos correspondientes. 


Es público y notorio que entre las catorce medidas que ha anunciado el Poder Ejecutivo sobre la seguridad 
pública está planteada la revisión de las faltas. Tengo entendido que había Tribunales de Faltas y que fueron 
eliminados. En algún momento, he preguntado a integrantes del Poder Ejecutivo si se iban a crear 
nuevamente esos Tribunales o a implementar otros mecanismos. Si mal no recuerdo, se nos dijo que se iba a 
crear un centro dentro de un organismo para estudiar las faltas, una vez aprobada la ley. No sé que piensa el 
sindicato sobre este tema. No es un tema menor. De alguna manera, de lo que se trata es de descongestionar 
los distintos Juzgados, para que puedan realmente trabajar con mayor eficiencia. Yo, en general, apoyo las 
catorce propuestas -no las quince, porque la de la marihuana se discutirá en su momento-, y me gustaría saber 
qué piensan sobre las faltas. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Los Tribunales de Faltas ya existieron en el Uruguay. Fundamentalmente 
recibían a los jugadores de mosqueta, o a aquellos que cometían alguna infracción menor en el tránsito 
o algo por el estilo. Nosotros creemos que habría que incrementar los centros de mediación en los 
barrios carenciados, de zona roja, o como se les quiera llamar. Yo quiero llamarlos "los barrios más 
pobres de mi pueblo". Esos sitios, la presencia del centro de mediación y del equipo multidisciplinario - 
del psicólogo, del sociólogo, del asistente social y del mediador- ayudaría a resolver los pequeños 
grandes conflictos de la vida diaria de la gente. Según la experiencia, muchos de esos conflictos de 
vecindad se han resuelto sin necesidad de acudir a los Juzgados. Esto tiene que estar complementado 
con el Defensor de Oficio en el barrio y con un Juzgado de Paz. Ello hace que la presencia no sea solo 
de la Policía; la presencia del Juzgado y del Juez en el lugar impone otro medio de relacionamiento. No 
sé si a esta altura del partido es bueno volver a insistir con los Tribunales de Faltas en el centro y en la 
capital de Montevideo, trasladando a gente de los barrios Borro o Marconi. Creo que, en realidad, 
tendría que haber en el Marconi o en el Borro un centro de mediación que permitiera resolver 
rápidamente las necesidades de la gente. Con eso ayudaríamos mucho más a resolver un problema de 
seguridad ciudadana que llevando a la gente a un Tribunal de Faltas, que al final, lo único que termina 
haciendo es multándolos, porque ni siquiera tiene la posibilidad de ayudar a resolver el conflicto. 


SEÑOR MALDONADO.- Quisiera recordar al señor Diputado que los Juzgados de Faltas se 
suprimieron para crear los Juzgados Laborales de Instancia Unica. Entonces, las faltas pasaron a ser 
atendidas por los Juzgados Penales del país, lo cual generó un incremento en las penas. 


Asimismo, es importante recalcar el papel de la mediación, por lo menos en Montevideo. En realidad, si nos 
remitimos al anuario de los casos atendidos por los centros de mediación, advertiremos que, por ejemplo, los 
que tienen más casos son los de Cerrito de la Victoria y el Cerro. Estos centros le han quitado trabajo a los 
Juzgados, ya que a través de la mediación se resuelven situaciones que se configuran, básicamente, entre 
vecinos, o problemas de menor cuantía. 


Por lo tanto, creemos que es importante extender la mediación en Montevideo, reforzando en forma adecuada 
los centros de mediación que, básicamente, se encuentran en centros de salud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su visita, la información aportada y las consideraciones que 
realizaron sobre el funcionamiento del Poder Judicial. 


Seguramente, una vez que hayamos recibido al Poder Judicial, estaremos en contacto. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Judiciales -AF JU) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Cámara de la Industria Curtidora Uruguaya) 


La Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a una delegación 
de la Cámara de la Industria Curtidora Uruguaya, integrada por los señores Arman Chamyan, Carlos Ugarte, 
Martín Inchauste y Diego Stein. 


SEÑOR STEIN.- En primer lugar, en nombre de la Cámara de la Industria Curtidora Uruguaya, 
queremos agradecer la rápida respuesta a nuestra solicitud de audiencia. 


Lo que nos motivó a solicitar esta audiencia fue la incorporación de una tasa a los cueros, establecida en un 
artículo del proyecto de ley de Rendición de Cuentas; según lo que establece dicho artículo, dicha tasa se 
comenzaría a aplicar este año. 


Nosotros, como representantes de las curtiembres, queremos trasmitir que no nos oponemos a la aplicación 
de esa tasa, pero pretendemos destacar que las empresas que integran la Cámara son exportadoras, 
mayormente, de productos de valor agregado, y creemos que ese impuesto está más relacionado a productos 
primarios y no a los que producen nuestras empresas. En realidad, las empresas que integran la Cámara 
exportan productos de alto valor agregado nacional, principalmente, mano de obra. 


También queremos referirnos a la situación que vive el sector, ya que en el año 2008 fue identificado por el 
Gobierno como uno de los que estaba en crisis. A partir de ese año, debido a la situación por la que estamos 
atravesando, el Gobierno nos ha brindado diferentes tipos de ayuda, ya sea con la devolución de impuestos 
indirectos o con la prefinanciación de exportaciones. Nosotros creemos que la inclusión de esta tasa lo único 
que generará en el sector será una mayor aceleración en la desindustrialización, que se está produciendo 
gravemente desde 2008 y 2009. 


Quisiera comentar que trajimos informes elaborados por la Cámara de la Industria Curtidora Uruguaya 
conjuntamente con la consultora Price Waterhouse y la Cámara de Industrias del Uruguay, que dejaremos en 
la Comisión para que los señores Diputados puedan estudiar más detalladamente la evolución de nuestro 
sector. 


SEÑOR ABDALA.- ¿A qué artículo de la Rendición de Cuentas se están refiriendo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La delegación se está refiriendo al artículo 284 del proyecto de ley, que 
modifica el artículo 14 de la Ley N” 16.082, referente al Fondo Permanente de Indemnización, que se 
creó para la campaña de control y erradicación de la fiebre aftosa. En este artículo, a fin de integrar 
dicho Fondo, se prevé la aplicación de una tasa para distintos productos provenientes del agro, y en el 
literal e) se incluye a: "cueros y pieles (excepto peletería) en bruto o curtidos, terminados y semi 
terminados de las especies bovina, ovina y equina". 


SEÑOR STEIN.- Ya que el señor Presidente de la Comisión hizo mención detalladamente a lo que 
establece el literal e) del artículo 284, quisiera decir que lo que vemos es que la gran mayoría de los 
productos mencionados, sin ser cueros, son primarios o, mayormente, sin valor agregado, lo que 
contrarresta los productos terminados y semi terminados que nosotros exportamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que deberíamos leer el artículo completo, que dice: "Este Fondo se 
integrará mediante la aplicación de un impuesto sobre el total de exportaciones de las siguientes 
mercaderías:.- a) animales en pie de las especies, bovina, ovina, equina, caprina, suina y aves;.- b) 
carnes, productos, subproductos cárnicos y derivados de las especies bovina, ovina, equina, suina y 
aves;.- c) productos lácteos y derivados;.- d) lanas en sus diferentes estados de procesamiento: sucia, 
lavadas y peinadas; e) cueros y pieles (excepto peletería) en bruto o curtidos, terminados y semi 
terminados de las especies bovina, ovina y equina". 


SEÑOR POSADA.- Simplemente, me gustaría aclarar que la única modificación que tiene este artículo 
con respecto al que está vigente es la incorporación del literal e), en el cual se incluye cueros y pieles. 
De alguna manera, se cambia el criterio, en el sentido de que se incluye productos que son 
consecuencia de un proceso industrial previo a diferencia de los anteriores, salvo en lo que tiene que 
ver con los productos lácteos. 


SEÑOR PARDIÑAS.- A raíz de la precisión que hacía el señor Diputado Posada, quiero decir que no es 
solamente eso. Hay una mejor formulación en cuanto a la determinación de los productos sobre los que 
recae el gravamen, pero además, el literal a) es fundamental porque de acuerdo con el texto se puede 
interpretar que el bovino en pie no está gravado. Lo digo porque, en realidad, en esa redacción se habla 
de carne y el bovino en pie no es considerado carne. Entonces, este artículo sufre una modificación 
sustantiva, dado que mejora la formulación y precisa mejor los hechos generadores del gravamen. 


La pregunta que tengo es si podemos tener aproximadamente una idea de en cuánto afectaría este 0,21% en 
los volúmenes de exportación de cuero y subproductos gravados. Es decir, ¿cuánto incidiría esto en la 
tributación? Lo pregunto porque si nosotros accedemos a su requerimiento y mantenemos la exoneración, 
necesitamos saber cómo compensar un ingreso que el Estado hoy entiende necesario para seguir 
desarrollando las políticas sanitarias relativas a estas dos líneas de trabajo, es decir, la de la brucelosis y la de 
la aftosa. 


SEÑOR ABDALA.- En la misma línea, a los efectos de mensurar el impacto, sería interesante que la 
Cámara de Curtidores nos diera su visión -como decía bien el Diputado Pardiñas- de en qué medida la 
incorporación del literal e) afecta al sector, restándole competitividad, teniendo en cuenta la situación 
que esta industria hoy atraviesa en otros países de la región. Es decir, ¿qué es lo que pasa en el derecho 
comparado? ¿En qué medida aprobar un impuesto que hoy no existe implicaría aumentar costos y 
restar competitividad a la industria nacional en relación con los demás sectores exportadores de la 
región? 


SEÑOR IBARRA.- No voy a incursionar en el artículo 284; tenemos los antecedentes; los legisladores 
que me precedieron en el uso de la palabra los expusieron con claridad. 


Si bien esta no es la Comisión de Industria, Energía y Minería, me gustaría tener un panorama de la situación 
actual de la industria del cuero porque tiene relación directa con este 0,21% de las exportaciones con que se 
la está pensando gravar. 


SEÑOR CHAMYAN.- Respecto a las asimetrías de la región, les puedo decir que Uruguay es el país 
más desfavorecido, en virtud de que Argentina tiene una detracción para la exportación de sus cueros 
crudos, hasta "wet-blue" inclusive, del orden de un 15% sobre un ficto del "native steer' americano, 
que es el novillo sin marca, el animal y el cuero más caro que existe en el mundo. La base es el 15% y, 
dependiendo de ese valor, la protección a la exportación llega al 25% o 30%. Por lo tanto, está 
virtualmente prohibida la exportación de cueros crudos desde la Argentina a cualquier parte del 
mundo. 


En Brasil existe un 9% de detracción y se está hablando de incrementarlo, independientemente de otros 
incentivos que se tiene para el sector industrial. 


Uruguay tiene el 5% y sin ningún contralor o referencia absoluta. Además es un 5% sobre cueros de mejor 
calidad que los brasileños, con mejor tipificación. 


Eso es lo que quería señalar con respecto a las asimetrías de la región. 


Por otra parte, tenemos asimetrías en cuanto a los salarios. Podemos decir que el salario mexicano, por 
ejemplo, es entre tres y cuatro veces inferior al nuestro. El salario chino es cinco, seis o siete veces menor 
que el nuestro, dependiendo de la región de China, y así podríamos seguir enumerando. 


Entonces, en los países donde hay mayor valor agregado, hay cada vez menos competitividad. O sea que, a 
raíz del aumento de los costos del tema cambiario y de estas asimetrías de la región así como por la escasez 
de acceso o de continuidad en el acceso a la materia prima, a la industria curtidora se le dificultan los 
negocios o los programas de negocios continuos con los clientes. A raíz de la globalización, los clientes se 
han reducido y exigen entregas aseguradas y negocios de largo plazo. Hoy el 60% de la industria frigorífica 
está en manos de dos empresas extranjeras que, a su vez, tienen industrias curtidoras en otras partes del 
mundo. Por lo tanto, se hace muy difícil acceder a los cueros y comprometerse a largo plazo cuando la 
materia prima escasea. 


SEÑOR UGARTE.- Para completar la información, quiero decir que en México, China y Taiwán, un 
operario como los nuestros cuesta entre US$ 400 y US$ 600 mensuales. En las empresas que nosotros 
representamos, ellos están entre los US$ 1.700 a US$ 1.800 por mes. Esos son los salarios que pagamos. 


Entre nosotros, hay empresas con diversos giros, pero la ecuación más grande es entre el cuero, los productos 
químicos y la mano de obra. En ninguno de ellos se puede operar por razones por todos conocidas -voy a 
tratar de ser breve- y algunos de nosotros solamente exportamos. Entonces, un punto en el total de las 
exportaciones sería realmente muy importante en lo que refiere a poder producir en nuestro país. 


Como se decía hoy, estamos dejándoles unos informes para que tengan una cabal comprensión de lo que 
impacta esto en nuestra actividad, es decir, lo difícil que es, con estos costos, mantener al Uruguay en los 
mercados a los que accedemos y si alteramos la ecuación, esto se va a complicar mucho más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, quisiera hacer una pregunta adicional, aunque quizás no la 
sepan contestar porque todavía no están directamente vinculados con este impuesto. 


¿Estamos en la primera etapa, que es la que define el 0,21%, o ya el Ministerio pasó a la segunda etapa que 
puede llegar al 1% de gravamen? 


SEÑOR UGARTE.- La ley prevé el 1% como máximo. Ante esa eventualidad, pedimos esta entrevista 
a los efectos de compartir con ustedes esta realidad. 


SEÑOR INCHAUSTE.- Quisiera responder sobre el impacto que puede tener esto en las exportaciones 
actuales del sector. En el caso de llevar el gravamen al 1%, entendemos que se puede estar entre los 
US$ 3:000.000 y los USS 3:500.000. Esto responde a la pregunta concreta del monto del gravamen en la 
etapa del 1% y sabemos de la discrecionalidad que tiene el Ministerio para subir este impuesto del 
0,21%. 


En lo que tiene que ver con la pregunta sobre la realidad actual del sector curtidor y más allá del informe, que 
la expresa de forma bastante clara, queremos decir que lo que más nos preocupa es que el proceso de 
desindustrialización -que lleva, prácticamente siete años o más- ha tenido como consecuencia una pérdida de 
puestos de trabajo muy importante. Esto es lo que queremos evitar; es decir, queremos evitar que la pérdida 
de puestos de trabajo se siga profundizando con medidas que atacan las exportaciones con mayor valor 
agregado, que son las que se estarían incluyendo en este impuesto. Esto va a significar un costo mayor, que 
va a ahondar la diferencia de costos que tenemos actualmente. 


Con respecto a la competitividad en el marco regional que, como dijo el señor Chamyan, es bastante 
favorable, queremos señalar que también tenemos competidores fuera de la región que hoy operan con costos 
muy inferiores a los nuestros. Queremos evitar que este tipo de medidas siga profundizando la 
desindutrialización del sector. 


SEÑOR STEIN.- Quiero señalar que previo a la crisis que vivió el mundo en 2008 en el sector cueros, 
esta industria empleaba alrededor de cinco mil personas; hoy, no llega a emplear dos mil quinientas 
personas. En 2005, el total de los cueros exportados sin procesar era de 15% -entre los salados y wet- 
blue- y hoy llega casi a 30%. Los cueros semi procesados llegaban a 18% y hoy, a 32%. Los cueros 
terminados antes llegaban a 67%, 70%, y hoy ya no llegan a 50%. Esa es la situación de 
desindustrialización que hoy vive la industria por diferentes razones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que la versión taquigráfica de esta reunión, con la exposición 
que ustedes han realizado y con las consultas de los señores Diputados, la vamos a remitir al Ministerio 
de Economía y Finanzas, que presentó este articulado de recursos, al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, que lo administra, y al Ministerio de Industria, Energía y Minería, porque su 
actividad incluye un proceso de industrialización. 


SEÑOR CHAMYAN.- Considero que si se quiere persistir en el impuesto, habría que limitarlo 
únicamente a los cueros crudos, secos y salados. De ese modo, la industrialización estaría fuera de 
riesgo o de tener un perjuicio. 


SEÑOR BEROJIS. - Quiero dejar una constancia. 


Me parece razonable lo que la delegación plantea. Ellos son víctimas de algo que vengo sosteniendo en este 
Parlamento desde hace mucho tiempo: la falta de transparencia en la cadena cárnica. Ellos son víctimas, 
como nosotros los productores, de un monopolio de la industria cárnica, que tiene una incidencia 
fundamental. Eso es lo que genera la falta de transparencia e incide de tal manera que tiene que ver con todos 
los perjuicios que están teniendo. 


SEÑOR PARDIÑAS.- También quiero dejar una constancia. 


Concuerdo con las expresiones del señor Diputado Berois, pero quiero señalar que cada vez que se han 
querido implementar políticas públicas que se inserten en la cadena, las gremiales de productores lo han 
entendido como intromisiones que alterarían el mercado y, por ende, siempre han sido renuentes en ese 
sentido. 


SEÑOR GROBA.- Como los dos señores Diputados preopinantes, también voy a dejar una constancia. 


Como ya se dijo, seguramente no es el salario especializado de los trabajadores lo que genera una situación 
de crisis profunda. Supongo que los obreros especializados deben estar ganando entre US$ 1.500 o US$ 
1.700 y no recuerdo a cuánto está la canasta familiar. Tal vez deberíamos promover una actitud diferente 
entre todo el sistema político y el industrial que no esté ajeno a la región. Estamos en el sistema que estamos 
y naturalmente la competencia aparece por todos lados, en la región y en la extra región. Tenemos que atacar 
ese problema y no tener tanto en cuenta el salario de los trabajadores que, obviamente, está muy lejos de lo 
que es la canasta familiar. Además, son trabajadores especializados en una industria muy competitiva, y los 
sueldos tienen que estar de acuerdo con esa actividad. 


SEÑOR CHAMYAN-- Yo quisiera también dejar una constancia. 


Estamos contentos de pagar esos salarios, pero el Parlamento o el Poder Ejecutivo debería pensar en una tasa 
compensatoria cuando el destino de nuestros cueros crudos van a países que están pagando mano de obras 
tres o cuatro veces inferior. Como decía el señor Ugarte, en nuestra industria, prácticamente, no tenemos 
transables y esto se debe a que los precios están fijados internacionalmente; se fijan por las ofertas de los 
distintos países del mundo. Somos exportadores; no podemos trasladar nuestros costos de mano de obra o de 
servicio al consumidor cautivo en la región. Por otro lado, tampoco son transables los productos químicos, 


porque para las compañías Basf y Bayer, que nos suministran los productos, representamos la adquisición del 
0.1% de su producción y no les importa si les compramos o no. Entonces, tenemos que buscar la eficiencia y 
la productividad máximas, y estamos peleando para ir para adelante. Inclusive, con la materia prima, el 
cuero, tampoco podemos transar. 


SEÑOR POSADA.- Ya que se hicieron varias constancias, voy a hacer una más. 


En realidad, todas las políticas que se desarrollan de parte de cualquier Gobierno no son gratis; en algún 
sentido inciden hacia un lado o hacia otro. Como parte de la política de los productores y de los frigoríficos 
acá se ha defendido que los cueros no tengan ningún tipo de gravamen para que puedan ser exportados 
libremente. Pero cuando sucede eso, como bien se dijo, de alguna manera se establece algún tipo de 
subvención para otros países que compran esos cueros más baratos, sin industrialización previa, y después se 
vuelcan al mercado internacional. O sea que terminan compitiendo con nuestra propia industria nacional. 
Estas cosas no se pueden mirar desde un punto de vista ideológico; deben mirarse desde un punto de vista 
pragmático y de cómo defendemos mejor la industria nacional. 


SEÑOR STEIN.- Siguiendo el razonamiento, que es válido, quiero señalar que más grave es aún el 
hecho de que la primera etapa de procesamiento se realiza en Uruguay y, después, todo el valor 
agregado es realizado en el exterior. Nos estamos quedando con la contaminación y perdiendo el valor 
agregado y mano de obra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un tema que podemos discutir en otra instancia y para ello ustedes 
pueden solicitar una entrevista a la Comisión de Industria, Energía y Minería, porque no hace al fondo 
de este gravamen, que es para la erradicación de la aftosa. 


Agradecemos su visita. 
(Se retira la delegación de la Cámara de Industria Curtidora) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios de Salud Pública) 


La Comisión da la bienvenida a la señora Marita Pebaque y a los señores Alejandro Laner, Jorge Duarte 
y Heber Tejeira, funcionarios de Salud Pública, a quienes cedemos la palabra. 


SEÑORA PEBAQUÉ.- Agradecemos el tiempo dispuesto para recibirnos. 


Creemos que nuestra propuesta es de conocimiento de todos, porque hemos hecho una recorrida previa por el 
Parlamento presentándola, y está dirigida a dos sectores. 


Por un lado, lo que tiene que ver con el Inciso 12 -que representamos, el Ministerio de Salud Pública-, con la 
necesidad de recursos para retener a los profesionales de la salud, ya que se está haciendo una competencia 
desleal entre dos Incisos públicos. ASSE se está llevando al personal capacitado, y las áreas de Rectoría y 
Control de Salud están quedando en manos de trabajadores que no tienen la misma experiencia. Pensamos 
que es necesario realizar una reestructura seria, a fin de contar con salarios competitivos para retener a los 
trabajadores. 


Por otro lado, en cuanto al Inciso 29, queremos preguntar a este Cuerpo, que fue el que legisló para que 
fuéramos el prestador público de mayor envergadura a nivel nacional, si nos van a permitir desempeñar las 
funciones y los planes que legislaron y si para ello nos van a dotar de los recursos necesarios, tanto en lo que 
tiene que ver con la inversión como con el tema del personal necesario para cubrir los servicios, porque hoy 
estamos pagando por servicios a prestadores privados, servicios que bien podríamos brindar nosotros con el 
ahorro correspondiente, si nos permitieran contratar el personal que necesitamos para desempeñar esa tarea 


Para poder cumplir con los deberes sustantivos que tenemos es necesario que contemos en esta Rendición de 
Cuentas con los recursos que nos den viabilidad. 


Solicitamos a este Cuerpo que haga una extensión del plazo que iba hasta el año 2010 de presupuestar el 
personal tercerizado que tenemos. Hay un período de 17 meses durante el cual ingresó personal bajo las 
anteriores condiciones que regían a la Comisión de Apoyo; cuando se cambia el cometido o se le restringe, el 
personal que entró en ese período no queda amparado en lo legislado en cuanto a la presupuestación. Esas 
situaciones nos preocupan. 


Otro tema que nos ocupa y nos preocupa es el de la licencia por enfermedad. Pedimos contar con el mismo 
régimen que tiene el resto de la Administración, es decir, que se nos pague el salario como si estuviéramos 
trabajando cuando estamos debidamente certificados. Hoy no sucede así, porque lo máximo que pudimos 
lograr en la negociación es tener un régimen similar al de DISSE, que consiste en tres días a costo del 
trabajador y el resto certificado. 


SEÑOR LANER.- Como bien decía la compañera, nosotros tuvimos una discusión acerca del proyecto 
de Rendición de Cuentas con ASSE. Para nuestra sorpresa -hoy más que preocupados nos 
encontramos totalmente alarmados-, los recursos que se prevén para esta Rendición de Cuentas del 
año 2012 deja fuera dos componentes básicos que hoy están en el tapete público. Uno es la situación de 
emergencia sanitaria que vivimos en ASSE. La Federación de Funcionarios de Salud Pública, desde el 
año 2008, con un trabajo serio hecho a través de todo el país, había previsto que la política que llevara 
adelante ASSE iba a necesitar casi dos mil quinientos nuevos puestos de trabajo. Esa realidad no ha 
cambiado. Como bien dice el Ministro de Economía, si bien se han triplicado los dineros para ASSE, de 
2005 hacia la fecha, no debemos olvidar que venimos de una herencia que el movimiento sindical llama 
"la larga década de los noventa", durante la cual el desmantelamiento de la salud pública, las 
tercerizaciones, su falta de personal y su bajo salario, fueron un común denominador que se ha tratado 
de mejorar en el transcurso de estos años, pero que no ha alcanzado. Además, ASSE ha empezado a 
implementar cada vez mayor cantidad de servicios como, por ejemplo, la atención primaria en salud o 
la salud bucal. Todos esos proyectos de las anteriores Rendiciones de Cuentas y leyes de Presupuesto, 
no tuvieron los pilares fundamentales, que son los recursos humanos. Por eso, en la discusión con el 
Directorio de ASSE, si bien no se contemplaban los dos mil quinientos puestos de trabajo, ASSE sí 
planteaba, quinientos para cuidados moderados, cincuenta para salud bucal y treinta y nueve para el 
Programa de Adicciones, algo tan comentado en el país, como es la política de drogas. 


Lamentablemente, no hay un solo nuevo puesto de trabajo para la Administración de Servicios de Salud del 
Estado. 


Comprendemos que el Ministerio del Interior necesita nuevos puestos de trabajo para dar la seguridad que los 
ciudadanos necesitan, pero el bien común y fundamental de los seres humanos, que es el derecho a la salud, 
no lo vamos a poder amparar si no logramos, de alguna manera, más allá de que somos conscientes de que no 
se puede ampliar el gasto presupuestal que ya está incluido en esta Rendición de Cuentas, que el Parlamento 
redistribuya los recursos para posibilitar el ingreso de personal el año que viene. De lo contrario, va a ser 
imposible, no solamente en los hospitales de segundo nivel, sino también en cuanto a todo lo que tiene que 
ver con la atención primaria en salud, continuar con esa política de ampliación de horario. Hoy se pretende 
que esas policlínicas que trabajaban lunes, miércoles y viernes de 9 a 12, lo hagan de 8 a 18, pero si no las 
dotamos de personal no vamos a poder solucionar los problemas de la salud del Uruguay profundo. ¿Dónde 
termina toda esta gente? En los hospitales. Además, llama a engaño cada vez que se abren los corralitos; 
parece que todo el mundo se va al privado, pero resulta que la gran mayoría vuelve porque no puede hacer 
frente a los gastos que significa el mutualismo. 


Un segundo componente que queremos mencionar es que todos los efectores, políticos, departamentales, 
sindicales y ciudadanos hemos hecho acuerdo públicamente en que la ciudad de Colonia necesita un hospital 
como la gente y no la tapera que tiene hoy en día; una tapera en la que más de trescientos trabajadores con 
vocación y cariño, día a día, brindan lo mejor de sí en pésimas condiciones, en un departamento que es el 
segundo punto turístico de este país y, prácticamente, la entrada de todo lo que va para el Este. No podemos 
seguir teniendo un hospital en esas condiciones. Se había hablado de un costo de aproximadamente US$ 
18:000.000, pero no tendríamos inconveniente en que se empezara con la mitad, ya que tiene una piedra 
fundamental desde hace tres años. 


El sistema político y el sistema sanitario no se pueden dar el lujo de tener la vergúenza que significa el 
Hospital de Colonia. En ese sentido, más que preocupados, estamos alarmados. 


Estos son los dos componentes básicos. 


El tercer componente sería el salarial. En ese sentido, algo pudimos mejorar, aunque no se llegó a la tabla 
salarial ni a la reestructura escalafonaria propuestas ya que hace veinticuatro años que en ASSE no tenemos 
una reestructura escalafonaria. Sin embargo, sí se han contemplado algunas inequidades como la nocturnidad 
y la compactación del sueldo de los funcionarios de ASSE. 


Nos preocupan los problemas edilicios. Puse como ejemplo al Hospital de Colonia, pero también está el 
Hospital de Santa Lucía y el Hospital de Pando, que se ha empezado pero no sabemos si se va a terminar. 


El corazón de nuestra reivindicación apunta a la falta de recursos humanos. 


SEÑOR IBARRA.- En primer lugar, quiero destacar el trabajo realizado durante meses por los 
compañeros de la Federación de Funcionarios de Salud Pública, que han concluido con mucha 
prolijidad y responsabilidad, dando argumentaciones absolutamente claras. 


En segundo término, hemos conocido por distintas delegaciones y contactos los problemas que aún siguen 
existiendo en la Salud Pública, sobre todo en lo que tiene que ver con el ingreso de personal. De hecho, hace 
bastantes meses que se viene manejando la necesidad de esos dos mil quinientos nuevos funcionarios. 


En tercer lugar está el tema del Hospital de Colonia. Hace muy pocos días algún legislador lo planteó al 
equipo económico con el apoyo de todos nosotros, pero no hubo una respuesta favorable para esos US$ 
18:000.000 que se precisan. 


En cuarto término, no podemos dejar de reconocer, por lo que expresaba el compañero Laner, que para 
nosotros no es sencillo incrementar esos $ 700:000.000 que recibe ASSE, teniendo en cuenta la partida de $ 
20:000.000 que recibe el Ministerio de Salud Pública que, salta a la vista -lo expresé oportunamente-, es 
absolutamente insuficiente. Eso no quiere decir que los $ 700:000.000 que se establecen de refuerzo para 
ASSE sean suficientes. Si uno observa la tabla de distribución de los $ 2.807:000.000, puede apreciar que en 
esta oportunidad el incremento mayor, por suerte, es para ASSE. 


Por lo tanto, ante este trabajo tan prolijo que han realizado, me gustaría saber si están de acuerdo con el 
articulado propuesto para los Incisos 12 y 29. La respuesta nos puede ayudar a tomar decisiones en el 
momento oportuno. Como ya he expresado, he seguido el trabajo de la Federación de Funcionarios de Salud 
Pública, y veo que hay algunos temas que se han tenido en cuenta. Por ejemplo, como decía el compañero 
Laner, el de la nocturnidad. La opinión de la Federación de Funcionarios de Salud Pública en cuanto a si hay 
algún artículo perjudicial, será de gran ayuda y tenida en cuenta. 


SEÑOR BEROJIS.- Comparto totalmente lo del Hospital de Colonia: es una necesidad que ya teníamos 
desde la Rendición de Cuentas pasada. Es más: en esa oportunidad presentamos un aditivo para tratar 
de concretar, por lo menos, el comienzo de las obras. Recuerdo que la financiación la sacamos de 
excedentes que había en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas; conseguimos una financiación 
dentro del Presupuesto Nacional. De modo que no era un aditivo con una expresión de deseo sino que 
tenía una financiación 


A su vez, se compartía lo que había dispuesto el ex Director de ASSE, el doctor Córdoba, en su propuesta 
presupuestal. Y, como bien decía el sindicato, hasta se puso la piedra fundamental, con la presencia de la ex 
Ministra, doctora María Julia Muñoz. 


Reitero que lo vemos como una necesidad urgente y esperamos que alguna vez se pueda concretar o que se 
den las señales para el comienzo de esta obra tan importante para el departamento de Colonia y para la 
región. 


SEÑOR BERNINI.- Efectivamente, hay algunos aspectos que están siendo reivindicados hace bastante 
tiempo por la Federación de Funcionarios de Salud Pública, como el de la nocturnidad y el de alguna 
partida más, ambos contemplados. Si hay un área que desde el 2005 ha tenido permanente incrementos 
presupuestales, ha sido la de la salud, con todo lo que implica. 


En este caso también viene un refuerzo presupuestal para atender algunas situaciones. No seríamos honestos 
si no dijéramos que podría ser mayor. En todo caso, hay algunos artículos que generan el marco para la 
contratación de más personal y para habilitar incrementos salariales. Lo veo claramente en los artículos 235 y 
236 


El artículo 236 refiere particularmente a la habilitación del ahorro por concepto de gastos de funcionamiento, 
y dice "(...) asociado a la transformación en el régimen de trabajo médico". 


Yo tengo una preocupación: todos los esfuerzos presupuestales que hemos hecho han recaído finalmente en el 
incremento del salario de los sectores profesionales. Básicamente, han recaído en los sectores profesionales 
que hacen un "lobby" fuerte, los que han logrado avances sustantivos en materia de incrementos salariales. 
En cambio, los auxiliares de servicio y los auxiliares de enfermería siguen recibiendo un salario aproximado 
de $ 13.000 por mes. Me imagino que si pudiéramos evitar contratar a un privado un CTI u otros servicios 
que fuera posible brindar desde los servicios de asistencia públicos, objetivamente, eso sería un ahorro de 
gastos de funcionamiento. ¿Ustedes han valorado la posibilidad de negociar con el organismo que también se 
involucre a los trabajadores no médicos -es decir, auxiliares de servicio, auxiliares de enfermería, que son los 
sectores más postergados- en lo que refiere a la utilización de esos ahorros en gastos de funcionamiento para 
el mejoramiento de los sueldos básicos? Pregunto esto porque uno de los artículos es muy explícito en cuanto 
a que lo que se ahorre por gastos de funcionamiento va a ir para los médicos. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a efectuar una consulta que va en una dirección similar a la planteada por el 
señor Diputado Bernini. 


Nosotros, al igual que muchos colegas, conversamos con representantes de la Federación aun en la instancia 
anterior a la Rendición de Cuentas que estamos considerando actualmente, recibimos mucha documentación, 
y una de las propuestas que me dejaron reflexionando, que es interesante y que sé que la Federación ha 
levantado con mucho ahínco, es la que tiene que ver con la posibilidad de que los recursos que se generen por 
la venta de servicios en la Administración de Servicios de Salud del Estado, en lugar de ser transferidos a 
Rentas Generales, permanezcan en el Inciso y sean reinvertidos en el mismo o destinados a reforzar 
determinados objetivos o programas. 


Quisiera saber cuál es la valoración que el sindicato hace de ese planteo -sé que lo comparte porque lo 
conversamos privadamente, pero me parece interesante que se exprese aquí y ahora- y en qué medida este 
tema fue conversado con las autoridades de ASSE y qué ambiente o qué disposición advirtieron para avanzar 
en una propuesta que encamine las cosas en esa dirección. 


SEÑORA PEBAQUE.- En lo que tiene que ver con los recursos que preguntó el señor Diputado Ibarra, 
debo decir que, efectivamente, hay un compromiso de pagar deudas que tiene el organismo por 
convenios que hizo con nosotros y, sin embargo, eso no está previsto para este año. Nosotros tenemos 
un acuerdo firmado con el Directorio de ASSE según el cual en 2012 se pagaría la nocturnidad en 
forma correcta a partir de enero, pero esto no se ve reflejado en el cuadro que figura en el artículo 233. 
Esto es una foto del día de hoy: "Lo voy a empezar a pagar bien, y lo voy a pagar bien en el 2013. En 
2014 que no entre más nadie que trabaje de noche". O sea que si ampliamos un servicio o tenemos un 
crecimiento en las áreas de internación, podemos reabrir servicios que hoy tenemos cerrados, como el 
de cuidados intermedios del Hospital Maciel, que son áreas especializadas que contratamos afuera. 
Cabe precisar que con un día cama que pagamos afuera, contrataríamos un enfermero para trabajar 
en ese servicio. Por lo tanto, con lo que se paga por una internación promedio, que es de siete días por 
paciente, podríamos contratar el personal que necesitamos para hacer funcionar el servicio. 


En cuanto a la reasignación del gasto de funcionamiento al gasto de suministro... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, al Rubro 0. 


SEÑORA PEBAQUE.- No, esa es la otra; es el ahorro de la cuota de la salud a los profesionales 
médicos. 


Nosotros compartimos la inquietud que tiene este Cuerpo. Debe tener que ver con la contrapartida que hay en 
toda negociación en el sentido de que un colectivo tan fuerte, al no verse reflejado en el artículo 233, 
introdujo su alternativa, que fue esa, para lograr una mejora salarial de los compromisos funcionales, más allá 
de que estos profesionales -seguimos insistiendo- están muy bien pagos dentro de ASSE, no tan así en otros 
sectores, y se llevan la mayoría del Rubro 0, siendo que son necesarios, pero no los únicos profesionales 
imprescindibles para la atención del usuario, porque si un block quirúrgico no cuenta con la higiene adecuada 
y con el personal de enfermería que circula y que instrumenta al cirujano y acompaña al anestesista, no 
habría ninguna intervención quirúrgica exitosa. Hoy en ASSE tenemos servicios que son de muy buena 
calidad porque tenemos personal comprometido en los otros servicios de apoyo. Independientemente de que 
hemos logrado que sea un área cerrada y los trabajadores tengan una retribución mejor que los del resto de 
los servicios, también debemos retener el saber acumulado que tienen nuestros trabajadores en esas áreas. 


Respecto a si seguimos planteando que se habilite la posibilidad de que lo que quede de la recaudación no se 
vierta a Rentas Generales y sea distribuido por ASSE, debo decir que seguimos planteando cada una de las 
cosas que ponemos en la carpeta que mencionó el señor Diputado Abdala. Esa carpeta contiene 
reivindicaciones que son históricas, pero no por ello han dejado de ser nuestra bandera. Seguimos pidiendo 
cada una de esas cosas sistemáticamente, porque la situación que tenemos hoy es la misma que teníamos 
antes, y esta carpeta esta hecha para esta Rendición de Cuentas. 


Por lo tanto, seguimos haciendo ese pedido, que no implicaría un aumento del Presupuesto Nacional, sino 
quedarnos con parte de la riqueza que generamos a este país. Hoy entendemos que es posible que se nos den 
los recursos que estamos planteando que son necesarios para funcionar. En lo que hacemos más hincapié -y 
no estamos resignando la necesidad de que crezca nuestro salario- es en la necesidad más urgente que 
tenemos hoy, que es la de que ingrese personal, porque tenemos una plantilla de trabajadores con promedio 
etario alto y con un desgaste por venir sosteniendo los servicios que hace que se le quebrante su salud mucho 
más de lo esperado en un país que tiene un índice alto de vitalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Remitiremos a los invitados copia de la versión taquigráfica, así como al 
Directorio de ASSE y al Ministerio de Salud Pública, que concurrirán a la Comisión el martes 24, a fin 


de que consideren vuestros planteos, además de todo el material que nos dejaron. En esa instancia 
tendremos una oportunidad de dialogar sobre esta propuesta. 


Muchas gracias por su concurrencia. 


(Se retira de Sala la delegación de Funcionarios de Salud Pública) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Informáticos Judiciales del Uruguay) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de Informáticos Judiciales del 
Uruguay, integrada por los ingenieros Horacio Vico y Juan Villagrán, y la analista programadora Claudia 
Acosta. 


SEÑOR VICO.- Nuevamente tenemos oportunidad de venir a exponer ante esta Comisión nuestros 
intereses como asociación gremial. 


El año pasado concurrimos por el proyecto de Rendición de Cuentas 2010, con la difícil tarea de intentar 
incorporar algunos artículos que contemplaban parte de nuestros pedidos en el mensaje del Poder Judicial, 
porque no habían sido incluidos por ese Poder. Por tanto, nuestra oportunidad era en esa instancia, pero eso 
no fue posible y nuestros planteos no fueron contemplados. 


Luego de eso, tuvimos un año de mucho trabajo gremial, hubo un conflicto, muchísima negociación con las 
autoridades del Poder Judicial, estuvimos un año reuniéndonos y avanzando de a poco, paso a paso, hacia 
soluciones. Uno de los planteos que hicimos el año pasado, que era la regularización de algunos compañeros 
que se desempeñaban como técnicos con cargos administrativos, se fue resolviendo de a poco, por la vía del 
concurso, y hoy en día ese tema está resuelto ciento por ciento. 


El otro asunto que planteamos el año pasado, por el cual venimos hoy, es la incorporación de la prima por 
rendimiento en el salario de los informáticos del Poder Judicial. Este beneficio lo percibe la gran mayoría de 
los funcionarios judiciales pero nosotros estamos excluidos. Es una prima que va atada a las calificaciones, 
por lo que cuanto mejor rinde el funcionario, mayor es esa contraprestación. Luego de las negociaciones que 
comentábamos, logramos llegar a un acuerdo con las autoridades del Poder Judicial. Tenemos un convenio 
con la Suprema Corte de Justicia, firmado por su Presidente y el doctor Elbio Méndez, Director General, 
mediante el cual la Corte se comprometió a incluir en este proyecto de Rendición un artículo que contempla 
la incorporación de la prima de rendimiento. Me refiero al artículo 8” del mensaje enviado por el Poder 
Judicial. Como este Poder no puede aprobar ese artículo por sí solo y necesita el aval del Parlamento, se 
acordó que en caso de ser aprobado aquí, nosotros nos comprometemos a mantener una paz gremial por 
temas salariales hasta el fin de la presente Administración de Gobierno. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


Ese artículo tiene una particularidad muy importante y es que viene con gasto cero. En el Poder Judicial 
tenemos un problema, que creo que en la Administración Pública se da en forma generalizada, y es que 
constantemente se pierden profesionales del área informática en manos de empresas privadas y otros 
organismos recaudadores que pueden pagar mejores salarios. El Poder Judicial tiene una plantilla de 
aproximadamente sesenta y cinco profesionales y técnicos en informática, desarrolla todas sus tareas con 
recursos propios, tiene informatizadas 275 oficinas en red en el país y cuenta con 3.200 puestos de trabajo o 
computadoras. Todo eso se mantiene con personal del Poder Judicial. 


Nuestro escalafón R, Informática, tiene una cantidad de renuncias por año que resulta insólita para cualquier 
otro escalafón del Poder Judicial. El año pasado comentamos que si bien en la Ley de Presupuesto se habían 
votado partidas para incrementar el personal informático, no se estaban pudiendo llenar los nuevos cargos por 
llamados públicos. Este año pasó algo peor aún, y es que renunció personal y esos cargos no pudieron ser 
llenados. Se hicieron llamados, se presentaron poquísimas personas y luego, cuando fueron nombradas, 
rechazaron los cargos. Por lo tanto, se redujo la plantilla de informáticos del Poder Judicial. 


Nosotros creemos que la prima por rendimiento, por ser un beneficio que incrementaría en un 15% el salario, 
podría ser un atractivo para competir un poco mejor con los salarios del ámbito privado y público, y permitir 
mantener así los profesionales que hoy en día tiene el Poder Judicial para el área de informática. 


Reiteramos que tenemos ese acuerdo con la Corte, mediante el cual se financiaría esta partida con montos ya 
votados en la Ley de Presupuesto Nacional para contrataciones de informáticos en el año 2013. Por el 
artículo 629 de la Ley de Presupuesto se votaron partidas para los años 2011, 2012, 2013 y 2014 para 
mayores contrataciones de informáticos. Como comentaba, no se está pudiendo contratar gente porque no se 
presentan a los llamados, por lo que el Poder Judicial dispone de ese dinero pero no puede llevar las vacantes. 
La Corte se sensibilizó por esta situación y accedió a utilizar únicamente la partida destinada al año 2013 
para poder otorgar la prima de rendimiento sin pedir recursos adicionales al Parlamento. 


Lo que nosotros venimos a plantear a esta Comisión es que se avale el artículo 8”, que está fundamentado en 
el mensaje del Poder Judicial y que se debe a la negociación con nuestra asociación. En los anexos - 
específicamente en la página 59 del mensaje enviado por el Poder Judicial- se aclara que esto tiene gasto cero 
porque se utilizarán recursos ya votados para contrataciones de informáticos. 


Por lo tanto, el único planteo que venimos a hacer en esta oportunidad es ese, porque los demás se han ido 
consiguiendo ya que el Poder Judicial tenía potestad para resolverlos y los fuimos negociando. Pero en este 
caso es imposible que sin la intervención de los legisladores se pueda dar esta prima por rendimiento porque 
la ley de creación de nuestro escalafón la excluye explícitamente y dice que quienes lo integran no la 
percibirán. Entonces, necesitamos modificar esa ley, y eso es lo que el Poder Judicial plantea en ese artículo 
82. 


Esto es cuanto deseamos exponer en esta oportunidad, y estamos abiertos a las preguntas que quieran hacer 
los señores legisladores. 


SEÑOR ABDALA.- El planteo es clarísimo. Además, ha sido muy bien expuesto y diría que está escrito 
negro sobre blanco. 


Mi pregunta concreta es cuántos son estos casos. Está claro que se redujo la plantilla, pero me interesaría 
saber de cuántos funcionarios estamos hablando y que se reafirmara si, efectivamente, quienes están en el 
escalafón informático son el único conjunto de funcionarios judiciales que no perciben esta prima. 


Por lo demás, está claro que esta propuesta viene en el mensaje del Poder Judicial y hay que persuadir al 
Poder Ejecutivo para que podamos incluirla en la medida en que, además, tendríamos el financiamiento del 
artículo 629. 


SEÑOR VILLAGRÁN.- Los casos que se han dado hasta ahora, en 2012, son dos, de funcionarios que 
renunciaron y cuyos cargos no se pudieron llenar 


En cuanto a la prima, creo que solo los Magistrados y nosotros no la percibimos. 


SEÑOR VICO.- Esa partida es percibida por la totalidad de los funcionarios sujetos a calificación - 
como es nuestro caso-, y que no integran escalafones jerárquicos como, por ejemplo, los Magistrados. 
La totalidad de los administrativos -que son la mayoría en el Poder Judicial-, que son 
aproximadamente tres mil quinientos, perciben la prima por rendimiento. 


Nosotros somos un grupo pequeño, integrado por 65 personas. Por lo tanto, cuando decimos que la plantilla 
se redujo en dos personas, hay que tener en cuenta el número total. Se ha querido crecer, pero no se ha 
podido aumentar la plantilla. 


SEÑOR GROBA.- Este tema no es nuevo para nosotros, ya lo analizamos el año pasado. 


La exposición que han realizado es muy clara. En esta Comisión recogemos insumos para luego tomar 
decisiones. 


Más allá de que el planteo es claro, quisiera hacer una pregunta a efectos de que conste en la versión 
taquigráfica. Teniendo en cuenta la importancia de la informática en el sector y que cumple un papel 
fundamental en estos procesos que estamos viviendo, ¿esta movida -por llamarlo de alguna manera- tiene 
costo cero? 


SEÑOR VILLAGRÁN. Sí, tiene costo cero. Esto está basado en un estudio realizado por la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto sobre la Suprema Corte de Justicia. En un informe que la Dirección 
General pidió a la OPP se mostró que el 99% de los recursos para contrataciones 2013 serían afectados 
para otorgar esta prima por rendimiento; entonces, quedarían los recursos de 2014 para 
contrataciones. Solo 2013 sería afectado para otorgar esta prima, por eso decimos que es costo cero. 
Esto ya fue votado en el Presupuesto 2010. 


SEÑOR VICO.- La información relativa al costo está claramente establecida en la página 59 del Anexo 
I del proyecto del Poder Judicial. Allí se detalla, artículo por artículo, el costo de cada uno. Nosotros 
vinimos a impulsar el artículo 8” y allí se expresa claramente que es costo cero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los invitados. 
(Se retira de Sala la Asociación de Informáticos Judiciales del Uruguay) 


(Ingresan a Sala funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


La Comisión da la bienvenida a las señoras Alma Yorio, Anahí Artigas, Silvia Santos, Alicia Paradella y 
Mónica Naso, y a los señores Hermes Mattos, Pablo Caratti, Raúl Negro, Javier Corbo, José Rodríguez, 
Ricardo Remedi y Eduardo Gioda. 


SEÑOR MATTOS.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


Nosotros formamos parte de COFE y estamos de acuerdo con su planteamiento en líneas generales. 


Sé que no tenemos mucho tiempo, así que pasaré a plantear lo referente a nuestro articulado, y voy a empezar 
por el final. 


Ya desde antes que asumiera esta nueva directiva en el sindicato estamos reivindicando la posibilidad, 
consagrada hace más de diez años cuando se votó la Ley de Presupuesto durante el Gobierno del doctor 
Batlle, de disponer de parte de los proventos que genera el Ministerio para el Rubro 0. Aspiramos a que esta 
Comisión dé cabida a un aditivo que presentamos de manera de crear el crédito correspondiente para hacer 
efectiva la disposición que marca la ley. 


Vamos a ser muy breves en la justificación del artículo. El Ministerio recauda una cifra significativa de 
proventos; funciona de proventos; paga sus gastos de funcionamiento de proventos y el excedente lo vuelca a 
Rentas Generales. En el año 2010 volcó $ 250:0000.000 a Rentas Generales y en 2011 $ 379:000.000. 
Nosotros pretendemos crear un artículo mediante el cual se nivelen las partidas de alimentación que tenemos 
en $ 5.000 por funcionario. Nosotros cobramos con tique alimentación, pero desde hace más de quince años 
la cifra es la misma y, por lo tanto, hemos tenido una pérdida real. En base a eso justificamos el aditivo que 
propone la creación del crédito que permita que todos los funcionarios tengan una partida de alimentación de 
$ 5.000. Eso significaría aproximadamente $ 200:000.000, o sea que, de todos modos, se volcarían casi $ 
200:000.000 a Rentas Generales. 


SEÑOR NEGRO.- Soy Secretario del Sindicato y les agradezco que nos hayan recibido. 


Nosotros encontramos que en el artículo 133 se establece la posibilidad de acreditar una serie de profesiones 
para cumplir tareas de control y fiscalización del Ministerio. Desde hace años, venimos alertando acerca de 
que este proceso de delegación de tareas a privados tiene que basarse en un análisis profundo y sistemático 
que determine qué actividades se pueden delegar y cuáles no. 


Además, esta delegación no tendría que basarse en la no disponibilidad de los funcionarios públicos, sino en 
que es más conveniente que las tareas sean llevadas a cabo por un privado por las ventajas comparativas que 
existen. Lamentablemente, desde el 2002 hasta ahora tenemos cuatrocientos diecisiete funcionarios menos, lo 
que implica que las tareas que antes hacían los funcionarios públicos, ahora se plantea que se deleguen. En 
principio no hay una fundamentación filosófica en contra al respecto. Queremos alertar que si no se toman 
los recaudos necesarios para poder controlar y auditar estas actividades, que son inherentes a una campaña de 
fiscalización pública, pueden verse afectadas las políticas públicas en esos sectores. Entonces, no alcanza 
solo con delegar y hacer cursos de acreditación sino que es imprescindible -los señores Diputados podrán ver 
los antecedentes de lo que sucedió con las actividades delegadas a nivel de los servicios ganaderos- que 
exista una responsabilidad a través del control y, eventualmente, la sanción para aquellos profesionales 
liberales que incumplan con lo que se les ha delegado, porque están en juego las políticas públicas. 


Por este motivo, proponemos eliminar ese artículo de la Rendición de Cuentas e iniciar un proceso de 
reflexión estratégica sobre si es conveniente continuar con esto, en qué condiciones, y en qué actividades. 
Reitero que lo más importante es asegurarse de contar con la dotación de funcionarios públicos a fin de que 
se pueden cumplir con las tareas y los cometidos inherentes a nuestra Cartera. 


SEÑOR CORBO.- En primer lugar, quiero reiterar el agradecimiento a la Comisión por recibirnos en 
el día de hoy. 


El artículo 134 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas crea un régimen especial de trabajo para atender 
actividades de vigilancia epidemiológica, inspecciones, controles, certificaciones y análisis. Con este nuevo 
régimen las autoridades del Ministerio intentan dar cuenta de la realización de una serie de actividades que el 
Ministerio las debe hacer muchas veces fuera del horario habitual de trabajo, en días inhábiles o en horarios 
nocturnos. 


Desde muchos años atrás, algunas de las actividades que engloban este régimen, están reglamentadas y se 
han instituido régimen laborales y retribuciones especiales. Este es el caso de las barreras sanitarias -que 
están incluidas aquí-, y las actividades que se realizan a nivel de los pasos de frontera, que tienen que ver con 
el control de las mercaderías y productos que se exportan e importan. O sea que, en definitiva, este régimen 


viene a cambiar condiciones de trabajo y retributivas de algunas actividades que, como decíamos, están 
reglamentadas desde muchos años. El Ministerio está obligado a prestar estos servicios las veinticuatro horas 
del día los trescientos sesenta y cinco días del año. 


Por otra parte, cabe señalar que junto a estas actividades que ya están reglamentadas desde mucho tiempo se 
incorporan otras nuevas y servicios como, por ejemplo, los de campo de sanidad animal. Muchas veces se 
realizan actividades fuera de hora, que no son retribuidas. 


Los créditos planteados para sostener las retribuciones en este nuevo sistema, no significan un gasto en sí 
porque ya se cuenta con ellos. En estos créditos están incluidos los gastos correspondientes a las 
compensaciones de barreras sanitarias, los fondos pagos por terceros por servicios extraordinarios y un poco 
más que se incorpora, pero la mayor parte de ese dinero hoy está disponible. Con él se retribuye a los 
funcionarios que cumplen aquellas actividades que al día de hoy ya están reglamentadas. 


Entonces, en tanto el sistema se amplía a más actividades con la misma cantidad de funcionarios y 
retribución, hay algunos que se verán perjudicados con la reducción de sus salarios. En este caso nos estamos 
refiriendo al personal que trabaja en áreas como, por ejemplo, los pasos de frontera, que tiene que ver 
directamente con la sanidad y el comercio exterior. Estas oficinas de control, inspección y certificación están 
muy metidas dentro de lo que es toda la logística del comercio exterior y, a nuestro juicio, son estos 
funcionarios los que se verán perjudicados desde el punto de vista económico con este nuevo sistema. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


Por un lado, queremos que los señores legisladores estén conscientes de esta situación y, por otro, 
plantear algunas modificaciones a este artículo. Uno de ellos tiene que ver con los compañeros de Dicose que 
están excluidos a texto expreso. Entendemos que a ello no le asiste racionalidad alguna ya que los 
compañeros de Dicose realizan actividades de inspección y control, muchas veces fuera de los horarios 
habituales de trabajo y en días inhábiles. Por lo tanto, creemos que no existe ninguna razón para que sean 
excluidos. 


Por otra parte, queremos proponer a los señores Diputados que cuando se reglamente este artículo se dé 
participación a nuestro sindicato. Acá tenemos un artículo que cambia la organización del trabajo y el sistema 
retributivo y hasta ahora no hemos tenido ningún tipo de participación. Por este motivo, solicitamos que se 
incluya en el texto del artículo, la participación del sindicato al momento de la reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes que nada saludo a los funcionarios del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca que nos visitan. 


SEÑOR MATTOS.- Quiero ilustrar lo que ya manifestó mi compañero. Hoy no se tomó una medida de 
lucha como, por ejemplo, hacer un paro, aunque los compañeros que están involucrados en estas tareas 
resolvieron no hacer horas extraordinarias, por lo que a partir de la hora 15 y 30 el Puerto de 
Montevideo está cerrado al igual que el de Nueva Palmira y todos los pasos de frontera. Hoy está 
cargando un barco de soja en el puerto pero a partir de la hora 15 y 30 no podrá seguir con la carga. 
Con ello queremos que se advierta la importancia significativa de los compañeros del sector en la 
economía del país. 


SEÑOR GANDINI.- Con respecto al primer aditivo que se quiere proponer, solicito que lo entreguen 
ya, así se distribuye y lo podemos tener en la mano mientras conversamos. Este tema ya lo hemos 
considerado en alguna ocasión anterior y, si mal no recuerdo, contaba con el acuerdo del señor 
Ministro de la Cartera, pero no logró el respaldo del Ministerio de Economía y Finanzas. Creo 
recordar que esto fue así, entre tantos temas que debemos manejar. De hecho, esta aspiración no fue 
considerada por el organismo y no está contemplada en el proyecto. Tiene un costo, básicamente, de 
renuncia de recaudación de Rentas Generales, pero no representa incremento de otra naturaleza. 


Si no entendí mal, esta aspiración tiene que ver con la partida de alimentación, cuyo monto actual difiere 
según la función y se solicita que todos los funcionarios del Ministerio cobren una partida de alimentación de 
$ 5.000, que se ajustaría en cada caso para equiparar los montos, y tendría un costo de $ 200:000.000. 


En este sentido, quiero que se me confirme si todo este monto va a partida de alimentación que, por lo que 
entendí, los funcionarios hoy perciben vía tique alimentación y no como una partida sumada al salario. 


SEÑOR MATTOS.- Quizás no fuimos claros. 


Percibimos dos tipos de partidas por alimentación. Una que cobramos todos, de alrededor de $ 2.200, y la 
otra la cobramos con tique, y por franjas, por un monto de $ 500, $ 1.000 y $ 1.500. Esta partida de tique no 
se ajusta desde hace quince años. 


Por eso, pretendemos que se lleve la partida de alimentación a $ 5.000, y estimamos ese costo. Es decir, se 
juntan todas las partidas y aumentamos el crédito en ese monto. 


SEÑOR GANIDL.- Está claro. 


Por otra parte, quisiera que me explicaran el contenido del artículo 133, cómo funciona en la práctica, es 
decir, qué implica esa facultad que se está dando al Ministerio para acreditar profesionales independientes 
cuando las condiciones sanitarias, higiénico sanitarias y fitosanitarias, o exigencias comerciales así lo 
requieran, y se pueda encomendar a terceros. Quiere decir que esta función que hoy cumple el Ministerio, en 
la mayoría de los casos con funcionarios propios y en algunos casos, por lo que entendí, con profesionales 
independientes, a quienes se delega, se generalizaría para cumplir estas actividades. En este sentido, quiero 
saber quién les paga a estos funcionarios independientes, con quien contratan. Están acreditados, eso lo 
entiendo; es decir, el Ministerio permite que así se haga y que sean terceros que lo hagan, con esa 
acreditación y el registro que se establece en el artículo. Entonces, me gustaría que me dieran algunos 
ejemplos de las tareas que cumplen estos profesionales y quiero saber quién las paga, si el Ministerio o el 
controlado, aspecto muy importante, porque si fuera el controlado quien paga y el Ministerio tan solo 
habilita, se genera un conflicto de intereses, ya que el que controla es el Ministerio, que es el titular de aplicar 
las políticas y el responsable de vigilar el cumplimiento de determinadas normativas muy importantes para la 
población, sobre todo, estratégicas para nuestro prestigio exportador. Si el controlador acredita simplemente y 
luego queda librado a la contratación de cualquier acreditado, por parte del controlado, que además le paga, 
no me parece que el régimen dé garantías de que el controlado, que es el que paga, sea efectivamente 
controlado y que el controlador, que es el Estado, tenga todos los elementos para que la función que se le 
encomienda, que es la de vigilar, se cumpla. Ese sistema, en teoría, no me cierra mucho; repito que no 
conozco mucho el tema. 


La delegación afirma que algunas actividades ya se cubren así, y por eso me gustaría saber cuáles son y su 
evaluación al respecto, y qué otras se harían de este modo si se aplicara el artículo 133 tal como viene 
propuesto. 


SEÑOR NEGRO.- Ya existe una vasta experiencia de profesionales de libre ejercicio en distintas áreas 
del Ministerio. 


En la documentación que entregamos se incluye un extracto del informe que hizo la consultora Cinve-Cpa 
acerca de, entre otras cosas, un diagnóstico de los Servicios Ganaderos y su capacidad de llevar adelante las 
políticas públicas. 


Existen unas cuantas actividades delegadas, y algunas ya están acreditadas; el proceso tiende a crecer. La 
acreditación implica básicamente un curso de nivelación de conocimiento de la normativa, y una parte se 
hace a distancia y otra en clases presenciales, con una plataforma. Esto habilita al profesional a realizar 
ciertas actividades, en el marco de una campaña específica para la que se acreditó. 


La acreditación es puntual. Por ejemplo, ahora se está desarrollando una para participar en las campañas 
contra la brucelosis que implica, entre otras cosas, el libre ejercicio de un profesional en un foco, en el 
movimiento del ganado, etcétera. 


Este servicio lo paga el productor, el usuario, en este caso, a un veterinario de libre ejercicio -pueden ser 
otros profesionales, como lo plantea el artículo-, que es contratado para cumplir la actividad para la que se 
acreditó y para realizar una tarea en el marco de una campaña de control o fiscalización. Las autoridades, 


como contrapartida, deberían fiscalizar o controlar las actividades del profesional liberal, para saber si 
cumplió, pero alertamos que no existen las capacidades en el campo para hacer esa tarea y, por ende, si no se 
cuenta con la capacidad para controlar -como se señala en el informe de la consultora- y, eventualmente, 
sancionar, el sistema no funciona, porque no basta con que se acredite o delegue. 


SEÑOR GANDINI.- Está claro, pero no me convence, porque tengo una dependencia salarial con 
quien tiene que controlar. Por lo que entiendo, se supone que quien debe ser controlado toma una hoja 
donde están registrados los profesionales y elige a Fulano de Tal y lo contrata. También puede pasar 
que si Fulano de Tal se pone muy cargoso y exigente, contrato a otro que sea menos complicado, que a 
lo mejor puede cumplir con los requisitos formales, pero no necesariamente es un inspector del Estado, 
que tiene la tranquilidad de que su empleo y su salario permanecerán aunque sea riguroso con su 
función, porque si no lo es, a lo mejor, se contrata otro. Eso es lo que me preocupa 


Entiendo este sistema como excepción, pero su generalización no me convence, a pesar de que ya existe en 
otras áreas. Por ejemplo, en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas desde hace años los ingenieros que 
controlan las obras son pagados por quien hace la obra, pero el ingeniero pertenece al Ministerio. Es decir, el 
que hace la obra vial le tiene que dar un vehículo y pagar determinadas prestaciones, pero lo respalda el 
Ministerio y por eso tiene la tranquilidad para elevar informes y denunciar que algo no se esté haciendo bien. 
Me quedan dudas de que esto pueda ser así cuando la relación de dependencia laboral finalmente es la que 
fija el controlado, en este caso, el productor. Por eso pregunté cómo funcionó hasta ahora. Quizás es más 
pequeño y reducido, y la capacidad de auditoría funciona mejor, pero me quedan dudas en cuanto a que la 
expansión de esto pueda funcionar bien, y no implique un afloje de marcas, donde al final, el que manda, es 
aquel al que hay que controlar. Es como ponerle una especie de impuesto: "Aguántese a un inspector, 
páguele, pero con el tiempo se puede dar un afloje en la relación y, sobre todo, en el resultado". Eso es lo que 
me preocupa. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En realidad, la preocupación es válida y compartida. Lo que plantea el sindicato 
está vinculado con áreas que hay que seguir desarrollando, que tienen que ver con el contralor y la 
fiscalización de las políticas públicas. También es cierto que gran parte de este tipo de actividades ya se 
realizan e, inclusive, han sido garantizadas por la habilitación del mercado, como es el caso de la carne. 
En la actualidad, son los veterinarios particulares los que concurren a los establecimientos y realizan el 
caravaneo, que luego es fiscalizado por los servicios veterinarios del Ministerio y en las plantas 
industriales. Esto no ha traído problemas generalizados. Al contrario, ha sido acreditado en varios 
mercados a los que Uruguay llega hoy con sus carnes. 


Lo mismo está ocurriendo con el sistema de trazabilidad, donde los lectores son operadores privados que el 
Estado ha habilitado. Tiene un registro y los habilita con una identidad para que puedan desarrollar esa tarea. 
Son pagos por los clientes y, si bien el sistema ha detectado algunos errores, se han desarrollado 
investigaciones para determinar, precisamente, si son fruto de la falta de responsabilidad del operador o de la 
tecnología que no se aplicó adecuadamente. En este sentido, creo que el Ministerio ha venido mostrando, en 
el desarrollo del SIRA, responsabilidad en la política pública porque, en definitiva, es quien debe garantizar 
la confianza del sistema. En ese aspecto se ha avanzado. 


Creo que restringir del todo esta área sería peligroso, porque caeríamos en la posibilidad de que no hubiera 
control, ya que el Estado tampoco podría fiscalizar todos los procesos. Además, se trata de un mercado 
laboral altamente competitivo, y para que el Estado pudiera retener profesionales, tendría que pagarles 
muchísimo. 


Por otro lado, existe todo un desafío en el control del uso del suelo. El modelo que está estudiando y 
poniendo en práctica el Ministerio -el Ministro ya lo ha explicado varias veces en este Parlamento- se inicia 
con una propuesta que hizo un técnico privado, pero que lógicamente es fiscalizada por esa Cartera, que es la 
que termina dando el aval en cuanto a si esos planes están o no bien desarrollados. Por supuesto que la 
verificación en el territorio es fundamental. En ese sentido, se ha venido remarcando la necesidad de 
incrementar la plantilla de técnicos formados y capacitados para que el Ministerio pueda desarrollar la tarea. 


Creo que la desarticulación que hubo del sector público en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
amerita cambiar esa tendencia. El Ministerio está haciendo política en ese sentido. Falta mucho todavía por 


avanzar, pero esto no va en contra del fortalecimiento de la política pública. 


En ese sentido, cuando el Ministro venga al Parlamento, a partir de toda la información que nos brindó el 
sindicato, intercambiaremos opiniones sobre este tema, porque el Estado necesita fiscalizar mucho más el uso 
de sus recursos naturales y, fundamentalmente, el suelo y la calidad de sus productos exportables. Si en la 
actualidad accedemos a más de cien mercados es porque en el último tiempo hemos tenido un celoso control 
en la calidad de nuestros productos. Hay que seguir avanzando; todavía tenemos desafíos, como por ejemplo, 
en lo que tiene que ver con la trazabilidad de la miel y otros productos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este artículo, después de fijarse las atribuciones del Poder Ejecutivo para 
reglamentar las condiciones y el otorgamiento de la acreditación, se establece que la autoridad 
acreditante -o sea el Ministerio- podrá disponer la suspensión de los registros respectivos en los casos 
de pérdida superviniente o incumplimiento de las condiciones o requisitos exigidos. Obviamente, si 
puede sancionar, es porque puede y debe controlar. 


Muchas veces el Estado -no solo en este caso- transfiere algunos controles a profesionales universitarios en 
particular. El caso típico es cuando se requiere por ley determinadas certificaciones notariales o auditorías 
contables. Son contratados por los clientes y están bajo responsabilidad profesional de ejercer sus profesiones 
para la cual han sido formados correctamente. 


Dejo esta consideración, sin desconocer lo que planteó la delegación de funcionarios del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR CORBO.- Nuestra preocupación -que ya hemos manifestado en otras oportunidades, y que 
tiene que ver con lo que ha pasado en Sanidad Animal, que es donde ya se viene trabajando en el 
sistema de acreditaciones- va en dos sentidos. En primer lugar, tiene que ver con la construcción de 
institucionalidad. Acá estamos hablando de políticas vinculadas con elementos centrales en la economía 
del país, como lo es el estatus, las condiciones sanitarias y las certificaciones que nos exigen los 
mercados internacionales. El Ministerio manifiesta no tener capacidad para hacer esta tarea, y por eso 
la delega. La problemática está en que no tenemos capacidad para auditar y controlar a esos 
profesionales que están actuando en este sistema de acreditaciones. Entonces, el Ministerio delega 
actividades porque no tiene los recursos humanos y materiales para realizarlas, pero tampoco dispone 
de recursos para controlar y auditar a estos profesionales. 


Por otro lado, nos parece que en algunas campañas sanitarias se ha deteriorado la calidad sanitaria que ha 
llevado adelante el Ministerio. Creemos que esto, en parte, tiene que ver con esa delegación de funciones sin 
tener capacidad real de controlar y auditar 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, tenemos prevista la visita del Ministerio para el lunes 23. De 
todas formas, la Comisión remitirá la versión taquigráfica de vuestras palabras al Ministro, lo que 


servirá de base para discutir este articulado. Asimismo, les enviaremos a ustedes la versión 
taquigráfica de hoy y de la sesión a la que concurra el señor Ministro. 


Agradecemos a la delegación toda la información brindada. 
(Se retira de Sala la delegación de funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato de Funcionarios del Ministerio de Economía y Finanzas- 
Plenario del Ministerio) 


La Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a una delegación 
del Sindicato de Funcionarios del Ministerio de Economía y Finanzas -Plenario del Ministerio-, integrada por 
la señora Claudia Rivero, de la Contaduría General de la Nación, el señor Guzmán Lajuni, de la Auditoría 
Interna de la Nación, el señor Osvaldo Durante, de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, y el señor 
Basilio Pintos, de la Dirección Nacional de Aduanas. 


SEÑOR LAJUNL.- Agradecemos a los integrantes de la Comisión por habernos recibido. 


En primer lugar, queremos dejar constancia que el Plenario de sindicatos del Ministerio de Economía y 
Finanzas adhiere totalmente a la posición de COFE con respecto a las normas generales de los funcionarios 
públicos. También queremos dejar constancia -tal como explicamos en la nota que enviamos- de nuestra 
preocupación por la ausencia de ámbitos de negociación colectiva para considerar los artículos del proyecto 
de ley de Rendición de Cuentas relativos a este Inciso, los cuales nos fueron entregados cuarenta y ocho 
horas antes de que la iniciativa fuera enviada al Parlamento. Esta situación nos preocupó y nos tomó de 
sorpresa, ya que se nos había dicho que lo establecido en esos artículos iba a conformar una ley aparte; eso 
fue lo que se le dijo a los gremios y a los legisladores. 


Asimismo, debemos decir que no pudimos discutir estos artículos con el señor Ministro porque, si bien desde 
el mes de junio estamos solicitando una bipartita, no se nos concedió. Por lo tanto, tuvimos que recurrir a los 
señores legisladores. 


SEÑORA RIVERO.- El artículo 106 de esta Rendición de Cuentas crea un fondo de reserva para 
resolver el déficit que tiene el Servicio de Garantía de Alquileres. Ese déficit se generó al perderse el 
manejo de los recursos obtenidos por ese servicio, ya que en la Ley de Presupuesto se traspasó la 
titularidad a Rentas Generales. 


Nosotros, como sindicato, no estamos en contra de la creación de este fondo para que se resuelva la situación 
de déficit que atraviesa el Servicio de Garantía de Alquileres, pero sí estamos muy preocupados, porque 
entendemos que no existe una política seria y real en materia de vivienda, específicamente, en la parte de 
arrendamiento. 


Hace muchos años, el Ministro de la época, el contador Astori, resolvió trasladar el Servicio de Garantía de 
Alquileres al viejo local del Banco de Crédito, ubicado en Ciudad Vieja. En aquel momento, nosotros 
planteamos varias objeciones, las cuales fueron escuchadas, por lo que dicha mudanza no se realizó. Pero 
ahora, el Ministro Lorenzo está empeñado en llevarla a cabo; de hecho, deben haber leído en los diarios que 
se está llamando a licitación para arreglar ese edificio. De acuerdo con lo que nos dijeron las autoridades, la 
refacción de ese edificio cuesta, aproximadamente, US$ 2:000.000. 


Sabemos que actualmente el Servicio de Garantía de Alquileres no se encuentra en un lugar adecuado, ya que 
no tiene la infraestructura necesaria para atender público; estamos de acuerdo en eso, pero no con el lugar 
elegido para reubicarlo. Se debe tener en cuenta que la mayoría de los usuarios de nuestro sistema son 
personas de mucha edad y que podría serles dificultoso, debido a la locomoción, trasladarse hasta Ciudad 
Vieja. En realidad, no es lo mismo acceder al Centro que a Ciudad Vieja; no se debe olvidar que estamos 
ubicados cerca de las terminales y de los servicios públicos, como la Intendencia de Montevideo y la UTE. 
Por lo tanto, los usuarios, cuando alquilan su casa, pueden acceder a estos servicios fácilmente, lo cual no 
ocurrirá si el local se traslada a Ciudad Vieja. 


Por otro lado, nosotros consideramos que el presupuesto que se destinará a la reparación del local de Ciudad 
Vieja será dinero tirado, porque ese edificio tiene importantes problemas estructurales. Si bien se nos dijo que 
los problemas de inundación se pueden solucionar con la instalación de una bomba de achique, el edificio se 
inunda cada vez que la marea sube, ya que es un problema de la zona. Por lo tanto, nosotros vemos con 
preocupación la realización de esa mudanza. 


Además, ese traslado también acarreará problemas a los trabajadores, ya que estarán alejados de la 
Contaduría y perderán un montón de prestaciones, lo que repercutirá en su salario. Digo esto porque dentro 
del Ministerio hay una cantina y tenemos muy cerca el jardín de infantes. Por lo tanto, entendemos que habrá 
un perjuicio para los trabajadores y para los usuarios. 


Por esta razón, hablamos con el señor Ministro y le dijimos que nos parecía más viable construir un edificio 
sobre el estacionamiento que está en la esquina, pegado al Ministerio, lo cual no sería tan costoso como 
refaccionar el edificio de Ciudad Vieja ya que, probablemente, en poco tiempo, no podrá funcionar 
correctamente. El señor Ministro nos respondió que no estaba de acuerdo y que quería trasladar el Servicio de 
Garantía de Alquileres a Ciudad Vieja debido a que allí se concentraba la política de vivienda en dos 


manzanas, teniendo en cuenta que del otro lado del Banco de Crédito se encuentran el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y la Agencia Nacional de Vivienda. 


De todos modos, nosotros sostenemos que no es una buena reubicación y queríamos hacer la denuncia ante el 
Parlamento. 


Los artículos 110 y siguientes refieren a la Dirección Nacional de Aduana, y si bien los funcionarios de esta 
Dirección, debido a su particular negociación colectiva, bastante simbólica, solicitaron una entrevista con 
esta Comisión, nosotros, como Plenario -que ellos integran-, queremos decir que les damos nuestro total 
apoyo, sobre todo, teniendo en cuenta el conflicto que tienen los aduaneros actualmente. 


Asimismo, queremos solicitar la incorporación de un par de artículos que hemos redactado y que ya 
presentamos. Uno de estos artículos refiere a la presupuestación de los funcionarios contratados. Si bien 
estamos de acuerdo con lo planteado en general por COFE, entendemos que es necesario presupuestar a los 
funcionarios que tienen contratos temporales, ya que se trata de personas que hace mucho tiempo que están 
trabajando, que han dado varios concursos y que han sido capacitados por el Estado 


Además, se debe tener en cuenta que la población de funcionarios está bastante envejecida y que los 
trabajadores contratados conforman la fuerza que está moviendo las estructuras en un montón de nuevos 
desafíos que está emprendiendo la Administración. Por lo tanto, entendemos que se trata de un capital que no 
se debe perder. 


Asimismo, existe un problema con las empresas unipersonales. Tenemos una cantina comedor que cuenta con 
diez empleados, que hace mucho tiempo que están trabajando allí. En realidad, esas personas no tienen 
empresas unipersonales y la relación se ha desvirtuado muchísimo. Ellos marcan asistencia, tienen uniforme 
y el contrato firmado por el Estado. Lamentablemente, muchas de estas personas se han ido jubilando con $ 
4.000, porque es lo que han aportado como empresa unipersonal, tratándose en realidad de una relación 
laboral totalmente encubierta. Además, de quererlo, el BPS podría ir a constatar la irregularidad que existe en 
el Ministerio de Economía y Finanzas. Por eso, planteamos este artículo, porque están las leyes que previeron 
ese tipo de arrendamiento de servicios. Es una situación que nos preocupa mucho. Hay gente que lleva 
diecisiete o dieciocho años trabajando en esas condiciones, sin tener las más mínimas garantías, sin derecho a 
licencia o a aguinaldo. Además, sus sueldos no son muy exorbitantes que se diga; están ganando entre $ 
8.000 o $ 9.000 líquidos. 


Además, hicimos un estudio de las vacantes que tenemos en el Ministerio y sabemos que alcanzan 
perfectamente para regularizar tanto a nuestros trabajadores temporales como a las empresas unipersonales. 
Simplemente habría que adecuar las denominaciones de las vacantes o de los grados para que sean grados de 
ingreso. Así perfectamente alcanza y sobra para regularizar todas estas situaciones en cualquiera de las 
Unidades Ejecutoras del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR DURANTE.- En lo que concierne al sindicato de la Dirección Nacional de Loterías y 
Quinielas, planteamos cómo se puede llegar a cambiar el régimen de contratación de los niños 
cantores. 


El régimen que tenemos hoy es el que se votó en el Presupuesto Nacional. ¿Qué sucede? Son becarios, ganan 
mucho menos de lo que percibían antes de que entrara en vigencia el Presupuesto y, a su vez, hay una 
complicación enorme para pagarles el sueldo, que actualmente sale como un gasto. Entonces, hay que esperar 
a que el Directorio del INAU dicte una resolución, que luego va a la Dirección Nacional de Loterías y 
Quinielas, donde se liquida, llevándose al Ministerio de Economía y Finanzas, desde donde se transfiere 
nuevamente el dinero al INAU y recién ahí se les paga. Ha ocurrido, por ejemplo, que el sueldo de mayo de 
los niños cantores se les pagó entre el 28 y 29 de junio y, hoy, en julio, el sueldo de junio aún no lo han 
percibido. 


Este artículo que presenta el sindicato es para que la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas vuelva a 
tener la potestad de pagarles directamente el sueldo y que no haya atrasos. A su vez, se pretende motivar a los 
chiquilines, porque con esta beca de dos años, los últimos meses terminan en un dolor de cabeza tanto para el 
sindicato como para la Administración, porque los chicos no están motivados ya que no vislumbran la 


posibilidad de competir para quedarse, ya sea dentro de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas o en la 
órbita del Inciso. Este artículo permite darles un plus. 


Lamentablemente, esto lo planteamos aquí en oportunidad de tratarse el Presupuesto. También lo expusimos 
ante la Cámara de Senadores. Desgraciadamente, no se nos tuvo en cuenta o no se entendió que iba a ser un 
dolor de cabeza, tanto para este sindicato, como para la Administración. Una prueba de ello es que hace diez 
días, en una reunión que tuvimos con el Directorio del INAU para destrancar el pago del sueldo de mayo, 
planteamos este artículo, y si bien ese organismo todavía no nos ha contestado oficialmente, sabemos, 
extraoficialmente, que está de acuerdo en que esto tiene que modificarse, porque es un dolor de cabeza para 
ellos. A su vez, la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, en la persona del Director Luis Lamas, tiene la 
misma opinión. 


SEÑORA RIVERO.- Queremos plantear nuestra preocupación por dos situaciones. 


Una es la siguiente. Hace dos años, el sindicato de la Contaduría General de la Nación estuvo en el 
Parlamento explicando que si bien el organismo tiene, por ley, el cometido de participar en la elaboración del 
Presupuesto -no en la parte política, pero sí en la técnica-, no lo había hecho. Hablamos con varios 
legisladores e hicimos la denuncia. Era obvio que los funcionarios de la Contaduría General de la Nación no 
habíamos participado en la elaboración de ese Presupuesto. 


Hoy, se sigue trabajando de esa manera, a través de una resolución del Ministerio de Economía y Finanzas. 
En esta Rendición de Cuentas, la Contaduría participó un poco más, pero no pudo cumplir con su cometido 
legal. 


Por otra parte, también queríamos denunciar lo siguiente. En la Ley de Presupuesto se votó, en acuerdo con 
el señor Ministro, la facultad del Ministerio de Economía y Finanzas de salarizar unas partidas que se vienen 
percibiendo desde hace muchos años. Se tomó todos los datos a los efectos de hacer los cálculos y nosotros 
pedimos que todo fuera concomitante. El Ministro nos pidió que, en virtud de que era la primera experiencia, 
salarizáramos el 5% y, posteriormente, el resto de las partidas. A casi diez meses de salarizado ese 5%, no 
hemos salarizado ninguna de esas otras partidas. Hemos pedido una bipartita desde principio de junio. Hace 
quince días que tenemos pedido un ámbito de negociación en la DINATRA, pero el Ministerio de Economía 
y Finanzas siempre presenta una excusa para no concurrir. 


Estamos muy preocupados, porque los ámbitos de negociación colectiva deben ser reales. El Ministro pidió 
que le creyéramos y nos dijo que el resto se iba a hacer a posteriori. Nosotros le creímos y hoy la respuesta 
del señor Pedro Apezteguía es que no va a salarizar nada y peligra el 50% de nuestro sueldo. 


SEÑOR IBARRA.- Ustedes comprenderán que la decisión sobre el nuevo local para el servicio de 
garantía de alquileres es específica del Ministerio. Es muy difícil que nosotros podamos involucrarnos, 
más allá de que hablemos al respecto. Sin duda, sus argumentaciones son interesantes, sobre todo, lo 
relativo a las inundaciones, de lo que no tenía conocimiento, a pesar de que trabajé durante mucho 
tiempo en esa zona; no sabía que se inundaba. 


En cuanto a los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas, que ellos ya han hablado con nosotros. 
Quedaron en venir y así conversaremos directamente. 


Con respecto a los niños cantores becarios -estaba mirando el artículo 316 de la Ley Presupuestal-, quisiera 
que abundaran un poco más. Me parece bien lo que se establece en el segundo inciso del artículo planteado, 
en el sentido de que se les compute el desempeño como mérito ante futuras convocatorias a concursos de 
ingresos en el organismo. 


¿Se decía que el Director está de acuerdo? 
SEÑOR DURANTE.- Sí, extraoficialmente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


SEÑOR IBARRA.- Quisiera saber si esto se planteó a través de la Dirección Nacional de Loterías y 
Quinielas, al Ministerio o es un acuerdo que se hace por afuera, porque también interesa a los efectos 
de conversar con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Con respecto al penúltimo inciso, de reasignación de partidas ¿a qué corresponde esa reasignación? Lo 
pregunto porque acabamos de recibir esta propuesta y no interpreto bien la necesidad de reasignación de esos 
créditos. 


SEÑOR ABDALA.- Quería consultar sobre los mismos aspectos que planteaba el señor Diputado 
Ibarra. 


A título informativo, quisiera saber qué nivel de ejecución tiene el traslado del servicio de garantía de 
alquileres. Es decir, ¿qué grado de inminencia tiene esa mudanza? ¿Es algo en vías de ejecutarse o estamos 
en la fase preparatoria? 


Lo de las empresas unipersonales no es nuevo para nosotros; ya habíamos tenido noticia de situaciones de esa 
naturaleza, las que, obviamente, se agregan a las realidades de precariedad laboral que hay en distintas 
reparticiones o sectores del Estado. En alguna conversación informal con gente de COFE se nos dijo que 
serían más de 30 casos. 


Quisiera saber si efectivamente es un número ilustrativo o se corresponde con la realidad. Más allá de que se 
mencionó una situación concreta con relación a quienes trabajan en la cantina, quisiera saber qué otro tipo de 
funciones o de situaciones de funcionarios hay con este formato de vínculo laboral. 


En cuanto al tema de la salarización de las partidas, se nos ha transmitido una suerte de incumplimiento por 
parte del Ministerio. Quisiera saber de dónde surge formalmente el compromiso del Estado, de la 
Administración o del Ministerio. ¿Surge de un acuerdo? ¿Surge de alguna disposición de la Ley de 
Presupuesto que estableció un compromiso en el sentido de encaminarse a un acuerdo entre las partes para 
poder concretarlo, o de algún otro tipo de instrumento? Sería interesante conocerlo, porque incumplir un 
compromiso no es un tema menor; obviamente, implica un acontecimiento grave. 


SEÑOR ASTI.- La mayor parte de mis inquietudes ya fueron planteadas por el señor Diputado Ibarra 
y por el señor Diputado Abdala. 


Con respecto al artículo 106, quiero saludar el ingenio de la delegación al incluir el tema del edificio para 
poder presentarlo en la Comisión. Les sugiero que este tema se debería plantear en el ámbito de la Comisión 
de Legislación del Trabajo, al igual que algunas de las denuncias incluidas en el punto tres. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


SEÑOR DURANTE.- En el caso del régimen de los Niños Cantores, el artículo que se propone fue 
entregado al Inau y al Director Nacional de Loterías y Quinielas. Vuelvo a repetir que oficialmente 
todavía no contestaron, porque tal vez no tuvieron el tiempo necesario para estudiarlo, a pesar de que 
hace más de una semana que se les entregó. 


Hay un problema enorme para pagar los sueldos a los chiquilines y se necesita una resolución mensual del 
Directorio del Inau para prorrogar la beca por dos años más. Por eso, el Inau quiere que vuelvan las 
potestades a la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, para poder pagar directamente los sueldos de los 
Niños Cantores. A su vez, la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas entiende que es lo ideal y que se 
debe motivar a los chiquilines, porque al final de la beca de dos años, empiezan a faltar. A eso me refería 
cuando hablaba del dolor de cabeza de la Administración, porque no tiene contemplado ningún plus, como 
aquí se hace, para poder concursar por una vacante presupuestal en el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que cuando usted habló de la solicitud de que la Dirección Nacional 
de Loterías y Quinielas pagara directamente los sueldos se refería a la beca. Después, veremos la 
transformación. Por ahora, sería poder pagar directamente la beca, en las condiciones previstas. 


SEÑOR DURANTE.- Este artículo lo permitiría a partir de la vigencia de la ley de Rendición de 
Cuentas recién en enero. De acá hasta diciembre inclusive, seguiríamos con el régimen actual. Reitero, 
el sueldo de mayo lo han cobrado en junio. 


SEÑORA RIVERO.- Voy a tratar de evacuar el resto de las preguntas. 


Con respecto al artículo que proyectamos de regularización de contratados, cuando se habla de 
reasignaciones, el problema es que las unipersonales se pagan por promoción social, no están en el Rubro 0. 
Por eso, preveíamos que podía haber necesidad de reasignar de ese rubro al Rubro 0. De todas formas, 
nosotros tenemos ciento tres vacantes sin llenar en nuestra Unidad Ejecutora, cincuenta y dos temporales y 
diez unipersonales. Por lo tanto, nos daría y nos sobraría; inclusive, no necesitaríamos reasignar. Pero 
pusimos esto como una medida de precaución. Además, no tiene costo presupuestal porque hay vacantes. 


Con respecto a los vínculos contractuales, en el Inciso 05 hoy existen temporales, como en toda la 
Administración, y esta particularidad de unipersonales. Como se dijo, COFE habló de unos treinta casos. En 
nuestra Unidad Ejecutora, en Contaduría General de la Nación, hay diez personas que trabajan en la cantina 
del Ministerio. Además, hay unas treinta personas más en el jardín de infantes. En la Ley de Presupuesto se 
creó la facultad de hacer una fundación, que acaba de tener la aprobación del Ministerio de Educación y 
Cultura, y esas personas pasaron a planilla. Nunca estuvimos de acuerdo con que las trabajadoras del jardín 
de infantes estuvieran en fundación, porque también es una situación precaria. De todas formas, es mejor que 
ser unipersonal, porque, por lo menos, tienen derecho a licencia. Nos siguen quedando estas diez personas de 
cantina. Hace unos pocos meses, se jubiló una de ellas y solo cobra $ 4.000. 


Por lo tanto, los tres vínculos con que cuenta el Inciso 05 son: fundación, unipersonales y temporales, más la 
particularidad de los Niños Cantores. Hay un tema social con respecto a ellos, pues vienen del Inau. En esta 
actividad creaban un lazo con la Unidad Ejecutora y hábitos de trabajo, pero hoy, al ser simples becas, eso no 
está sucediendo. Se ha perdido una política en materia social que venía desde los años cincuenta y que era 
muy buena para su reinserción. 


En cuanto al edificio para el servicio de garantía de alquileres, sabemos que se está convocando a licitaciones 
para el tendido eléctrico, etcétera; por lo tanto, entendemos que está en una fase preparatoria. Se nos dijo que 
se va a encargar el arquitecto que hizo la Agencia Nacional de Vivienda. No dudamos de que el edificio 
inicialmente quede bien, pero consideramos que a la larga, no va a ser una buena inversión, porque tiene 
problemas estructurales. Pero, además de los problemas del edificio, entendemos que hay un perjuicio para 
los usuarios, y eso es parte de una política social. Para la gente que tiene setenta años no es lo mismo 
trasladarse a Ciudad Vieja que a Colonia y Paraguay. 


Con respecto a las salarizaciones, en la Ley de Presupuesto se facultó a salarizar una partida llamada 5%, que 
estaba en el artículo 169 de la Ley N* 16.170. Para el cálculo de salarizar esa partida, se nos tomaron otras 
columnas que cobramos también por extrapresupuestales. Nosotros le pedimos al Ministro salarizar todo en 
conjunto, y él nos dijo que más adelante. Es cierto que se nos están pagando, el problema es que es un 
acuerdo verbal con el Ministro. Lo único que tenemos es un "power point" hecho por la Gerente Financiera 
del Ministerio de Economía y Finanzas. Si mañana el Ministro no está, este acuerdo cae. Eso es lo que nos 
preocupa, porque el 50% de nuestro sueldo está enganchado en ese compromiso verbal. El Ministro nos pidió 
que le creyéramos e hicimos la tontería de hacerlo. Hoy, el señor Azpezteguía se da el lujo de no convocar a 
bipartita y decirnos que ellos no incumplen ningún tipo de compromiso porque nos pagan las partidas. Es 
cierto que nos siguen pagando las partidas, pero queremos saber qué va a pasar cuando este Ministro se vaya, 
porque hace muchísimos años que las estamos cobrando. Además, si pensamos con una visión de futuro, 
debemos tener en cuenta que es inminente la aprobación del proyecto del estatuto, en el cual estamos 
trabajando con COFE -el artículo 7* es la réplica del artículo 8” del Estatuto del Funcionario- y no sabemos 
cómo van a quedar nuestros sueldos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que vamos a enviarles a ustedes la versión taquigráfica de la 
reunión, también al Inau, por lo que refiere a los Niños Cantores, y al Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Agradecemos su visita. 


(Se retira la delegación del sindicato de funcionarios del Ministerio de Economía y Finanzas Plenario 
Ministerio) 


(Ingresa a Sala una delegación de Andebu) 


La Comisión da la bienvenida al señor Gabriel Silva y a los doctores Rafael Inchausti y Juan Andrés 
Lerena, representantes de Andebu, a quienes cedemos la palabra. 


SEÑOR INCHAUSTI.- El motivo de la solicitud de esta audiencia es para exponer nuestros puntos de 
vista y opiniones, principalmente, sobre los artículos 135 y 136 del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas, sin perjuicio de que también vamos a mencionar alguna incidencia que tiene sobre nuestra 
actividad el artículo 191. 


El artículo 135 es el que prevé que los titulares de servicios de radio y televisión, también de televisión para 
abonados en sus señales propias y las señales en televisión que se generen desde el Uruguay, deberán permitir 
el uso gratuito de hasta quince minutos diarios no acumulables para realizar campañas de bien público por 
parte de organismos públicos y personas públicas no estatales. 


A nuestro entender, este artículo vulnera algunas disposiciones constitucionales, en la medida en que les 
obliga a los titulares de los medios de comunicación, que están referidos en el artículo, prestar servicios 
gratuitos al Estado. 


Los medios de comunicación prestan un servicio de interés público, así está definido en el Decreto-Ley _N* 
14.670, que es el que regula, en su parte sustancial, el servicio de radiodifusión. Y en función de haber sido 
calificado como servicio de interés público, está disposición es un reconocimiento del interés social que tiene 
la actividad de los medios de comunicación. 


A través de la historia, los medios de comunicación han prestado sus servicios a distintas organizaciones 
públicas y privadas, que tienen funciones de apoyo social o de respaldo a diferentes actividades de bien 
público, y lo han hecho voluntariamente. No es necesario que señale casos concretos. Todos sabemos que los 
medios de comunicación, cada radio, cada estación de televisión, han realizado en muchos momentos, y lo 
llevan adelante en forma constante, actividades de apoyo a distintas actividades sociales, no solo en casos de 
necesidad pública, como lo han sido las inundaciones, grandes temporales u otras situaciones de adversidad 
meteorológica, sino también en iniciativas que han tomado en forma directa cada uno de ellos o a través de 
las organizaciones gremiales para apoyarlas. Por ejemplo, a aquellas que apoyan a los discapacitados, a la 
niñez y a la adolescencia o para el equipamiento de sanatorios, hospitales o de escuelas. Es decir que en cada 
localidad, las emisoras más pequeñas y económicamente menos pudientes hasta los principales canales de 
televisión de nuestro país, han desarrollado a lo largo de toda su existencia iniciativas de apoyo a estas 
actividades sociales. Lo han hecho voluntariamente y no solo a favor de organizaciones privadas sino 
también de organismos públicos. Por esa razón pensamos que no es adecuado prever que una ley imponga a 
los particulares una conducta que ya cumplen voluntariamente. Sin perjuicio de eso, el hecho de obligar a los 
titulares o a los medios de comunicación de prestar servicios gratuitos al Estado, es una situación 
excepcional; no registra antecedentes en ninguna otra actividad en nuestro país. Es decir, a ningún particular 
se le obliga a prestar servicios gratuitos al Estado. Solamente hemos visto estas ideas planteadas en 
situaciones referidas a los medios de comunicación. 


La razón por la cual se ha pretendido que los medios de comunicación presten servicios gratuitos al Estado - 
servicios de difusión, de campañas de interés público y general- es que utilizan frecuencias radioeléctricas en 
forma gratuita. Eso tiene que ver con el artículo siguiente. Si el argumento principal por el cual se ha 
pretendido que los medios de comunicación prestaran servicios gratuitos al Estado es el hecho de que utilizan 
en forma gratuita frecuencias radioeléctricas, existe una contradicción entre el fundamento de una y otra 
disposición, ya que el artículo 136 prevé que el Poder Ejecutivo pueda fijar un precio por la utilización de las 
frecuencias. 


Es válido decir que lo medios de comunicación, no solo utilizan la frecuencia por la cual hacen llegar sus 
mensajes a la audiencia, sino también para realizar enlaces técnicos entre plantas trasmisoras y sus estudios, 
enlaces para trasmisión de eventos y enlaces con sus equipos móviles. Por todas esas frecuencias que utilizan 
pagan los precios que fija el Poder Ejecutivo y que están regulados en un tarifario que administra la Ursec. Es 


decir que los medios de comunicación, efectivamente, realizan pagos al Estado por la utilización de las 
frecuencias. La única frecuencia por la cual no pagan -y eso está previsto en la legislación actual- es por la 
que hacen llegar su mensaje de comunicación a los usuarios. Eso tiene un fundamento lógico y razonable, y 
es que el servicio que prestan a la población es gratuito y ha sido declarado por ley de interés público. Es una 
razón también de fomento, de la instalación de las estaciones de radio y televisión en todo el país, y así ha 
funcionado en toda la historia. El Estado no ha pretendido generar ingresos por el uso de estas frecuencias, 
como forma de estímulo para la instalación de las estaciones de radio y televisión en todo el país. Es así que 
en nuestro país se han instalado una gran cantidad de estaciones de radio y televisión. Esa densidad es muy 
superior a la que tienen otros países en el mundo. En Uruguay existen 280 emisoras privadas, 50 emisoras 
públicas y 90 emisoras comunitarias autorizadas a operar, más allá de las que todavía están en trámite de 
regularización por parte de la Ursec. 


En definitiva, si contáramos a todas las emisoras instaladas en nuestro país en este momento, nos 
encontraríamos con más de 600. Calculamos que existen 400 emisoras más que se encuentran emitiendo al 
margen de toda regulación y previsión legal. 


Una de las razones por la que también objetamos la utilización de minutos por parte del Estado en los medios 
privados, es que el Estado cuenta con sus propios medios para emitir sus contenidos y realizar este tipo de 
campañas que se está imponiendo a los operadores privados. El Estado cuenta en todo el país con 32 
emisoras de televisión y 24 radios, 3 en la banda de AM y 21 en la banda de FM. Es decir que el Estado tiene 
56 emisoras de radiodifusión en todo el país, con las que podría implementar la difusión de estas campañas 
para los organismos públicos. 


Creemos que ese es un elemento que también hace perder valor al sustento por el que se pretende fijar un 
pago por la utilización de las frecuencias. Si el Estado posee esta cantidad de emisoras para realizar sus 
campañas de difusión y prestar el servicio a las audiencias, y si además el artículo 135 prevé que la 
aplicación de esta obligación de prestar servicios al Estado no solamente cabe a los titulares de radio y 
televisión abierta sino también a los titulares de televisión para abonados, en sus señales propias, y a las 
señales de televisión que se generan desde Uruguay, tenemos que concluir que el valor del servicio no reposa 
solamente en la frecuencia sino en la instrumentación del proyecto de comunicación que realizan todos los 
radiodifusores sobre ese soporte que son las frecuencias radioeléctricas. El valor de un medio de 
comunicación no reside en la frecuencia que utiliza, sino en el proyecto de comunicación que se desarrolla a 
partir de ese soporte que es la frecuencia radioeléctrica. En esa medida, el Estado se estaría apropiando del 
esfuerzo empresarial -en el caso de las emisoras comerciales privadas- y del esfuerzo de generación y de 
adquisición de contenidos para difundir a la población, que es lo que conforma la propuesta de comunicación, 
sobre la cual se basa el prestigio, la confianza y la importancia de un medio de comunicación. Es decir que no 
se refiere estrictamente a la frecuencia ya que, en razón de lo que he dicho recién, no es el elemento que tiene 
el valor principal. Reitero: el valor principal de los medios de comunicación es el desarrollo y las 
aplicaciones que las organizaciones realizan para elaborar un producto de comunicación, que es el que hacen 
llegar a las audiencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber cuál es la situación internacional sobre estos temas en 
comparación con Uruguay, y cuántas horas promedio de transmisión tienen los distintos emisores, de 
acuerdo con el medio. 


SEÑOR GAMOU.- En primer lugar, leí el informe que trajeron. Estuve sacando algunas cuentas, pero 
claro, como uno no está en el ambiente, puede ser que sean de almacenero. 


En las señales internacionales, en los enlatados, hay aproximadamente 18 minutos de propaganda por hora de 
transmisión. Si calculamos 24 horas de transmisión -la mayoría transmite 24 horas o alquila su programación 
a algunas producciones en la noche, que no sé hasta qué punto defienden la cultura nacional-, habría unos 
432 minutos de propaganda diaria. Siempre tomando en cuenta que los medios de comunicación defienden la 
democracia. Lo que se cobraba a todos los partidos políticos en campaña electoral era aproximadamente US$ 
1.000 el minuto, con un minuto de bonificación, es decir, unos $ 10.000 por minuto. He estado sacando 
algunas cuentas a la pasada, y me da más de doscientos mil dólares diarios de facturación. El Estado estaría 
pidiendo 15 de esos 432 minutos diarios. No veo cuál es el problema. 


Por otro lado, no se quiere que el Estado fije, a través de la modificación del literal E), determinado canon a 
pagar por parte de las emisoras. Estoy de acuerdo con que la voluntad del legislador no fue generar un precio 
porque se fomentaba la cultura nacional. También estoy de acuerdo con que la existencia de una gran 
cantidad de emisoras se debe a eso, pero a que es un gran negocio. ¡Entendámoslo! No veo a nadie que se 
queje por tener un canal de televisión o una radio. Además, hemos visto que se han vendido radios en precios 
millonarios. 


Por lo tanto, me parece que no debería molestar esto que se presenta como una especie de atentado al derecho 
de propiedad. En realidad, se está regulando algo que pertenece a absolutamente todos los uruguayos. De la 
misma manera que cuando se extraiga petróleo -que ojalá se extraiga- o hierro del subsuelo uruguayo, habrá 
que pagar un canon, quienes usufructúen las frecuencias, haciendo una gran inversión -es verdad-, también 
deberán cumplir su cuotaparte de compromiso económico y social. 


Todos defendemos abiertamente la libertad de expresión, pero esto de ninguna manera va en su contra. En 
todo caso, es entendible que aquellos que hacen inversiones económicas se quejen porque de repente se les va 
a cobrar un poco más. 


El negocio de la televisión y la radio en Uruguay es muy bueno y estamos hablando de 15 minutos diarios de 
algo que nos interesa a todos, inclusive, al personal y a los dueños de los medios, como son las campañas de 
atención pública. Además, se habla de una contradicción entre los artículos 135 y 136. Habrá que ver cuál es 
el canon que se cobra. Creo que acá se está procurando algo que es acorde con las pautas mundiales en ese 
sentido, como son las campañas públicas. Hasta ahora Uruguay no las ha tenido; este es un primer intento. 


Por lo tanto, teniendo en cuenta las cifras que se manejan en esos medios -recuerdo que un minuto al aire en 
los canales de televisión cuesta US$ 1.000 más IVA y hay, aproximadamente, 432 minutos diarios de 
propaganda-, no me parece en absoluto una exageración pedir 15 minutos. 


SEÑOR IBARRA.- En cuanto al artículo 191, debo decir que han concurrido a mi despacho un par de 
delegaciones y tengo un artículo sustitutivo. En su momento veremos si podemos mejorar su redacción. 


Respecto al artículo 135, no voy a hacer mención a normas vinculadas directamente con la radiodifusión, con 
la televisión, sino que aplicaré criterios comunes de cualquier ciudadano, al igual que hice en cuanto a la 
medida de limitar la información, en algunos casos bestiales, de los informativos. No fui yo el de la 
iniciativa, pero teniendo en cuenta cómo venía la televisión abierta, me pareció absolutamente lógico 
proteger a los menores, más allá de que, por supuesto, algunos integrantes de los medios de comunicación, 
sobre todo televisiva, hicieron editoriales. Antes que los intereses personales y económicos está la protección 
de nuestros niños, más aún con la situación que vivimos en el país con la violencia, la violencia doméstica, la 
droga, etcétera. 


Entonces, al igual que estuve de acuerdo con esa iniciativa que, por suerte, se concretó y significa proteger en 
el horario del menor a nuestros niños y adolescentes, no veo que este artículo vulnere, de ninguna manera, la 
propiedad privada ni, en definitiva, los intereses de determinadas empresas, como son las que componen 
Andebu. 


Además, muchos de los argumentos expuestos no me conforman. Se dice que el Estado cuenta con medios 
propios de radio y televisión. Yo soy consumidor de la televisión, sobre todo de la parte informativa y de los 
programas que tienen que ver con lo social, lo político, lo económico. Veo tanto los canales 4, 5, 10 y 12, 
como VTV, pero a veces el canal 5, por el poco tiempo que tengo, no lo veo porque me interesa más algún 
otro programa sobre los temas que acabo de mencionar. Por lo tanto, usar solo los medios del Estado sería 
constreñir la posibilidad cierta de que la ciudadanía acceda a una campaña, que no es para el partido político 
ni para el Poder Ejecutivo, y, menos aún, para el Poder Legislativo o el Poder Judicial, sino para la sociedad. 
Una cosa es hacer una campaña para Teletón o distintas fundaciones, o cuando hay problema con un incendio 
o con inundaciones, lo que realmente saludo con mucho entusiasmo. Bueno sería que los medios de 
comunicación uruguayos no tuvieran la sensibilidad suficiente como para atender esas situaciones de real 
emergencia para el país. Eso es una cosa. Otra cosa es que el Estado, captando las necesidades de la sociedad 
-como son los temas de la droga, de la violencia doméstica, etcétera-, solicite a los medios de comunicación 
que le cedan 15 minutos diarios, de los que, quizás, solo utilice la mitad o durante la mitad del año, un mes o 
no utilice en todo un año. Creo que el Estado está en todo su derecho de hacerlo. 


Por lo tanto, saludo este artículo 135 y pido a los empresarios que tengan la sensibilidad para darse cuenta de 
que la sociedad uruguaya, en este momento, por distintos motivos -en cuyas causas no voy a entrar-, necesita 
campañas que hagan pensar a los jóvenes, a los niños y a los padres que es necesario cambiar algunas cosas. 
Sería una gran colaboración de parte de las empresas privadas que contiene Andebu que cedieran 15 minutos 
diarios. 


Para finalizar, quiero decir que me satisface cuando los distintos canales de televisión, de Montevideo o del 
interior, colaboran y toman iniciativas. Lo aplaudo a rabiar y lo planteo en los ámbitos en los que me muevo, 
pero este es un caso distinto, no es sobre algo concreto de una empresa o una fundación, sino que se trata de 
algo que tiene que ver con la sociedad. Quizás dentro de cuatro, diez o 15 años, cuando el sistema político en 
general y, fundamentalmente, la sociedad logremos superar el flagelo de la droga y de la violencia doméstica, 
eso se pueda cambiar, pero en el momento actual aplaudo el artículo 135. Me parece muy buena la 
argumentación que los invitados nos hicieron llegar sobre el artículo 136 y la voy a considerar, pero este tema 
tiene que ver con el humanismo, con la fraternidad, con la solidaridad, con defender a nuestra propia 
sociedad, dándole posibilidades de que al menos se prenda una lucecita verde para ver cómo es el camino que 
debe adoptar para cada uno de los temas. Sin duda este Gobierno o los próximos -que no sabemos qué color 
tendrán- podrán utilizar este mecanismo. 


SEÑOR ABDALA.- Queremos hacer una reflexión inicial con relación a estos dos artículos, porque 
esta es la primera oportunidad en la que este asunto se aborda en esta instancia legislativa de la 
consideración de la Rendición de Cuentas. Francamente, creo que es oportuna la presencia de Andebu 
para poder empezar a intercambiar ideas con relación a este asunto. 


Estas dos disposiciones nos preocupan mucho y no entendemos la necesidad de introducirlas aquí. Estas 
disposiciones no son de naturaleza presupuestal. Podría haber hasta una inconstitucionalidad en función de 
esa razón aunque, como todos sabemos -no lo vamos a negar-, en la historia presupuestal del Uruguay sobran 
antecedentes de disposiciones que no son de naturaleza presupuestal y, sin embargo, se aprueban en las leyes 
de Presupuesto o de Rendición de Cuentas. Pero esa no es la mejor práctica, sobre todo con relación a temas 
de este tenor y de esta naturaleza, es decir, aspectos que hacen a la relación entre el Estado y los medios de 
comunicación, lo que por definición afecta o condiciona instituciones democráticas y valores con los que 
seguramente estamos todos comprometidos, como la libre expresión del pensamiento, la libertad de prensa y 
la libertad de expresión en su acepción más amplia. 


En esa perspectiva, creo que no es prudente introducir estas disposiciones en esta instancia, sobre todo 
porque el Gobierno no ha sido claro a la hora de emitir señales en cuanto a su verdadera política con relación 
a estos asuntos. A lo largo de estos últimos años hemos asistido a anuncios según los cuales es inminente la 
remisión de una ley de medios al Parlamento, pero después esos anuncios son desmentidos por otros que 
sostienen que, en realidad, no va a haber ley de medios porque es peligroso que haya y que la mejor ley de 
medios es la que no existe. Más recientemente nos encaminábamos a un resultado -que no sabemos cuál es- 
en el sentido de que habría una propuesta legislativa, pero hete aquí que ahora nos encontraríamos con un 
anticipo de esa propuesta en relación con estos dos aspectos que vienen sugeridos en el mensaje. 


Esto me hace acordar un poquito -creo que el símil es válido- al Estatuto del Funcionario Público. 
Supuestamente, iba a haber una ley del Estatuto del Funcionario Público y vendrá más adelante, pero 
mientras tanto se nos adelantan dos o tres disposiciones, por cierto bastante temerarias e inconvenientes. 


Pero en este caso, sin embargo, repito que me parece que hay valores en juego bastante más delicados, que 
nos deberían hacer actuar a todos con bastante más cautela de la que por lo menos el Gobierno -lo digo con 
enorme respeto- ha tenido a la hora de incluir estas dos disposiciones. 


Observé el repartido que todos manejamos, que contiene el resumen del fundamento que el Poder Ejecutivo 
utiliza en cada caso para proponer las soluciones legislativas que contiene la propuesta de Rendición de 
Cuentas, y considero que con relación al artículo 135 se parte de una base errónea. En él se expresa que es 
necesario introducir esta obligación o esta servidumbre de los quince minutos diarios en función de que los 
concesionarios usufructúan licencias otorgadas por el Estado para desarrollar su actividad y utilizan recursos 
públicos para desarrollar su actividad, como si esto fuera algo así como un emprendimiento privado de 
aprovechamiento y enriquecimiento particular ajeno al resultado, o al beneficio o al perjuicio que de esa 
actividad pueda tener la sociedad. Y como aquí se dijo -creo que bien- en este caso no estamos frente a la 


extracción de petróleo -ya que se mencionó ese ejemplo-, que sin duda implica una inversión productiva con 
un resultado económico, por lo que hay que discutir quién se lleva las ganancias. No; aquí estamos en el 
plano de un servicio público que prestan estas empresas, que se puede considerar bueno, malo o regular -yo 
creo que es muy bueno-, que sin ninguna duda ha implicado colaborar o contribuir con el interés general en 
las más diversas formas, con los más diversos estilos y en la infinidad de oportunidades que la propia 
realidad indica se presentan en función de todo lo que aquí se ha descrito. 


De manera que creo que el argumento de que estamos introduciendo un gravamen al margen de ganancia que 
estas empresas tienen, me parece un punto de partida totalmente equivocado; francamente lo digo. Creo que 
el Gobierno, o el Estado, o el Gobierno en nombre del Estado, puede acceder a este mecanismo todas las 
veces que necesita trasmitir cosas; puede pedir la colaboración de los medios de comunicación, utilizar los 
medios públicos para sus campañas de bien público o para anunciar lo que le venga en gracia, así como 
solicitar la cadena nacional o la colaboración de los informativos cuando tiene necesidad de comunicar algún 
aspecto, o la circunstancia o la situación que nos venga a la mente. Evidentemente, todos sabemos que en el 
Uruguay esta ha sido una práctica en función de la cual el Estado, o los Gobiernos en nombre del Estado, han 
contado con todas las posibilidades y con toda la colaboración de los medios de comunicación, porque ha 
sido de interés de los propios medios de comunicación actuar en esa dirección. Entonces, ahora esto de los 
quince minutos diarios, ¿qué quiere decir? ¿Qué carencia se viene a solucionar con esto o qué aspecto se 
viene a compensar? ¿Algo que no hay? ¿Entonces ahora el Gobierno se va a ceñir o va a constreñir su 
actividad o sus anuncios públicos en estos quince minutos que va a tener todos los días? ¿O a todo lo que ya 
tiene, a todo lo que ya comunica, a toda la colaboración y los espacios que recibe le vamos a agregar estos 
quince minutos? Y en ese caso, ¿para qué le vamos a agregar estos quince minutos? ¿Ha dicho el Gobierno 
qué utilización, uso o aprovechamiento va a dar a esos minutos? A mí esto me preocupa mucho. Me preocupa 
mucho con relación a este Gobierno -no quiero hacer alusiones políticas- o a cualquier otro que venga en el 
futuro. 


No me quiero extender, pero creo que el artículo 136, además de esta solución, contiene un vicio adicional y 
un peligro agregado, que es el hecho de que aquí hay una suerte de delegación legislativa por la que el 
Gobierno pretende que el Parlamento le otorgue la potestad de fijar los precios que quiera, cuando quiera, del 
"quántum" que sea, y estableciendo las discriminaciones y haciendo las desigualdades en la forma que le 
plazca a la hora de comparar medios de comunicación o de fijar precios y tarifas a unos o a otros, según sean 
canales de televisión, radios de Montevideo o del interior. Me parece que eso es muy peligroso y el 
Parlamento no debería desprenderse de esa potestad. Si vamos a regular eso debería ser mediante una ley, que 
en todo caso es la que da fijeza y garantía a todas las partes y, sobre todo, sobre la base del consenso. Estas 
cosas no se pueden imponer ni se pueden aprobar entre gallos y medianoche; primero se deben acordar en el 
plano social, con los propios interesados, en el plano de quienes están vinculados a esta actividad, que mucho 
han realizado por ella -por cierto-, más allá de las observaciones y de los señalamientos que se puedan hacer, 
porque nadie es moneda de oro para que a todo el mundo le guste. Pero además creo que, notoriamente, 
estamos frente a decisiones que deberían merecer un mínimo acuerdo político, que en este caso sabemos que 
no ha existido, y como vienen las cosas, y con la torpeza -perdóneseme el término, pero no encuentro otro 
calificativo mejor- con la que se ha planteado esto en la Rendición de Cuentas, va a ser difícil que sobre esta 
base podamos construir entendimientos que a todos nos den tranquilidad. 


SEÑOR BEROJIS.- Seguramente, muchas de sus preguntas podrán ser respondidas cuando asista el 
Ministerio correspondiente así como la Dirección de comunicaciones. 


Comparto totalmente lo manifestado por nuestro compañero Abdala, quien expresó mucho de lo que 
queríamos decir. 


Creo que si hay algo que cualquier Poder Ejecutivo o el Estado permanentemente ha tenido -no solamente lo 
hemos visto ahora sino siempre- fue la atención de parte de los medios de comunicación de cualquier servicio 
a la comunidad. Es más: recuerdo que en la discusión del primer Presupuesto recibimos a una delegación de 
la prensa del interior que manifestaba un criterio diferencial que tenía, a pesar del cual permanentemente 
trasmitía comunicados a la opinión pública gratuitamente; lo hacía y lo sigue haciendo. Lo que considero 
peligroso es que introduzca esta imposición en una futura ley que, además -como decía el Diputado Abdala-, 
es presupuestal; no entiendo el porqué de empezar a establecer esto en una ley, cuando no hay antecedentes 
para que sea así. Y acá no importa que se trate de cinco minutos, quince, veinte, una hora, o lo que sea. Me 
parece que esto es demasiado serio. Además se establece que esto se utilizará para realizar campañas de bien 


público, lo que resulta muy extenso y genérico y nos remite a la diferencia que siempre tenemos en cuanto a 
s1 es una campaña de bien público, al Estado o al Gobierno. Es más: permanentemente hemos visto en las 
mediciones de consulta a la opinión pública, quiénes son los que ocupan la mayor parte del tiempo, semana 
tras semana. Hemos visto quiénes son los que ocupan más espacios. Eso es comunicación pura. No soy 
partidario de imponer esto; creo que no es necesario. La historia así lo ha demostrado. 


Creo que la posibilidad que se otorga a través del artículo 136 de fijar los precios que deberá abonar el 
concesionario es como firmar un cheque en blanco. No sabemos de cuánto estamos hablando; no sabemos 
nada. A través de una ley estaríamos dándole potestades que no sabemos exactamente cuáles son. 


Simplemente queríamos dejar esta constancia. Es poco lo que podemos agregar a lo manifestado por nuestro 
compañero Abdala. 


SEÑOR GANDINL.- Adhiero plenamente a lo dicho por los señores Diputados Abdala y Berois. 


Cuando se hace referencia a campaña de bien público, no se dice qué es, quién determina que es una 
campaña y mucho menos qué encierra en concepto de bien público. Por lo tanto, se estaría autorizando a todo 
el Estado para que utilice quince minutos de cada uno de los medios de este tipo, ya sean grandes, chicos, 
medianos, del interior o de la capital, sin limitante de ninguna naturaleza. Está incluidos todos los organismos 
públicos y dentro de esta denominación están las Intendencias y las personas de derecho público no estatal 
que, a Su vez, son propietarias de sociedades anónimas. 


Si lo llevamos a términos económicos, a lo mejor, nos hacemos trampa, porque los números que se han 
manifestado aquí, pueden ser para unos, pero en el interior son diferentes. Si quieren llevarlo a números, 
podríamos hacerlo al revés y preguntarnos ¿de cuánto se está apropiando el Estado? Porque hay que tener 
presente que son quince minutos por cada radio, canal de televisión abierta o servicio de abonados que hay en 
el país. ¿Se anima algún Diputado a hacer los números? Estaría bueno saber de cuánto se está apropiando el 
Estado; es un montón de dinero. 


SEÑOR GAMOU.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GANDINI.- Cuando termine el razonamiento, con mucho gusto. 


Creo que no se debe hacer en esos términos, pero si se quiere poner números, habrá que hacer las cuentas y 
mirar del otro lado del mostrador, porque es el Estado. Este es el otro punto que a mí me deja muchas dudas. 
Hoy los medios hacen campañas de bien público u otorgan espacios para facilitar algunos emprendimientos 
por buenas causas que desarrolla la sociedad, pero acá no está contemplado. El que se queda con esos quince 
minutos es el Estado y no una ONG, ni una organización social, civil. Me preocupa que solamente el Estado 
sea el que pueda realizar campañas denominadas de bien público. Me preocupa -lo digo con todas las 
palabras- que haya quince minutos por día en cada canal de televisión de campañas del Gobierno, porque así 
como está redactado también pueden hacerse. Podrían hacerse de la gestión del Gobierno porque, ¿qué es 
bien público? Yo creo que esto no debería estar redactado así. 


Además, ¿quién determina quién usa los quince minutos? ¿Habrá un órgano regulador que dice: hoy estos 
quince minutos son para Salud Pública, el Mides, Antel y la Intendencia de Cerro Largo? Y los que mandó 
otro organismo público, que ya suman diecisiete minutos, ¿no se pasan hoy, sino mañana, pero se quita el de 
Salud Pública? ¿Cómo se regula? ¿Quién define lo de los quince minutos? 


Yo creo que sería mucho más saludable si la propuesta fuera que los medios de comunicación deben utilizar o 
ceder una cantidad de minutos diarios, eventualmente acumulables, para campañas de bien público, sin 
establecer que sean para el Estado. A lo mejor los medios quieren sumarse a una jornada de recaudación de 
fondos para un hospital, que puede hacerse en Tacuarembó, y no necesariamente en todo el país. También 
puede hacerse una campaña de bien público por un techo, por una jornada de alimentación, para sumarse al 
Día Internacional de Lucha contra el SIDA, para luchar contra la xenofobia, etcétera. Todas son campañas de 
bien público, organizadas y promovidas por la sociedad, pero acá quedan afuera porque de acuerdo con lo 
que se propone, es el Estado, administrado por el Gobierno. 


Tal vez podríamos pensar en un camino al revés -que es la manera como muchas veces hemos regulado los 
medios de comunicación- y proponer que los medios nos envíen mensualmente la cantidad de minutos 
dedicada a campañas de bien público o de promoción de este tipo. Creo que sería mucho más saludable si 
cada medio pudiera computar el tiempo destinado a los organismos del Estado y a la sociedad civil, que 
encuentra en los medios la posibilidad de multiplicar su mensaje. A través de la ley estaríamos reconociendo 
la realidad, porque eso es lo que pasa hoy. Puede que sea dispar, que haya medios que sean más refractarios y 
muchos que estén dedicando más de quince minutos. Estoy seguro que en el interior sucede eso por la 
estrecha relación que hay con la comunidad cercana. Pero también me costa que otros medios nacionales 
también lo hacen. 


Por lo tanto, creo que no debe seguirse por el camino que se propone. No quisiera entrar en un debate más 
sobre la utilización de los medios de comunicación a favor de determinadas posturas que, en nombre del 
Estado, lleva adelante el Gobierno como, por ejemplo, la del horario de protección al menor, que parece ser 
más un horario de protección al Gobierno. Esa es mi opinión. Creo que se protege poco, cuando se protege la 
información. 


El siguiente artículo también me preocupa mucho. Como decía el señor Diputado Abdala, la potestad de fijar 
precios por parte del Poder Ejecutivo sin ninguna limitación, opera como una amenaza reguladora. La 
libertad de expresión hay que protegerla más allá de enunciados y discursos. Siempre está en conflicto el 
comunicador con el poder. Siempre; siempre. Por eso hay otras formas de expresión, que no es la de los 
canales formales. Además, hoy existen las redes sociales, que tientan a algunos Gobiernos para controlarlas. 
Pero fijar precios y hacer viable o inviable la actividad desde la cual se expresa la opinión libremente, de 
algún modo es una espada de Damocles que pende sobre quienes dependen del precio que se le fije. Y no 
solo el precio es el problema, sino la amenaza de que exista un precio y que pueda variar. 


Si esta es la intención del Poder Ejecutivo -más allá de las acciones posteriores-, creo que debería regularse 
por ley y contemplarse -para tratar de ser equitativos-, en forma diferente a los desiguales, porque hay medios 
que son muy desiguales entre sí. No podemos dejar librada esta potestad a disposición del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GAMOU.- Si hiciéramos la cuenta de los canales del interior, tomando en cuenta que los 
canales abiertos cobran a los partidos políticos lo que cobran a cualquier hijo de vecino, empresa y 
demás, daría una facturación de unos US$ 80:000.000 anuales, considerando el costo de publicidad por 
minuto de US$ 500. Entonces, con esto que está planteando el Gobierno serían unos US$ 2:700.000, es 
decir, un 3% de la facturación total del canal. 


Esta es la cuenta que yo hice. 


SEÑOR GANDINI.- No voy a entrar en ese debate; creo que los números del señor Diputado Gamou 
no resisten ninguna auditoría, porque para eso habría que sumar quince minutos por día por cada uno 
de los medios nacionales y departamentales, televisivos, abiertos, cerrados, por abonados, canales que 
emiten señales propias más todas las radios AM y FM que hay en el país. Me parece que ese monto 
debe ser más cercano a lo diario que a lo anual. No sé cómo hizo esa cuenta; no importa. Pero si vamos 
a hacer números hagamos el número un día de cuánto el Estado se apropia por este medio para hacer 
campañas de bien público, que a lo mejor se parecen más a campañas de interés gubernamental que de 
bien público, ya que estos conceptos no están definidos. Esta es una visión política y este artículo, tal 
cual está redactado, traduce una intención política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda a los señores Diputados que por Reglamento no se permite 
a los legisladores atribuir intenciones por lo que tratemos de evitar calificar con intenciones las 
intervenciones realizadas hoy delante de los medios. 


SEÑOR POSADA.- Quiero dejar una constancia que, en todo caso, es repetitiva. Tanto el artículo 135 
como el artículo 136, como tantos otros que están incluidos en este proyecto de modificación 
presupuestal que acompaña la Rendición de Cuentas son inconstitucionales por cuanto violan el inciso 
segundo del artículo 216. En realidad, los presupuestos y las modificaciones presupuestales no solo de 
estos dos últimos Períodos sino de lo que nosotros recordamos a lo largo de la historia de nuestro país, 
recogen normas que no refieren al mandato del Gobierno, por lo que, en consecuencia, son violatorias 


del inciso segundo del artículo 216. En los hechos uno tiene que admitir que, lamentablemente, esta ha 
sido una práctica constante, utilizada por los distintos partidos políticos que se han sucedido en el 
gobierno del país respecto a tratar de incluir normas que no son de carácter presupuestal en las leyes 
de presupuesto y en las modificaciones presupuestales que acompañan a las Rendiciones de Cuentas. 


Después de dejar esta primera constancia de alguna manera queremos hacer referencia a los dos artículos 
que, en todo caso, hubiera sido sano haberlos incluido en otro momento -ya que el Poder Ejecutivo pretende 
discutir este tema-, cuando todos tuviéramos la oportunidad de discutir el alcance de los mismos. 


Con respecto al artículo 135 creo que hay una base cierta en el sentido de que existe un interés de carácter 
general en cuanto a que determinados hábitos o situaciones puedan ser promovidas por el Estado. Allí se 
puede hablar de la importancia que debieran tener las campañas de bien público en las distintas áreas que 
hacen a las diferentes responsabilidades del Estado. De alguna manera, en las referencias que se hacen en 
cuanto a los fundamentos de este artículo, se habla de las campañas contra la droga, contra la violencia 
doméstica, a favor de buenos hábitos alimenticios o de salud. Creo que esto tendría que ser parte de las 
obligaciones que debe ejercer el Estado, es decir, de alguna manera tratar de generar cambios culturales, 
apoyar o promover determinadas culturas en lo que tiene que ver con hábitos que tenemos los uruguayos. 


Desde ese punto de vista, siendo los medios de comunicación los que usufructúan una frecuencia que en 
definitiva otorga el Estado, podría perfectamente admitirse que en la propia génesis de la concesión de la 
frecuencia que el Estado podría tomar para sí -como una condición-, el uso de ese espacio debe destinarse, 
por ejemplo, a campañas de bien público. Ahora bien, lo que no se compadece en ningún caso es que exista, 
además de un artículo 135, un artículo 136, porque si por un lado se considera que ello podría ser una 
contraprestación que debieran dar los medios de comunicación al Estado, al mismo tiempo no puede 
establecerse sobre esa misma prestación que realizan los medios de comunicación, un gravamen. En todo 
caso lo que hay es una distorsión de la filosofía con que encara el Estado este tema. Entonces, pasan a ser 
claramente de recibo los argumentos que se han incluido en este fundamento que presentó Andebu respecto a 
los artículos 135 y 136. 


A nuestro juicio hay una notoria contradicción porque el Estado no se decide qué es lo que en definitiva 
quiere hacer. Si verdaderamente entiende que en tanto titular de las frecuencias que otorga en usufructo a los 
medios de comunicación puede establecer para el interés general que se realicen campañas para el bien 
público durante quince minutos, al mismo tiempo no puede sostenerse lo que se determina en el artículo 136 
y viceversa. Me parece que este debe ser el centro de una discusión que debiera realizarse en el ámbito del 
propio Poder Legislativo, particularmente en este Parlamento porque creo que, como estos temas son siempre 
difíciles de abordar, de alguna manera su discusión se termina parcializando y se ponen arriba de la mesa otro 
tipo de intereses. 


Como también todos estos temas tienen una relación directa con un principio básico de la Constitución de la 
República, cual es el de la libertad de expresión, a este respecto sería bueno que existiera absoluta claridad en 
cuanto a las normas que regulan los medios de comunicación, fundamentalmente cuando existen situaciones 
como las que todos conocemos de usufructo de las frecuencias por parte de estos medios. 


Lamentablemente la historia de nuestro país no recoge eso. Si algo tenemos absolutamente claro es que el 
negocio vinculado a la publicidad en los medios de comunicación se ha ido acotando. En esto los partidos 
políticos somos absolutamente conscientes porque el espectro de la ciudadanía a que se llega mediante la 
televisión abierta es cada vez más restringido. Esto es así porque felizmente ha habido un incremento por 
parte de los usuarios y televidentes de sus posibilidades de decir qué cosas quieren mirar. Pienso que este 
aspecto también debiera tenerse en cuenta especialmente en una reflexión de estas características. 


Esto era lo que queríamos expresar. Compartimos la preocupación de que este tema esté incluido en una 
modificación presupuestal y, además, lo que tiene que ver con lo planteado en los artículos 135 y 136 que de 
alguna manera se contrapone. 


SEÑOR INCHAUSTI.- He seguido con atención los comentarios de los legisladores; concuerdo con 
varios y discrepo con algunos. 


En cuanto a la posibilidad de que el Poder Ejecutivo pueda instrumentar un pago por uso de frecuencias, la 
disposición que se modifica, y de la cual podría derivarse esa situación, tiene una redacción idéntica a la 
disposición que aprobó este Parlamento en el Presupuesto 2010, salvo en la última frase. Es decir, se elimina 
la frase final que establece que las emisoras de radio, AM y FM y las emisoras de televisión quedarán 
exoneradas del pago de este precio. Me pregunto qué sucedió en el año y medio que transcurrió que justifique 
este cambio. En todo caso, cambió la situación económica de los medios, que empeoró en el último período. 
En ese sentido, una de mis discrepancias con lo afirmado acá tiene que ver con el volumen de facturación de 
los canales de televisión, las radios de Montevideo y los canales y radios del interior, que ha venido 
decreciendo en forma constante hace varios años -ni siquiera se recuperaron luego de la crisis de 2002-, 
producto de la presencia de mayores posibilidades de acceso a otros contenidos que brindan las nuevas 
tecnologías, de la diversificación publicitaria realizada por los anunciantes y el comercio de nuestro país, del 
desarrollo de medios publicitarios alternativos y también de la disminución, que se ha notado, de las 
audiencias. 


Asimismo, la obligación de prestar servicios gratuitos al Estado no proviene solo de esta iniciativa, por 
cuanto actualmente los medios ya la tienen, emanada del Decreto N* 734, de 1978, que reglamenta el 
Decreto-Ley N?* 14.670, que es el que regula la radiodifusión en nuestro país. Ese Decreto N* 734, de 1978, 
indica que los medios de radio y televisión deben ceder al Estado treinta minutos de sus emisiones diarias. 
Este decreto es de 1978, y otorgaba esta atribución a la Dinarp; todos recordamos quién gobernaba en ese 
momento. Ya en democracia, esos treinta minutos fueron reconocidos a la Dirección General de 
Comunicaciones y luego a la URSEC. Es decir, en este momento el Estado tiene potestades, a nuestro juicio, 
ilegales -porque no están basadas en ninguna ley- e inconstitucionales para tomar de los medios treinta 
minutos diarios de sus emisiones. 


Hasta el momento los medios de comunicación han tenido que tolerar esta situación y lo hicieron 
pacíficamente, porque los sucesivos Gobiernos democráticos usaron esta facultad con mucha moderación. Es 
decir, esta utilización gratuita se ha solicitado en ocasiones muy especiales, básicamente para Presidentes y 
Ministros, en cadenas de radio y televisión, o algún otro uso muy acotado. 


No tenemos claro si esta nueva obligación de prestar servicios por quince minutos adicionales se suma a la 
obligación vigente, prevista en el Decreto N* 734, de 1978, y los medios estarían obligados a prestar servicios 
por cuarenta y cinco minutos en forma gratuita al Estado. Creemos que es necesario aclarar esta situación por 
ley, y si prosperara la obligación de imponer a los medios de comunicación quince minutos gratuitos al 
Estado, en cualquier caso, debería desaparecer la otra obligación que confirió inicialmente esta potestad a la 
Dinarp. 


Por otra parte, creemos que esta iniciativa constituye una apropiación del Estado de los esfuerzos, de las 
inversiones y de las organizaciones de los medios privados que, en ese sentido, deberían recibir alguna 
compensación económica, porque así lo dispone el artículo 32 de la Constitución de la República. Por lo 
tanto, sería inconstitucional que el Estado obligara a un particular a prestar servicios gratuitos al Estado. 
Como ya dije, no existen antecedentes en ningún sector de actividad de nuestro país que el Estado someta a 
un particular y le preste servicios gratuitos. 


Si esa iniciativa se fundamentara en que tendría que existir alguna compensación por el uso gratuito que 
hacen los medios de las frecuencias radioeléctricas, entonces, no tendría que mantenerse el artículo 136 que 
obliga a los medios de comunicación a pagar un precio, un canon o lo que fuere por el hecho de utilizar esas 
frecuencias. En todo caso, de mantenerse esta disposición, debería regularse con más precisión cuál sería el 
alcance de campañas de bien público y cuáles serían los organismos públicos y personas públicas no estatales 
que estarían habilitadas para utilizar estos servicios, ya que de acuerdo con información que figura en la 
propia página "web" de la Presidencia de la República una infinidad de organismos públicos, por ejemplo, de 
la Administración Central, servicios descentralizados, unidades reguladoras, entes autónomos, personas 
públicas no estatales e, inclusive, Gobiernos Departamentales tendrían acceso a este servicio. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


Entonces, si se diera a todos los organismos públicos la posibilidad de utilizar estos servicios gratuitos, 
también debería encontrarse un orden para llevar adelante esta actividad. 


SEÑOR ASTI.- Recuerdo las dos preguntas que ya formulé. En primer lugar, me gustaría que 
comentaran la normativa internacional, que seguramente ANDEBU conoce, vinculada con estos dos 
temas, y qué cantidad de horas se estima que puedan emitirse en los distintos medios. 


Insisto en que no corresponde adjudicar intenciones a quienes proyectaron la ley ni a quienes hicieron uso de 
la palabra. Voy a preguntar sobre lo que ustedes dijeron. 


Creo que es correcto que se establezca si la vigencia de esos treinta minutos que estaban otorgados a la 
Dinarp -que hoy aparentemente siguen vigentes porque han sido utilizados por todos los Gobiernos desde la 
época democrática para las cadenas- son acumulables o no a estos quince minutos. Pienso que son cosas 
absolutamente distintas. No obstante, vamos a esperar que el Ministerio respectivo nos indique para qué se 
piensan utilizar esos quince minutos. 


Con respecto a lo que planteaban ustedes y algunos legisladores en cuanto a un artículo o el otro, es decir, el 
135 o el 136, quiero adelantar una posición absolutamente personal. Yo creo que perfectamente podríamos 
combinar ambos artículos y decir que lo que se pague por el artículo 136 podrá descontarse a una tarifa 
determinada los minutos que se utilicen efectivamente en cada medio de difusión por lo que establece el 
artículo 135. Digo también que esto no tiene nada que ver con la libertad de expresión. No creo que pueda 
considerarse que la utilización de estos mecanismos sea una afectación a la libertad de expresión. 


Asimismo, quiero recordar el artículo 7” de la Constitución en el sentido de que cualquier limitación de 
derecho puede estar en la ley en consideración del interés general, en este caso, del interés público. 


SEÑOR GROBA.- Voy a hacer algunas precisiones y, fundamentalmente, a dejar un par de 
constancias. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


—— Quiero saludar a la delegación y decirle que estamos recibiendo insumos para ir analizando este 
proyecto de Rendición de Cuentas. Por lo tanto, todas las delegaciones que vienen a exponer los distintos 
planteos no solo son atendidas sino que, además, seguramente logren que se puedan ajustar algunos temas, en 
puntos, comas o frases. 


Por lo tanto, quiero decir a la delegación que estos insumos que recibimos van a ser estudiados, y que 
seguramente serán tenidos en cuenta en el debate. 


Asimismo, quiero dejar un par de constancias, porque cuando se empezaron a hacer argumentaciones sobre 
estos artículos, se deslizaron algunas cosas al pasar, que a mí no se me pasaron. 


En primer lugar, comparar este articulado y la presencia de esta delegación con lo que analizamos en la 
mañana de hoy sobre el capítulo de Funcionarios y los tres artículos que estaban contenidos, no tiene 
absolutamente nada que ver. Quiero dejar esta constancia en forma muy precisa, a los efectos de que cuando 
alguien lea la versión taquigráfica se dé cuenta de que detrás de esa afirmación está la constancia de que no 
tiene absolutamente nada que ver. Es como comparar un tarrito de dulce de leche con un cajón de lechuga. 
Digo esto en forma muy respetuosa. 


(Interrupción del señor Representante Abdala) 


Son temas diferentes. 


(Interrupción del señor Diputado Abdala) 


Si he logrado convencer a un Diputado con tanta trayectoria y tantos años en esta Cámara, me siento 
reconfortado. 


Pero a ese mismo Diputado, con tantos años en esta Cámara, y que es joven, quiero dejarle una constancia. 
Naturalmente, la sociedad y los tiempos están cambiando, y hoy hay una mayor utilización de los medios de 
comunicación. Inclusive, me refiero a la propia utilización de la cadena de radio y de televisión. Pero esto no 
siempre fue así. Y esa es la constancia que quiero dejar. Hoy, por ejemplo, en los 1” de mayo, los trabajadores 


pueden utilizar la cadena cuando es solicitada. En los períodos anteriores -porque había algún actor que 
estaba relacionado con estos temas-, cuando la solicitamos, no tuvimos el mismo eco que por suerte se tiene 
ahora, en función de los cambios de la sociedad. Reitero: quería dejar esta constancia. Atribuyo esto a la 
juventud de algunos parlamentarios que no recuerdan aquellas épocas. 


Por último, quiero reafirmar un concepto que se manejó acá. Se dijo que tratar de iguales a los desiguales 
genera más desigualdad. Las argumentaciones fueron hechas en esta sala y por eso quiero aceptar, promover 
y recalcar que eso es efectivamente así. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Sobre las preguntas que el propio Presidente había formulado, quisiera 
comentar que las normas internacionales sobre las que se regula la radiodifusión están asentadas en 
tratados internacionales que ha suscrito nuestro país, como integrante de la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones, que es un organismo dependiente de la Organización de Naciones Unidas. Este 
organismo es el que regula la actividad de las telecomunicaciones a nivel mundial. 


Los tratados internacionales han determinado que sea la Unión Internacional de Telecomunicaciones la que 
asigna a las distintas regiones del mundo las frecuencias en las que van a operar los servicios de 
comunicaciones en cada una de esas regiones. Esas regiones del mundo son las que a través de tratados 
internacionales -bilaterales, trilaterales y multilaterales- se distribuyen las frecuencias que va a utilizar cada 
uno de los países que las componen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me refería a la regulación dentro del país. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Las normas internacionales no establecen ninguna fórmula específica de 
administración por parte de las frecuencias radioeléctricas de cada uno de los países, sino que 
simplemente les asigna a cada uno de ellos la administración de las frecuencias radioeléctricas. Algunos 
países han adoptado la forma de prestación de este servicio de radiodifusión como servicio público. Es 
decir que los Estados han reclamado para sí la prestación de ese servicio, y cuando se le concede a 
algún particular la posibilidad de prestarlo, se realiza a través de una concesión de servicio público. 


En nuestro país la regulación tomó un camino distinto. En Uruguay, la radiodifusión es un servicio de interés 
público. Esto parece una diferencia de matiz, pero es sustancial. Es un servicio que está directamente abierto 
a la actividad privada pero, por el interés social que tiene, está sometido a una regulación específica. Esa es la 
forma jurídica que ha adoptado nuestro país sobre la radiodifusión. Se trata de un servicio que puede ser 
prestado directamente por los particulares, pero dentro de un régimen de regulación que es el que asegura y 
da garantías a toda la ciudadanía sobre la adecuada prestación de este servicio. 


Entonces, las normas internacionales no tienen una directa injerencia en la forma de prestación de los 
servicios en los distintos países, sino que son los propios países los que regulan cómo va a llevarse adelante 
este servicio dentro de cada territorio. 


Como dije, en nuestro país se ha adoptado la fórmula de servicio de interés público. De ahí la declaración que 
hace el propio Decreto-Ley N* 14.670 en cuanto a que se trata de un servicio de interés público que puede ser 
prestado por particulares o por el Estado. Se trata de una regulación que ha sido puesta al día hace poco 
tiempo -en el 2010- con la aprobación de la Ley de Radiodifusión Comunitaria que también habilitó a este 
sector a prestar servicios de radiodifusión. 


Nuestra legislación no establece obligación de abonar un pago al Estado por la utilización de estas 
frecuencias, ya sea en forma de tributo o de precio, sino que el Estado las concede a través de llamados 
públicos y de estudios, en los que se analiza la posibilidad de asignar nuevos servicios en distintas zonas del 
país. En función de eso realiza los llamados y a partir de la cantidad de oferentes o del análisis de las distintas 
ofertas que recibe, decide asignar a uno o a varios -o si la capacidad radioeléctrica lo permite- la posibilidad 
de brindar servicios de radiodifusión. Pero, como dije hace un momento, no exige a los particulares -en caso 
de tratarse de servicios comerciales privados- el pago de ninguna suma de dinero por la utilización de estas 
frecuencias. 


Con respecto a las horas de emisión que tienen los medios de comunicación, podemos decir que los medios 
de comunicación de radiodifusión en nuestro país, promedialmente, tienen una extensión de dieciocho horas 
por día; son muy excepcionales los que trasmiten veinticuatro horas por día, y muchos de ellos lo hacen por 
menos tiempo. Asimismo, los medios de comunicación televisivos trasmiten, en el interior, dieciséis horas 
por día, y en Montevideo un poco más, pero ninguno de ellos llega a cubrir veinticuatro horas de emisión. 


De cualquier forma, existen distintos segmentos horarios en la transmisión diaria que realizan los canales de 
televisión y las radios. En realidad, en función de las audiencias disponibles para atender los mensajes y la 
programación que emiten, estos segmentos horarios tienen mayor o menor valor para los anunciantes. 
Habitualmente, los horarios de la mañana son los que tienen mayor valor para las radios y los de la noche 
para la televisión. Además, dentro de alguno de esos horarios se concentra la mayor audiencia, los cuales no 
superan las dos o tres horas por día y son los más valiosos para los anunciantes, como así también para los 
medios de comunicación, ya que en ese tiempo obtienen el mayor rendimiento económico. Cabe destacar que 
ese rendimiento económico es insignificante, o prácticamente nulo, para la televisión en los horarios de la 
mañana, y para la radio en los horarios de la noche. En ese sentido, podríamos afirmar que el horario más 
importante subsidia el servicio que se presta en los demás horarios, a fin de mantener el servicio que se presta 
a la población durante la mayor cantidad de horas del día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos gustaría que se refirieran a la preocupación que tienen con respecto al 
artículo 191. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Lo que plantea este artículo nos preocupa y, fundamentalmente, a las radios, 
ya que este sector recibe apoyo publicitario de varios servicios de salud, ya sean mutualistas o seguros 
de salud independientes. En los últimos tiempos ha habido una importantísima retracción de la 
inversión publicitaria que realizan estos sectores debido a lo dispuesto en un Decreto dictado a 
mediados del año pasado. En dicho Decreto se establece que los avisos publicitarios que realicen las 
instituciones de salud deben ser aprobados por el Ministerio de Salud Pública. Esta disposición 
provocó el rechazo de muchas instituciones de salud que, como primera acción, retrajeron su emisión 
publicitaria, tanto en radio como en televisión, hasta que la misma fuera reconsiderada. 


A raíz de esta medida, los medios de radiodifusión que obtienen sus ingresos únicamente de las inversiones 
publicitarias que realizan los anunciantes y algunos canales de televisión sufrieron una caída considerable en 
la facturación mensual. 


Por tanto, si este artículo que dispone esta obligación a las instituciones de salud -originalmente establecida a 
través de un Decreto, que fue impugnado por dichas instituciones- es aprobado, el impacto negativo en los 
ingresos que reciben esos medios de comunicación se mantendría. 


Asimismo, nos preocupa que las iniciativas que se tomen en uno y otro sector sobre los anunciantes que 
solventan la actividad de los medios de radiodifusión lleguen a afectar su independencia y, eventualmente, 
los hagan dependientes de los anuncios provenientes de los organismos públicos o del Estado. En realidad, 
nos preocupa que eso tenga impacto sobre la independencia informativa y de opinión que pueden ejercer esos 
medios de comunicación. 


SEÑOR POSADA.- Quiero dejar constancia de que este artículo es violatorio de la Constitución de la 
República, ya que limita la libertad de expresión, aunque también limita otras libertades. 


El señor Presidente hace un rato estaba preocupado por la libertad de expresión. Reitero que este artículo es 
violatorio de la Constitución en tanto limita la libertad de expresión. 


SEÑOR ABDALA.- Estoy de acuerdo con el señor Diputado Posada, y creo que es importante que 
conste en la versión taquigráfica el tenor del artículo 29 de la Constitución de la República, que dice: 
"Es enteramente libre en toda materia la comunicación de pensamiento por palabras, escritos privados 
o publicados en la prensa, o por cualquier otra forma de divulgación, sin necesidad de previa censura; 
[...]" El artículo sigue, pero me parece que con leer esto alcanza. 


Evidentemente, este es un derecho y una garantía de carácter constitucional que beneficia y ampara a todos 
los habitantes de la República, en tanto son sujetos de derecho; y por sujeto de derecho debe entenderse a un 
ciudadano individual o a una persona jurídica, en este caso, una entidad que presta servicios de salud. En 
realidad, este hecho es de una gravedad inusitada. 


SEÑOR GAMOU.- En realidad, si exacerbamos la lectura que acaba de hacer el joven Diputado 
preopinante, podemos decir que también se viola la libertad de expresión y comunicación del 
pensamiento cuando suprimimos la propaganda de cigarrillos. 


Creo que lo que está detrás de este artículo es evitar algunos abusos que se producen en la propaganda que 
realizan, no tanto las asociaciones médicas colectivas, sino las clínicas privadas que, prácticamente, anuncian 
que se puede bajar de peso o mejorar la celulitis mágicamente. Me parece bien que el Ministerio de Salud 
Pública, en tanto es la policía sanitaria del país, regule determinadas cosas. 


Lamentablemente, hay otros temas en los cuales el Estado nunca se va a poder meter, pero me parece que lo 
que no podemos hacer es quejarnos porque la policía sanitaria del país establezca algún tipo de regulación, ya 
que si lo llevamos a la exageración y no hubiera ninguna regulación, mañana algún profesional de la salud 
podría decir: "Entre a la clínica y en veinticuatro horas rejuvenecerá diez años". Me parece que los temas de 
la salud son suficientemente serios como para que haya una reglamentación de este tipo. Acá no veo ánimo 
alguno de violar la libertad de expresión sino, en todo caso, de cuidar la salud de los ciudadanos. 


Gracias. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


SEÑOR POSADA.- Quería decir que esto no solo es violatorio del artículo 29 sino también del artículo 
36. Creo que vale la pena que prestemos atención. Dice: "Toda persona puede dedicarse al trabajo, 
cultivo, industria, comercio, profesión o cualquier otra actividad lícita, salvo las limitaciones de interés 
general que establezcan las leyes". 


En el caso en el que se aludía a la prohibición de la propaganda de cigarrillos, hay una razón de interés 
general, válida, sustentable, en la medida en que científicamente está probado que el cigarrillo produce 
cáncer. 


Cuando se trata de las formas en que distintas entidades de asistencia médica integral se presentan o tratan de 
vender sus servicios, no puede haber limitaciones. Sí podrá haber en el caso en el que haya publicidad de 
carácter engañoso, pero allí son otras las leyes que se deben aplicar. En ese sentido, nuestro país tiene una 
legislación de avanzada que perfectamente puede ponerse en marcha cuando existen situaciones en las que se 
genera un engaño a la población que sea usuaria o consumidora de ese servicio. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece que estamos comparando cosas que esencialmente son diferentes. 


Una cosa es la decisión que el país adoptó por la vía legal de la restricción relacionada con la publicidad 
referida al consumo de tabaco y acepto que es una discusión interesante si implica una restricción a la 
libertad de comunicación y de expresión prevista por la Constitución; es un debate que puede darse. Creo 
que, como decía el señor Diputado Posada, ahí median razones de interés general y, como decía el Diputado 
Asti, la ley puede establecer limitaciones a los derechos, inclusive, a los efectos de garantizar un interés 
general. 


En este caso, me parece que estamos en el plano de la censura previa que queda expresamente excluida por el 
artículo 29. No es que aquí estemos restringiendo la publicidad para estas personas o sujetos; les estamos 
diciendo qué tipo de publicidad tienen que hacer. Y después les decimos: "Pero si la quiere ampliar y, en todo 
caso, quiere decir algo más de lo que le estamos autorizando, pues comuníquelo al Ministerio de Salud 
Pública y este le dirá si lo puede hacer o no". Eso se llama censura previa; no tiene otro nombre. 
¡Ontológicamente es así! Y, naturalmente, esto está reñido con la Constitución de la República. Creo que 
desde 1985 para acá será muy difícil encontrar antecedentes de restricción a la libertad de expresión y de 
comunicación similar a este que se está proyectando. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero aclarar que este artículo ya existe; está recibiendo una modificación 
importante, pero ya existe. No refiere a la publicidad engañosa, que está castigada y podría ponerse 
específicamente, ni deja de lado la publicidad que aparece en los medios de comunicación de que se 
adelgaza diez kilos en veinte días. Esto refiere a los profesionales y entidades de la salud; no al 
gimnasio, al método, al aparato o a la magia que pueden generar determinadas cosas; eso no está 
prohibido ni lo prohibe este artículo. 


Aquí lo que se establece es que los profesionales y entidades de la salud podrán realizar publicidad 
libremente por cualquier medio, siempre que pongan el logotipo, su nombre y, en todo caso, digan cuáles son 
las especialidades del servicio que brindan. Eso está permitido 


El segundo inciso del artículo 20 de la Ley N” 18.211 -al que se refiere el artículo 191-, comenzaba diciendo: 
"Cuando dichos profesionales o entidades se propongan ampliar el alcance de su publicidad [...], y ahora se 
agrega: "deberán orientar la misma hacia un enfoque de promoción de la salud y prevención de los factores 
de riesgo, la que ocupará la mayor parte del mensaje publicitario". Esto recoge lo que un decreto estableció 
con un porcentaje, hablaba del 80%. Es decir, decía lo que debía poner. Esto hizo que las mutualistas y otras 
entidades de salud se retiraran de los medios porque no pueden poner mucho más que eso o le tienen que 
hacer una publicidad a algo que es obligación del Estado. Si el Estado quiere decir que tales cosas son 
promocionales o buenas para la salud, lo puede hacer, pero no hay por qué obligar a una institución a hacerlo. 
Sí creo que hay que prohibir la publicidad engañosa en esta materia, pero obligar a las entidades a que hagan 
publicidad con un sentido, es violatorio, pero además esto genera otros comportamientos y otras conductas de 
las que ya hablaremos con el Ministerio de Salud Pública. Como hoy por hoy estas cosas no se pueden hacer 
y la mutualista no puede decir por televisión que ha incorporado tal tecnología, tal técnica o aparato, que es 
lo que se debería promover para captar los eventuales socios en tiempos en que se levanta el corralito, 
algunas de ellas terminan poniendo el dinero en otros mecanismos bastante menos televisivos que provocan 
el cambio de una sociedad. Entonces, gastan la plata en eso porque no pueden decir cuáles son sus virtudes 
frente a las otras porque esto se lo prohibe. No pueden decir: "Por el mismo dinero que se paga a través del 
FONASA, en esta institución usted tiene mejores garantías porque nosotros tenemos tales técnicas, tales 
camas, tales habitaciones, tales médicos, tales especialidades" o "Nuestro índice de resultados en tales 
especialidades es este". Eso no lo puede decir porque tiene que hacer una publicidad de promoción de la 
salud en los factores de riesgo. Tiene que decir: "Es conveniente que haga deporte, que coma sano, etcétera, 
porque eso es bueno para el corazón". El 80% tiene que ocuparlo en esto y el 20%, en decir: "Mutualista tal" 
o "Institución tal". 


Entonces, lo que se ha hecho es retraer a esas instituciones. Eso es lo que nos plantea desde esa visión la 
delegación presente, pero hay otra visión que ya se aportará en el ámbito de la salud, más allá de la que se 
acaba de incorporar, que es la de los derechos y garantías establecidos en nuestro régimen vigente 


Muchas gracias. 


SEÑOR IBARRA.- En mi exposición expresé que en su momento íbamos a analizar el artículo 136, a la 
luz del contenido del artículo 135. 


Pero sobre este artículo también dije que había recibido alguna propuesta de la cámara de instituciones de 
asistencia médica privada. De alguna forma, me parece que esto salva algunas de las objeciones que se 
plantearon acá por parte de la visita y de algunos Diputados. Sin duda, vamos a poner esto a disposición de 
todos los compañeros de la Comisión integrada en oportunidad de analizarlo. Me parece que esa es una buena 
solución que plantea la cámara de instituciones de asistencia médica privada. 


Quería reiterar esto porque ya lo había anunciado y retomando la inquietud de la delegación de Andebu, 
quería expresar que seguramente esto sirva para analizarlo en el seno de la Comisión. 


SEÑOR GAMOU.- Simplemente quería agradecer al señor Diputado Gandini, porque como se habló 
de "ontológicamente", él me hizo una aclaración sobre la finalidad teleológica del artículo, sobre lo que 
yo, honestamente, estaba un poco confundido. 


Nada más. 


SEÑOR ASTI.- En cuanto a la oportunidad y a la limitación de la publicidad en el tema de salud, lo 
vamos a discutir con quien corresponde, que es el Ministerio de Salud Pública. 


Con respecto a traer a Sala artículos constitucionales sueltos, creo que la Constitución debe interpretarse 
íntegramente y no olvidarse, como dijimos, de su artículo 7”, que permite la limitación de los derechos 
solamente a través de la ley. 


SEÑOR BERNINL.- Finalizando el intercambio de ideas, quiero dejar una constancia en la versión 
taquigráfica, que nada tiene que ver con la visita de esta delegación, que por supuesto es bienvenida. 


Es la primera vez en mucho tiempo que se debate un articulado delante de nuestros invitados y, realmente, 
me llama la atención. Considero que no es lo más adecuado. Los invitados están para hacernos los aportes del 
caso, que luego se discuten con los organismos responsables del tema. Claramente, es la metodología más 
apropiada. No comparto esta forma de trabajo porque no contribuye a que lo hagamos con la seriedad que se 
requiere. 


SEÑOR POSADA.- Los años que llevamos en esta Casa nos permiten dejar constancia de que esta es 
una práctica que inauguró el Frente Amplio cuando era oposición. 


SEÑOR INCHAUSTLI.- Agradecemos que nos hayan recibido para escuchar nuestros puntos de vista y 
opiniones sobre estos temas que nos impactan directa e indirectamente. Nos vamos satisfechos por el 
debate que han llevado adelante los señores Diputados, que creemos tiene muchos puntos de interés y, 
seguramente, va a facilitar a que se encuentre una solución adecuada para todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su visita. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 27) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


